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PALABRAS PRELIMINARES 

H. JURADO: 

El tema que hoy presenlo a su considemción como trabajo de tesis para obtemr el t!Julo de 
Ucenciado en Derecho, previa aprobación del examen profesionnl, ha sido sustraúfo del campo de 
la praxis jurldica, basado en la problemática que presenta en nuestro marco jurúlico la Obra 
Pública, el Juicio de Amparo y la ResponsabJ1idad que surge para el Estado, al tener la obligación 
de saJisfacer dos Intereses Públicos, como son: la permanencia th una obra de inleres general 
construida üegalmenle sobre el predio de un particular y el acaJ.anúenlo a una ejecuJoria de amparo 
que indiredamente ordena su demolición. 

Esta situación, al no ser factible de reso/J1erse por los caminos ordúwrios de ejecución, se traduce 
en un grave problema de iure y defacto que nos conduce en forma paralela a un estancamiento del 
desarrollo social como hombres y como NaciOn, lo que impide el desenvolvimiento inlegrol y 
unifonne de nuestro sistema jurldico. 

Por tal motivo, juzgué necesario presenJar anJe este jurado un estudio de solución alternali'~a sobll 
el problema en cita, basado en las enseñanzas de mis maestros y la de los trrztadistas qiu mt. fue 
dable consultar, robusteciendolo con la nuel·afúosofla dtl Juicio Amparo qiu regula la substüuci6n 
del cumplimienJo de sus ejecutorias por el pago ck una inJemnit.ación pecuniaria tarada en el 
importe de los daños y perjuicios que sufre el quejoso con el indebido aduar de la autoridad, 
permitiendome sugerir al caso concreto, una serie de reformas para perfeccionar su aplicación, en 
un esfuer..D por moderrW.ar nuestro má.rimo juicio y concüiar la pugna de inJereses disfmbolos, que 
se genera con este conjlido. 
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INTRODUCCION 

Desde el momento en que el hombre se agrupó para conformar una socied:id, surgió el eterno conflicto 

que le ha acompañado, a saber: cdmo encontrar el justo medio aristotélico para solucionar la 

controversia derivada de la satisfacción de las necesidades colectivas, sin afectar derechos particulares. 

A este respecto, podríamos citar un nllmero de soluciones como grupos sociales han existido, sin 

embargo, a partir del surgimiento del Estado Moderno, específicamente con la Teoría del Equilihrio 

del Poder, sustentada por el Ciudadano Francés Charles Louis de Secondat, Barón de Montesquleu, 

podemos asegurar que se generó una conciencia Universal para el efecto de poner en manos de un 

órgano supremo, el estudio, vigilancia y restricción a la facultad discrecionaJ de !os gobernantes, para 

evitar el abuso de autoridad y juzgar si efectivamente su actuación va encaminada a la satisfacción de 

las necesidades colectivas dentro de los causes legales, o dnicamente s~ trata de beneficiar a cierto 

sector de la población. 

En esta virtud, la benevolencia de una ideología, no puede quedarse en buenos propósitos, motivo por 

el cuaJ, era necesaria Ja creación de un mecanismo encaminado a Ja prote<:ción de Jos derechos de los 

ciudadélll05. 



m 
Es por ello, que nuestro país se adelantó al mundo jurídico de su tiempo y en el año de 1840, Don 

Manuel Crescencio Rejón, ideólogo mexicano, en la histórica Ciudad de Yucatán, lega al mundo el 

Juicio de Amparo, Institución que por primera vez tra.i;pasa el umbral de los mecanismos de defensa 

del Ciudadano ante la Administración del Poder, que le permite demandar al Estado en un plano de 

igualdad. 

No obstante lo anterior, el devenir histórico de México, ha traído corno consecuencia que el notable 

espfritu de los forjadores del Juicio de Garantías, tenga que modificarse gradualmente en cuanto a sus 

postulados originales se refiere, por no ser aplicables a una realidad distinta a aquella en la que fueron 

concebidos, citando a título ilustrativo, la máxima contemplada en el artículo 80 de la Ley 

Reglamentaria, en donde se establece que "la sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto 

restituir aJ agraviado en el pleno goce de la garantía individuaJ violada, restableciendo las cosas aJ 

estado que guardaban antes de la violación (Constitucional)" toda vez que ésta, ha sido rebasada por 

situacionl!.S especrficas que no pueden ser resueltas en estos términos porque se afectaría gravemente 

a la sociedad, como es el caso de una obra pública que por determinada circunstancia se construye en 

forma ilegal en la propiedad de un panicular y, una vez resuelto el Juicio Constitucional en forma 

favorable a éste, el Poder Judicial Federal ordena su demolición para restablecerle sus derechos 

constitucionales en la forma en que se encontraban con anterioridad. 

En tal virtud, el prest:nte trahajo tiene como objetivo primordial, proponer la reestructuración del 

Incidente de Reparación del Daño, contemplado en el úllimo párrafo del anCculo IOS de Ja Ley 
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Reglamentaria y de la legislación que coadyuve a su debida observancia, con la intención de generar 

una solución mediadora cuando concurren dos intereses antagónicos entre sí, ambos de carácter general 

y que deben ser satisfechos por el Estado. 

Iniciamos nuestro análisis con un breve bosquejo histdrico, tratando de encontrar el desarrollo del 

fundamento legal en el cual se ordenaba Ja e-0nstruccidn de las obras pdblicas asi como los medios de 

defensa que existieron para proteger al ciudadano cuando resultaba afectado por tal determinación, 

aludiendo en el capítulo segundo, al marco jurídico aplicable, que establece la motivación y 

fundamentación de este tipo de obras en el México Actual, procediendo a relacionar, en el capítulo 

tercero, Ja exégesis de los problemas que plantea el desarrollo de la litis Constitucional, en este caso 

concreto, para concluir en el capitulo cuarto con los efectos que produce una ejecutoria de esta 

índole, la forma en que onodoxamente deben de acatarse las sentencias de amparo, hasta llegar a Ja 

ejecución substituta; culminando con la propuesta de reestructurar el Incidente de Reparación del Daño, 

as( como, de las demá.s legislaciones que convergen en este conflicto, con la finalidad de buscar una 

solución contemporánea a un grave problema de iure y de facto. 



CAPITULO PRIMERO. 

ANTECEDENTES 

La construcción de obras públicas, encuentra precedente en la agrupación de Jos seres humanos en 

sociedad, toda vez constituye uno de los medios más antiguos utilizados por el hombre para satisfacer 

sus necesidades. 

Es por ello, que el material aJ respecto es abundante, motivo por el cual debemos aclarar que, para 

lo fines que se persiguen dentro de este trabajo de investigación, se ha circunscrito el presente estudio, 

al análisis de la forma en que se emitía el acto de autoridad, tendiente a la realización de una obra de 

esta naturaleza. 

Paralelamente a esta circurnaancia nos referiremos al aspecto ideológico que influyó para que en el 

pensamiento del hombre latinoamericano, surgiera el medio de defensa que Jo protege del Leviatán en 

que se encuentra inmerso: El Juicio de Amparo. 



1.- EPOCA PREHISPANICA. 

En virtud de la vastedad de grupos sociales que habitaron el territorio nacional, anterior al arribo del 

mundo ibérico, hemos de circunscribir esta exégesi5, a la dltima de las siete uibus nahoas que 

emigraron de Aztlán en busca del sitio indicado por su divinidad, y que lograron encontrarlo en el 

Valle de México en el año de 1325, y, como una consecuencia al cumplimiento de las órdenes de 

Cuauhtloquezqui, desafiaron a la naturaleza para construir en la superficie del fangoso lago, el pedestal 

que serviría de base para la figura de su Dios Huitzilopochtli, obligando a panicipar a toda la 

comunidad, dando lugar al principio del establecimiento de la Ciudad de México Tenochtitlán, bajo 

la conducción de sus sacerdotes y guiados por la promesa de su Dios; nos referimos naturalmente, al 

pueblo azteca. 

Con el objeto de comprender cómo era el estilo de vida de este pueblo y por ende la forma en que 

nacía el acto de autoridad que desembocaba en una obra pllblica, debemos recordar que "tn la 

m/Jologfa mexicana, ti hombre Jiu creado por tl sacrificio dL los Dioses, molfro por ti cual st lu 

thbl.a ,U corresponder ofreciéndoles su propia sangre, ya que, la última vtz que fueron creados los 

hombres, Quttt.alcóad, túscenáió al mundo para rtcogtr los huesos tú las gtntracionts pasadas y, 

regándolas con su propia. sangre, saca dt tUos a la nueva hwnanidad, ts por tllo que para 

constn•ar a la humanidad, lluiJ:ilopochlli, que es ti sol, libra todos los dlas una lucha con sus 

hennanas las estrellas y con su hermana la luna, a quienes pone en fuga con su rayo, amuuJo tú 

la strpienJt cú fuego. Cada ~·frtoria es un nuevo día qUt vive la hwnanidad,· pero ult hlrot 



celestial tuctsila alimenJarse y reponer sus fuerzas, que s61o se logra medianJt el manjar supnmo 

que significa la sangre y los coraz.ones de quienes se le ofrendan". t 

La transcripción que antecede, tiene por objeto ilustrar el por qué la mayor parte de las obras pd.blicas 

que se construyeron en ese p~riodo son de índole religiosa, toda vez que de dicho concepto se 

desprende el elemento principaJ a través del cual se regía la vida del pueblo y constituía a su vez el 

aspecto fundamental de su ideología referente aJ bien comd.n. 

Como consecuencia de la diversidad de criterios que existen hasta nuestros días para considerar si 

efectivamente en este periodo se logró la configuración de un Estado, adoptaremos la teoría más 

generalizada en torno a la forma de gobierno que se tuvo en aquella época, por ende, seglln Jo seiiala 

Don Ignacio Burgoa, "Una i-·ez que los aztecas se tstab/ederon definilil'amenle en ti silio promet/.dQ 

por lluüzüopochtli y en il hubieron fundado la dudad de Tenochlillán, su primu gobierno estuvo 

i'ntegrrulo por nobles y sacerdotes. Este rlglmen aristocrátic<Heocnflicofue substituido por lafonna 

mon4rquica electi1Ja, a imiJacidn de los sistemas gubernativos en que estaban organirAJ!os los 

pueblos circunvecinos. El monarca (dencminado Tlaloani, que significa "el que habla") ero 

designado por cuatro electores que represen/aban la l'Oluntad popular y que debúm ser seiiores de 

primera nobleza, comúnmenle de sangrt real, y de lanla prudencia y probidad, cuando se necesitaba 

para un cargo tan importan/e". 2 

Lct'!n Portill.4 Mi¡ucl, Antolngf! de IffitjhUAfM a lm Azteca.A Furntu e lrlcmrs:tr:ione• Hjr1driw Ed. UNAM, 
21 edición, M.!1ieo, 1983. pp. l!iS y 156. 

Bul'JOI Orihucl.4, Ignacio, Demcho Corntj1uel909! Me!ican9• Ed, Pomla, Ba. edición, Mi!l..ico, t991. pp. 4'7 'J "8. 
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Asimismo. es mene.i;ter retrotraernos a la forma administrativa a través de la cual se organizaba la 

ciudad valil!ndose de la institución del ca1pulli mismo que, segtln Arturo Monzón "Se organ.iwba por 

un consejo dt ancianos y por el tecuhlli, (repnsenJanJe del gobierno cenJrol), los cuales, junio con 

los auxüiares Ul cenJec t/apixque, los tlayancanque y tequillaJoque, conirolaban la conducta de las 

familias y organiz.ahan el trabajo dirigido a las obras de la colectin'dad, ••• , existía además el 

tecuhJli, quien l'aro en mano rtcogfa los tríbulos, enJre los cuales estaba el del servicio personal" 

3
• Es conveniente recordar que su división territorial en un inicio se basó en cuatro barrios o 

CaJpullis, (Nombrados Moyotlán, Teopan, ltzacualco y Cuepopan, cambiando su denominación en la 

época colonial llamándolos San Pablo, San Juan, Santa María la Redonda y San Sebastián 

respectivamente). 

Ahora bien, anaJizado tanto su pensamiento existencial corno· ta forma de gobiem<;>. estableceremos los 

parámetros sobre los cuales se construían sus obras públicas. 

El primer antecedente que se tiene en esta materia es la edificación construida en las inmediaciones 

de lo que hoy e.e; la ciudad de Tula donde "median/e el desviar el cauce de un ria, para que se 

derramase ti agua alrededor del cerro y aumenJara la calidad tú vida de la región, construyen la 

primera presa ,U la Nací'6n con ti objeto de rtcuperarse y fortalecerse tú su lucha con los Tarascos, 

para parlir posten"onnenle a busca.r aqu.tl lugar en donde la leyenda establece que se armnc6 el 

Mow.ón Arturo, Ef C111(?(J!lj en 1a On;1mit.acjón SociaJ de !01Icnocbea Tallcra de L&rio1, Mhico, 1949. p. 30. 



corazón del sobn"no tk lluüzilopoch.lli y una ve:: sucedido esto se le arrojó al lago".' 

La obra pública en México. comenzó a ejecutarse ffsicamcnte, en Ja época prehispánica, por el pueblo 

mismo desde su asentamiento en el islote, agrandando y consolidando los tcrnmos ganados al lago por 

medio de carrizos. césped, zacate, limo y estaca-;, edificando como ya hemos visto el primer templo 

o ermita a su Dios Huitzilopochtli. Esta obra pública, además de ser la primera construcción en el 

valle de México, constituye un esfuerzo de integración vital, a la que el pueblo debió su existencia 

misma. Además, mediante el culto a su Dios, aseguró la existencia y con."ervación del orden físico y 

universal de acuerdo a su ideologfa. 

Cuando este pueblo inicia su expansión bajo la.e¡ órdenes de Izcdatl, comienza a perfilarse la idea de 

que el trabajo que exige y representa la obra pública, no es propio ni adecuado al pueblo mexicano, 

quien tiene un destino y una actividad muy distintos y superiores, como es la guerra. Esta idea resulta 

ser congruente con la concepción de Estado que le son propias a dicha comunidad, periodo en el cual 

se otorga la facultad al tlatoani y del cihuacóatl para que las obras públicas sólo se ejecuten por sus 

mandato!' en el ámbito de su competencia. En el caso de la obra pública interior, uno u otro 

íuncionario daha 1a urden a través del hueycalpixque o mayordomo mayor, quien a su vez., la 

comunicaha al calpixquc del harrio y al consejo de ancianos para su realización, siendo supervisadas 

por el tlayacanque y d tequitlatoque. 

Gon:r.álct de: Coa¡o, Fl'V)CiflCO, lfritnrin de lu Oh[!a P\lh!icu en Mbjco Tomo l. TaJlen:a de i..u;o. e hija1, 
impruionea S.A., Mc!:iico, 1971. pp. 28 y 29. 
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La intervención del pueblo en la ejecución material de las obras pública'i, tenía diversas causas, 

dependiendo si éstas eran ordinarias o extraordinarias, en el primer caso, "se ejecutaban con mano 

forastera tk los l'enddos. Dentro de la ciudad, los habüanJes de los calpullis, con excepd6n de la 

nobleza y la clase sacerdotal, comerciantes, pobres y desvalidos, lenlnn ra obligación tk ejecuJarlas. 

La clase de los maceliuales, realiznba los trabajos bajo la dirección de los calpixques o mandones 

de los barrios, en tandas de aproximadamente des veces por año. Si eran extraordinarias, lodo el 

pueblo debfa de auxiliar, incluyéndose a la nobler.a, y a los sacerdotes"~. Cabe hacer una referencia 

aquí a la institución cívica del trabajo voluntario en las ohras, el coatéquitl o tcquio, que persiste en 

numerosos poblados c:unpc.~inos de México y que consiste en trabajos de beneficio colectivo, dirigido 

por funcionarios, según formas estables de organización y con finalidad de utilidad pllblica, lo que se 

traduce en una conjunción de elementos conceptuales que caracterizan a la ohra pllhlica. En capítulos 

posteriores podremos observar cómo esta figura es utilizada con notable frecue~cia en el liberalismo 

social. 

No obstante la idea del bien comlln que se tenía en el mundo azteca. ba.-;ada en la subordinacidn de 

sus integrantes a aquellos que detentaban el poder como se desprende del culto a Ometéotl y la 

obediencia a QuetzalcóatJ derivada de Ja concepción del mundo no individual, existían derechos a favor 

de los integrantes de la comunidad protegidos por la figura del Chinancalli, quien, segdn el dedr dt!I 

Doctor Arellano García, era tltgido en ti CalpuJJi en forma rilalicia y herrdilaria paru supervisar 

y defender las tierras del Calpulli, además de amparar a los habiJanlts y hablar por tilos ante los 

GooUJe.. de Ca.lo, op. ci!., Tomo 1, p. 47. 



jueces y otras dignidades (recuérdese que ti TialoanJ gobernaba asesorado por el 7faJocan y por ti 

CihuacoaJ/). • 

Entre algunas de las principales ~brac; pllblica.<; ejecutadas por los Tiatoanis, el historiador Cosía 7 se 

refiere a la.'\ siguientes: 

a.~ El templo dedicado a Huir..ilopochlli edificado por Jzcóacl. 

b.· El camino de Xochimilco a Ja gran Tenoch1i1Jdn impuesto como rrlbuto a los primeros, con el 

rriunfo de Moctezwna Jhuicamina.Asimlsmo, al vencer a los chalcas se les cotulena a la 

conslrucción de casas a los principales, además de la obligación de pechar y tributar e ir 

a las obras públicas y comunes, den/ro de las cuales se puede mencionar la edljlcacMn de 

las escuelas públicas Ca/mecac y Telpochca//l. Es \.'á/ido remembrar el penscunienlo de 

71aca~lel, miembro del consejo quitnpropuso la modificación a la educación incrememando 

el número de guerras, lo cual /rajo como consecuencia el awnenro de las obras públicas, 

dada la camidad de prisioneros y de tributos que se recaudab,m. Asimismo, se acreclenra rl 

número de caminos existen/es y se construye la alberca de 1/ua.nepec, para descanso del Rey 

y a su vez para beneficiar a los cultivos cercanos. 

Cabe destucarse que con e~re Tiatoani surge la primaa inundación t]Ut sufrirla la Ciudad de 

Cír. A~llano Gari;:ía, Cario•, El Juicio de AmNro, Ed. Pomla, México, 1982. p. 78. 

Cfr. Goni.ále1 de Co1fo, op. ci1.. Tomo 1, pp. ~. 



México, mal que aún acosa a la misma, siendo resuelto el problema por el na1oanl de 

Texcoco Neza11ualcdyotl, al cercar la ciudad medlarue diques. Esta fue la obra (que tuvo el 

cardcter de extraordinaria) de mayor relewmcla del Rey Poeta. 

c.· En tiempos de Axayácatl, y en vlnud de las guerras con 71a/telolco y los Mailtmlncas se 

construye un acueducto procedente de las aguas de A:.capotzalco, impuesto como triburo por 

haber sido vencidos en guerra acorde a lo aconsejado por 71acat/e/. 

d.· En el periodo de gobierno de 11zoc, no existe an1ececlente de construccldn alguna. dada la 

efemeridad del mismo. 

e.- Es con Ahutzotl, cuando se tennina de edijicar el ugundo templo de Hultt.Uopoclu/I, mismo 

q~ sirvió de base para la consrruccidn Je la Ca/edra/ Metropolitana. Debe destacarse que 

es il quien ordena la creación de otro acueducto desde Acuecuaco, para el efecto de i"lgar 

la Ciudad y que no pierda su esplendor. 

f.· Moctezuma Xocoyott.in construye el templo de O:Nuldn deruro del de Huitzi/opochtll. 

11.-EPOCA COWNIAL: 
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Este rubro. se ha divido en dos segmentos. el primero corresponde a la legislación que sobre el 

particular existió en España, hasta la conquista de las penínsulas de ultramar y el segundo abarca 

de.'ide la llegada de los ibéricos a la Nueva España hasta la etapa del Méx.ico Independiente. 

A.- ESPAÑA. 

El primer antecedente legislativo de mayor trascendencia en materia de obras pllblicas lo encontramos 

en el llamado Co<lex Wisigothorum, también llamado Código de los Visigodos. Este ordenamiento 

ha sido considerado como un cuerpo de leyes de derecho privado, sin embargo, contiene algunas reglas 

en cuanto a consejos de gobierno que se daban a los Reyes, de esta forma, la ley cuarta establecía: 

"Las obras debfalas e/ rey obrarlas bi'en, y que no adi¡ulera para si sino para el Reino", 

complementada por la regla octava que expresaba "Todas las cosas que son comunales débelas 

gobernar con amor de toda la türro, son las que dlbelas thfender hwnüdemenJe ... , y a..i;{ lo amen 

los grandes y lo teman los menores en tal mantra que ninguno tenga en ello duda de servirle, y 

totÚJs se metan en suerle de morir por su amor". • 

Es importante señalar que. el Fuero Viejo de Castilla, las Leyes de Estilo y el Fuero Real de Espalla, 

no contienen texto especifico que denote la regulación de las obras pliblicas, no obstante, tales 

ordt:namientos hacen mención a los diversos "pechos y tribuJos a que estaban obligados los 

QomJ..1u de Cmío, op. cit., Tomo 1, p. 79, 
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habitan/es" 9
, lo que hace presuponer que, con la integracidn del erario estatal, alguna parte del 

mismo se destinaba al pago de las construcciones que nos ocupan (un ejemplo de esto lo podemos 

encontrar en la construcción de caminos, hospitales y conventos que e:dstían en las poblaciones 

español.., de la época). 

La ley de las Siete Panidas, comenta Gonzáles de Cosfo, contienen algunas disposiciones dispersas 

relativas a las obras que nos ocupan, ya que "se utableda en lstas que ti bien público es de auddtr 

superWr que ni lo dlrigos estaban uenJos dt contribuir para ello, Jdiendo tú ayudar a los legos 

a hacer puenJes para el pro comunal de todos y cuidar los que estén huhos (ley 1, T(tu/o 11, Partida 

2)".Iº 

Esta circunstancia es robustecida con posterioridad en la ·misma partida cua.r1;do habla del Rey y 

establece que • ... Otros{ dtben mandar labrar pU<nlts y las ca/zJJdas y allanar los pasos malos ••• Y 

dtbtn dl hacerse albergtrlas en los lugares yenno1 ••• Y diWn olroslmandar hacer hospitales en las 

villas ••• Ca de toda tsto sobndkho vitM un gran pro a todos comunalnunte, porque son obras de 

püdad ... ". 11 

Significallvamente en estas leyes también se encuentran los antece.dcntc.s a todas las obras que tienen 

lbidan. 

CJonúJu de Codo, op. cit., Tomo 1, p. !l. 

lbidcm. 
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por objeto el embellecimiento de las ciudades como son las leyes novena y décima, citada por el 

historiador de mérito al sei\alar que "las fuettles, las plazas donde hacen las ferias o mercados, /os 

lugares donde ayunlan a consejo, los arsenales que est4n en las n'verias de los rfos ... son 

establecidos 1 otorgados para bien comunal tú cada ciudad o villa o castillo o cualquhr otro 

lugar ... •.12 

Posteriormente, las leyes de Toro de 1505, dentro de sus ochenta y cuatro disposiciones, adoptan, en 

materia de obras públicas, los presupuestos establecidos en el Ordenamiento de Alcalá de Alfonro XI, 

específicamente las contenidas en las Leyes: la., Título IJ, libro 2; 6a. Título 7 libro 4; 13a., Ututo 

lo. libro 6; JSa, título 4, libro 4; en donde de manera global se establecía: a) la división de las obras 

que quedaban a cargo del Rey, mismas que se hacían con el pago de los tributos, como los Castillos 

levantados para la lucha contra Jos moros, y, b) las obras que quedaban a cargo de los lugaref\os, 

como es el caso de los puentes y demás construcciones de infraestructura menor. " 

Como comentario complementario relativo a este perlo-Jo, podemos senaJar que existía un sistema 

especial tendiente a la protección de los derechos de cierto sector de la población que habitaba la 

península ibérica, en contra de los actos de las autoridades, mismos que tienen su origen con el Justicia 

Mayor, figura que, seglln nos sehla Víctor Farién Guillén, "apance en el a/lo de 1265 como una 

enJUlad independienJe dtl Rey, en virlud de que lste es nombrado por los caballeras M la Corle". 

üonú.lcl de Codo, op. cit., Tomo 1, p. 91. 

C(r. Oonúlc. de Co.ro, op. i:it., Tomo 1, p. 106. 
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Asimismo se sei'iala que "st lt podla txigir respon.sabOidad penal, consistenJt en una ptna taliónim, 

responsabilidad dvll tn dolllh se d<bla d< nstiJuü lo debido y además, ti pogo tk los da/los se 

tkbfan de cubrir al doble". 1' 

El Maestro Arellano García, sei'iala como segundo antecedente de e:;te Juicio, al Fuero de Viz..caya, 

mismo que seglln su decir "destú el año dt 1452, en d <Apflulo XIII, st esli.Jhleun tkreclws tú los 

Viualnos oponibln al P<Hkr Soberano ••• ".u 

Más adelante, dicho Doctrinario, al hablar del Fuero Juzgo, hace resaltar que "En d libro 1, n/trtnU 

al Faudor d< la úy et d< las úyes ... Tamblln u tstabltct que el Rey, no d<be tk tomar ninguna 

cosa por fuer:a de sus sometidos, ni lk sus pueblos, ni los túben dt obligar que hagan por escriJa 

olorgamienlo tú sus cosas". 1º 

En lo referente al Especulo, es muy importante destacar que la Ley llI del Titulo XIV del Libro V, 

nos dice el Maestro Arellano García, que "Ya se lltÜizD la palabra amparar, ru~cto tU la poilbOldod 

tk recurrir en lo qiu se den.omina U ALZADA, lo cu.al podía str de cuaJro maMras •, destacando, 

para los efectos de este trabajo, • Aqu11los en ®mú se iba por Demanda que vudWJ11 en aqull utadiJ 

fariái Ouill6n, Vklor, An!gcedsgg AN90e!C! da lo! Jyjci91 de Amparo. UNAM, Mi.deo, 1971. p. 15, 

Alollano 0.rcla, op. cit., pp. 35 y 36. 

lbid«n. 
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en q~ antes de que u dürt ti Juido ". 17 

En relacidn a las Leyes de ~tilo, el Dr. Burgoa, nos señala que "&establee/a ti orden de pnlad4n 

al cual u debla de acudir, motivo por el cual la Ley CCXXXVl/I, deltnninaba: 'QUANDO EL 

DERECl/O NATURAL ES CONTRA EL DERECHO POSITIVO QUE FIC/ERON WS l/OMBRES: 

PERO EL DEREC/10 NATURAL SE DEBE GUARDAR, tn lo qut no fallartn tn el Dtncho 

Natural, escribieron, y puskron los hombres las Leyes" 11• Es decir, el DERECHO NATURAL 

.ESTABA POR ENCIMA DE TODAS LAS DEMAS NORMAS JURIDICAS. 

Finalmente, como dltimo antecedente de la Colonia, en este ruhro, encontramos la Ley de las Siete 

Partida.ir;, documento en donde segdn eJ Maestro Arellano, citando a su vez a Eduardo Pallares, seflala 

que "es en la nota introdudoria del 1YJulo XX/JI de la TtlWID Partida, tn donde se habla tkl 

Amparo y "Del amparamknJo para designar des<k antfguo defensa, prolecd4n o OJJXJ/io, los 

derechos tú una persona". Asimismo, se hace referencia en el sentido de que "La PaTtJda Primera., 

Lty 11, TfJulo 1, existe otm disposición relaJiva a la palcbra A M P A. R A. R, cuando se/IQJa:" olrosl 

consdenu este Dertcho que cada uno st pu.etk amparar conJra aquél/os que tkshonra o futl%D le 

quisürenfactr I aún más, que toda cosa qia fagapor ampa.ramúnlo dtfwn:.a que k quierafactr 

contra su persona que se tnJienda que lo fa u con den cho ". 19 

'"""· 
Burzo- Orihuela, J¡nacio, El Jujcio sk Amparo Ed. Pombl, U.. edición, MWco, 1991. p. 22, 

Arcllano Oud•, op. cit., p. 37. 
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B.· NUEVA FSPAÑA. 

Como es lógico presuponer, los españoles que arribaron a terri~rio n.3.cional, traían consigo una 

nonnatividad que era aplicable a su forma de organización, por tanto es fácilmente comprensible el 

por qué ésta. en los primeros tiempos de ta Nueva España, se aplicó en forma íntegra. 

No obstante, y en virtud de las diversas teorías que existían en aquella época sobre la aplicación de 

las leyes en el espacio, se emitieron diversas disposiciones normativas aplicables a los territorios de 

ultramar, dando lugar aJ nacimiento de un derecho distinto. 

Simultáneamente la construcción de obras pdbllcas de índole teligioso, al tener l~ Ordenes MonMticas 

y el Clero Secular, acceso a las fuentes de recursos y formas de organización reservadas al Estado, 

generaron un derecho distinto al civil que condujeron a la realización material de diversas 

construcciones que sobrepasan en toda la Nueva Espai\a, a las obras civiles, en mlmero e Importancia. 

En gran medida, contribuyen a estructurar prácticamente todo el territorio. 

En este orden de ideas es procedente analizar ahora la nonnatividad civil aplicable encaminada a la 

construcción de las obras pllb1icas y que fundaban el acto de autoridad del cual emanaban. 
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Segdn el historiador Gonzáles de Cosía "°, tal nonnativldad se expidid en forma de Cédulas Reales 

que podfan provenir desde España o emitirse en las Penínsulas de Ultramar. Dentro de las más 

imponante3 y atendiendo a su cronologfa, destacan las siguientes: 

a.- En 1538, a peh'ción del Virrey Don AnJonio de Mendo::a, la Reina utablecW que en la 

Nueva España hubiera un regidor de obras públicas. 

b.- En 1568, ti AyunlaJ'nknlo de México txpidi6 diversos onlenamhntos que rtglamenlaban 

cuestiones afines a las obras públicas como fue ti de "Carpinlcros, Entalladons y 

Violeteros, quienes no podían ejercer sus funciones si no eran uaminados por d Alcallk 

o ti Alarife". 

c.- En 1571, aparecen "Las Orrknanzas delos Etn¡ndradorts", en dtJIUk se obUga al dueño del 

solar a pagar una canJi.dad de 70 puos conw cuota th empedramltnlo J en caso tk no 

krurlos debla de constiJuir pmu!a a favor del AyuniamhnJo. 

d.- En 1593, apancen •Las OrdenallUIS de Veedor de fas Obras de Ja Nobk Ciudad de 

México", en don.tú se estableció que estas personas, tkb!an de visitar las obras públicas de 

la Ciudad de Múico. En este misnw orchnamknlo se la imponlan llmiladonu n/ativas a 

la odquisici6n de materiales, los obligaba a pagar cinco pesos semanales a Ws obnros, J no 

Cír. Oomilell de C:O.Eo, op. cit., Tomo I, pp. 149-174. 
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podtan arrendar o dar en comodato: material, herramknta o peones, qiu st enconJraban 

a su disposici6n. Eron electos por un alío, y su solario se ill/egmba. ck 400 pesos 

rrunslla/es1 300 tk estos se pagaban por concepto ~ obras pJlbUcas. 

e.· En 1599, se apiden "Las Orden.an.:AS de AlbaJUies", los aspirantes a obtener d grado 

t:kbfan de hacer uánier~s y si no lo aprobaban no podían hacer postutu en obra alguna. 

Les conocimienJos e.rigldos eron relatfros a la tlcnka de construcción de la lpoca como 

arcos tk medio punlo, arcos escarzanos, arcos terdados, nrcos a naves, tic., si hablan 

pmdicado ti o.fido antes ch doce años a la expedici6n de las OrdeMn::as no tXi.fót(a la 

obligación de pnsen.tar examtn. 

f.· En 1640, se cr<a un J~ado de policía n>n un nui<stro de albaíUJerfa. qlU! diera las tra:ns 

<k las obras que se ejecutasen en Múleo. 

g.- En 1683, en l.as onúnanzas gen.ero/es st establecía un Obrero Mayor que visilaba las obras 

públicas. 

En eJ periodo colonial era frecuente la lic\r.a'-'=ión pllblica, para la construcción de una obra mediante 

una concesión a los particulares, por ejemplo; en 1527 se licitó la obra tle traer agua de la fuente de 

Uchibusco (Huitzi1opocht1i o Churubusco), a la plaza d~ la Ciudad, rematada a Rodrigo Puentecillos 

y valuada en 1250 pesos oro. En el mismo aoo se licitd el acueducto de Chapultepec. 
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Posteriormente, Ja obra ptlblica, en tiempos del despotismo ilustrado, "se enlendla como una actividad 

planeada y dlrigida al progreso y n"que::a del país. Lasjun.tas Munidpales, los jueces, subdelegados 

en los pueblos de indios, la inJendencia de la jurisdicción y lajunla superior de hacienda, cada uno 

en su esfera, intervenlan en la rtaliz.ad6n tk la misma".21 

Cabe des.tacar que en la corta vigencia de la Constitución de Cádiz, "J•o/vieron plenamenle a los 

Ayunlamientos las faculJ.ades de administración de que hablan sido despojados. Cuando sus 

recursos no eran suficienies, podían dichas corporaciones imponer árbitros,· que ckbfan de establecer 

la aprobaci"ón de las Corles, era penniJida su imposición prol•isional, previo consentimienJo de la 

dipuJadón y mientras recala la resolución de aquel cuerpo parlamenJario ".12 

Las obras pdblicas civiles se financiaron por los Ayuntamientos, quienes las construían con lo recabado 

por concepto de multas, que se derivaban de su forma de organización política y su correspondiente 

nonnatividad. 

Es necesario recordar que "los Mun.icipi.os se constuu!an a su n.t por Vülas las cuales st inlegraban 

por das Alcaldes Orrlinan"os, CuaJro Regidores, un ProcurcuWr y un Escribano dt Consejo quútUs 

debfan velar por d bkn común, además, existía un FUI qiu hacia las l'ects tk lnsptdor e imponía 

Oon7Ak:9 de: Cot.ío, Hj1t9ña de lu Obrn Pilblj™ CD M<'gjco Tomo 1, op. c:it., p. 176. 

OosvJka de: eo.to, Francix.o, Hiptoóa sk 1y Qhm Pt!hltciu en M{15jco Tomo 11, TAllc:ra de: Lariot e: lmpraora 
S.A .• Mú.ic:o, 1971, p. 85. 
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sandorus por alltmd4n th pesos y medidas tn comerdos, matar anúnalts /utra tú su sitio, vender 

/utra tú la plata pública, no ira misa, ni guardarlos dlas dtstinados a tUo, o bien, por n.o registrar 

anlt Escribano Público ti hkrro para marcar gan.Ddo •. 23 

Existían otras tributaciones obtenidas por no cumplir la ordenanza de que los habitantes tuvieran armas 

ofensivas y defensivas, se imponía multa de 10 pesos oro, que se destinaban de la siguiente forma: 

la mitad para la Cámara y Fisco del Roy y la otra mit>d, para LAS OBRAS PUBLICAS de la Ciudad 

o Villa a que penenecen. 

En este orden de ideas también se aplicaban sanciones para aquéllos a quienes no plantaban vides, 

trigo, cebada, etc; los que permitían el culto a los antiguos dioses y el sacrificio de hombres y mujeres 

al estilo antiguo, en estos rubros, la mitad o la tercera parte de las multas se ~estinaba a las obras 

p~blicas. 

Asimismo se sancionaba a los encomenderos que visitaban sus pueblos sin licencia del 1ugartenle11t~ 

del gobernador; quienes fegenteaban personas menores de 12 años para la labranza, actividades que 

eran sancionadas con multas que fluctuaban entre medio marco de oro y doscientos pesos de oro, dicha 

sanción se dividía por la mitad y una de ellas se destinaba a las obras p\lblica.-;, 

Es menester seftalar que, debido al !;istema de planeación que se tenía en aquella época, las ciudades, 

O:inúlcz de Coa!o, Tomo 11, op. cit., p. 104. 
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casas, plazas, caminos y en general la realización de la.s obras pdblicas estaban encomendad;is al 

Ayuntamiento, sin embargo, cuando este carecía de recursos, el Monarca, por medio de su hacienda 

real, contribuía a su ejecución, complementando en ocasiones los recursos económicos de los 

municipios y comunidades, en forma ya directa como autoridad general, o bien como patrono. 

Ejemplo de esto lo tenemos en el año de 1612, fecha en que Felipe 11 emite disposiciones en el sentido 

de que las fortalezas y edificaciones, debían de hacerse con base a las disposiciones que, para tal efecto 

establecían las autoridades con el objeto de colocarlas en lugares estratégicos y asf proteger Ja tierra. 

La ejecución material de las obras, como ha quedado asentado, se encontraba a cargo de los indígenas, 

no obstante, que el Decreto de 28 de febrero de 1775, establecía "que aqulllos que se hallaren en la 

calle túspués tk ti toqiu de queda, pidün.do limclsr..a1tkbtan ser aprthendúlos y puestos en las 

c4rceles públicas para que, examinados según su robustez y salud, se les tmpleart en LAS OBRAS 

PUBLICAS J servidos al Rey". l<I 

En el aspecto que concierne a la Iglesia Católica, debemos decir que, como consecuencia a lo acordado 

en las Bulas: lnter Coetera (Expedida el 4 de mayo de 1493 por Alejandro VI, mejor conocida como 

"Bula Alejandrina". en donde se confiere la propiedad a los Reyes de España y Portugal "Del Señorío 

de tierras que se encontraban al sur y poniente de una Hnea tirada desde el polo ánico hasta el 

antártico.); Bula Eximinae Devotionis sinceritas (De Alejandro VI, de fecha 16 de noviembre de 1501, 

en donde se autoriza a la Autoridad Civil a recibir los diezmos de la Iglesia)¡ Universalis Ecclesia~ 

Oonú]c. de Coa{o, Tomo 11, op. cit., p. 199. 
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(Emitida por Julio III, fechada el 28 de julio de 1508, en donde se contienen los derechos del 

patronato, para nombrar a los funcionarios de la Iglesia). Los Reyes se encontraban plenamente 

facultados, para que a través de sus Cédulas intervinieran en la realizacióQ de las obras pllblicas de la 

Iglesia, tendientes al fomento espiritual de los indios, asf como Su debida conversión a la nueva 

religión. 

Gonzáles de Cosía 2S nos dice que el financiamiento de las obras pllblicas eclesiásticas se hizo con 

base al diezmo cedido a tos Reyes y se dividía en la siguiente f6nnula: 

El 100.00 se dividía en: 

1.- Obispo 25.00. 

2.- D<an y Cabildo 25.00. 

3.- De los 50.00 sobrantes divididos en 9 parles o sea 3.56 aula noveno, 2 al IYJ 11.12. 

4.- De los 7 novenos sobranJts, o sea 38.90, 4 novenos para la nusa capitular 22.:U. 

s.- De los trrs novcnos sobranJes, o sea 16.65 la miJaJ para la/dbrica ik la Iglesia 8.32. 

6.- La otra mitad de los dichos noveMs nstanus se apUcaban al ltospiJal dd pudio, 111U1U1S 

d 10% para el hospital general de la Ca.Jcdrol 7.49. 

7.- Para d hospital general tk la Catedral 0.83. 

Cfr. OonU.lc. de: Ce1k>, Tomo 11, op. c:it., p. 245. 
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De confonnidad con los Concilios Provinciales de México de 1555 y 1585, se encuentra una 

enumeración muy extensa sobre penas pecuniarias ap1icadas casi siempre, para las obras de Ja Catedral 

y de Jos hospitales, mismas que abarcaban desde "el incumplimhnlo a las enseñanuu M la dodrina 

cristiana como lo era d que la dodrlna de mérlJo no /Ulra tnseiúula por los rtdores, clU'QS de 

almas o reUgWsos, hasta d no confesarse, no comulgar, no guardar los domingos, ele," :i.i. Como 

punto relevante se señala que las multas fluctuaban entre los dos y los trescientos pesos oro. 

El trabajo físico que se desarrollaba, para la construcción de las obras eclesiásticas era ejecutado en 

la mayoría de las ocasiones por los indígenas beneficiados con la obra, quienes tenían la obligación 

de conservarla y mantenerla. Cabe señalarse que estos por disposición de las Cédulas de 1549, 1563 

y 1601, no podían ser obligados a trabajar, sin embargo, podfan contratarse por un salariojwto y una 

jornada máxima de 8 horas diarias. 

Dentro de los trabajos realizados por los indígenas, destacan: el puente sobre el río Totimehuacan, la 

calzada y la ermita de la piedad (hoy viaducto), el abastecimiento de aguas, defensa dr. inundaciones, 

limpiez.a y construcd6n de acequias, la atarjea de Chapultepec, construcciones de las Casas Reales, 

el Seminario de Minería, la Escuela de Bellas Artes, Casa de Moneda y la obra de Desagüe de la 

Ciuliad tlc Mi!:idco. Edilkaciont.!s qui.! !">on d resultado lit.! la cjecudl~n de diversos acuerdos de lo~ 

Virreyes y Autoridades Coloniales, los cuales se encuentran en dt>sacuerdo con las Leyes de Indias. 

lbWcm. 
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Como dato curioso debe decirse que, por Cédula de Don Felipe Il dirigida a la Audiencia de la Nueva 

Espai\a desde Monzón, expedida el 28 de agosto de 1552, se ordena Ja construcción de la Catedral 

Metropolitana. 

Paralelamente a esta normalividad aplicable, es válido mencionar que, m1n cuando existieron 

disposiciones que podrían considerarse antecedentes de nuestro Juicio de GarantCas, como fueron la 

Novísima Recopilación y la Institución Española conocida como *obedézcase pero no se cumpla•, es 

hasta la Constitución Espanota de 1812, influenciada por la Independencia Norteamericana y por la 

Revolución Francesa, en donde se va despejando el panorama de lo que es nuestro juicio má:dmo, 

como se desprende de la lectura del artículo 172 de este ordenamiento que a la letra indica "No puetk 

d Rty tomar tn propiedad tú ningún particular ni cotparacWn, nJ tu.rl>arlt tn la postsi4n, uso y 

apro11ttham.ienJo de ella; y si en algún roso fuera necua'rio para un objtlo tµ conocida UIÜidad 

común lomar la propúdad de un particular, IW lo podrá hactr sin que al mismo tiempo sea 

ilUkmnlz.ado J se le di ti buen cambio, a bitn vista de hombres brunos". 71 

Asimismo, Jos artículos 372 y 373, facultaban a las Cortes para que conocieran, alln cuando sdlo fuere 

de manera incipiente el control constitucional de actos. 

lll.· EPOCA DEL lllEXICO INDEPENDIENTE. 

Cfr. Milano Otacta, op. cit., pp. 38-40. 
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En el decreto constitucional sancionado en Apatzingán el 22 de octubre de 1814. destacan como 

atribuciones del Congreso. en el Capítulo VII. "el arnglar los gastos tú gobkrno; establecer 

conJribudones e impuestos y ti modo ck recaudarlos, as( como el mLtodo convenünle de la 

administroci6n, conservación y enajenad4n tú los bierus propios túl Estado" 21
• Asimismo, se 

establecía la facultad de favorecer todos los ramos de la industria, facilitando los medios de adelantarla, 

cuidando con singular esmero de la ilustración de los pueblos, y aprobar los reglamentos conducentes 

a la sanidad de los ciudadanos, a su comodidad y demás objetos de policía. 

En el período que corre desde la iniciación de la lucha de Independencia hasta el año de 1824, que 

señala la fecha de nuestra primera Constitución del México Indt:pendiente Republicano, estuvieron 

vigentes, en materia de obras pllblicas. la Recopilacidn de Indias de 1681, la Constirucidn de Cádiz 

(durante los dos breves períodos en que estuvo en vigor), además de los planes y estatutos citados y 

los acuerdos. leyes. y provisiones dictados por las Autoridades que consecutivamente ejercieron el 

poder en el transcurso de dicho período. 

Como se recordará, a falta de disposición expresa en la Nueva España, el Derecho Español se aplicaba 

en forma supletoria. de tal forma que, en focha anterior a la Constitución de 1824, se dictaron las 

"Instrucciones para el gobierno económico y político de las provincias, decretadas en Cádiz por las 

Cortes generales y extraordinarias el 23 de junio de 1813". En dicho ordenamiento, inspirado en el 

Código Con.c;titucional Gadiano, los Ayuntamientos estaban a cargo "de la policCa de salubridad y 

~deCa.ío, Tomo TI, ttp. cit., p. 320. 
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comodidad". Cada Ayuntamiento "debla de preocuparse de los caminos rurales y tk /odas aq~Uas 

obras púbUcas de utilidad, beneficencia u orna/o que pertene:can precisamente al tlnnlno de su 

Jurisdicción y que se dirijan a la utüidad o comodidad de su vecindario ". ~ 

Dentro de las ordenanzas de mérito, los Ayuntamientos cubrían el importe de las obras pllblicas con 

sus propios recursos. Sin embargo. si no tenían los fondos suficientes, "la DipuJación Provincial 

ttnfafacultad d< proveerse fondos de acuerdo al párrafo cuatto dd amculo 335 de la Constituci4n 

d~ C4dJ.z, por tanto, las dipuJadones provinclalu deblan tk velar sobrt la conservadón iÚ las obras 

públicas y utabledmientos de beneficenda de común utilidad de las provindns".xi 

Conforme a la orden expedida en Madrid et 8 de noviembre de 1820, se prescribía que •no era tk 

admlJir« ninguna solicitud d< los A.yunlamhnlos que iio vinkro dirigida.< úifonnada por la 

dipulaci4n provindal d< su jurisdicción, con d obj<lo d< eviJar d riesgo d< aprobar düpoddon<s 

de aquellos grupos mum'dpales que pu.dkmn encontrarse en oposid6n con los lnünsu M la 

provincia a que corrupondlan".31 

Durante el gobierno de Agustín de lturbide, el 11 de marzo de 1822, se dictó una orden por virtud 

de Ja cual "continuaban los mismos proctdimknlos para únponerdrbiJros tkstinadas a la rtaliuu:i611 

lbidcm. 

Oonúkl de ea.ro, Tomo 11, op. cit., p. 326. 

Oonú1" de eo.eo, Tomo 11, op. cit., p. 329. 
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de obras públicas", como d que se únpuso "a lodos aquellos burros, mulas y coches que enJraban 

y sallan de la pla.:a de Veractu:, para los gastos de rehahüiJación ck su Castülo".n 

En 1a Constitución de 1824, en su Sección Quinta se establee fa como objeto de las leyes del Congreso, 

"el promover la ilustración, establecer colegios de marina, artülerla, ingenieros y dtndas naJurales. 

Paro subvenir los gastos públicos, podía también aquel cuerpo /egislatiJro fJjar las conlribudonts, 

arreglar su recaudación y deunninar la forma lk invertirlas", parolelamenle, "podla fomenJar la 

prosperidad genero/1 decretando la apertura de caminos y canales o su mejora, estableciendo postas 

o correos sin impedir a los EstadDs la aperluro o mejora tk los suyos".33 

Conjuntamente se establecfa que "Para el despacho de los negados fÚ gobierno, se planJeaba la 

cnación de Secretarlas de &tado". Atento a lo anterior, debemos recordar que, "ti 8 de norlembre 

d• 1821, por reglamento d. la misma fecha, la S-Obuona }UIÚIJ Provisional G@.matil'tl, hab/a 

establecido las Secretarlas de Justida y Negocios Edesiásdcos; Hachnda Públita; de Guerra J 

Marina; y de Relaciones Exterions, siendo lsta últimlJ a quún correspon.dlan Ws comos, 

composicioMs de caminos, cal:.adas, puenles, y cuestious similaru, aproxima.danunlt, esta 

siluación priv6 die: años posttriores a la fecha tú promulgacián •. :w 

Tbidcm. 

Gon:dk. de Coai:o, Tomo 11, op. cit., p. 33S. 

Oonúle1 de Collo, Tl1ft'IO 11, op. cit., pp. 336 y 337. 
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El 30 de diciembre de 1836, se sancionan y publican las Siete Leyes Constitucionales, que marcan la 

entronizacidn del régimen centralista en la Nación, siendo Presidente Interino José Justo Corroy. Las 

juntas departamentales y Jos cuerpos legislativos de cada uno de los Departamentos en que resultaba 

dividida la Repdblica, "tenían a su cargo, tnJrt o/rus facuhadu J aJribudones, /onnar con ti 

Gobernador del DepartamenJo las Ordenan:as Municipales de los AyunJamienJos y los ReglanunJos 

tk Polida lnUriorde aquil"." 

Durante el régimen de Antonio Ldpez de Santa Anna, se imponen modalidades a la calidad y 

mantenimiento de los caminos y se incorpora esta disposición en Las Bases de Tacubaya. 

En el Estatuto Orgánico Provisional de la República M~xicana, se faculta a los Gobernadores de los 

Estados, para que "conJribuyan estos a la realizJJd6n de hu obras públicas".36
• 

Dentro del texto de la ConstittJción de 1857, se seftala que "/as obrar públicas, ~staban a cargo tk 

la Sectttaria dt Fomento, Colonización, Industria y Conurcio•.n 

Siendo Presidente Interino Benito Juárez, mediante Decreto de fecha 23 de fohrero de 1861, distribuye 

la actividad de Ja Administración Ptlblica en seis Secretarías. quedando a cargo de "la &cnlarla tk 

Oonú1ct de Co.ro, Tomo 11, op.eit., p. 340. 

lhidcm. 

Oondb de Coeto, Tomo 11, op. eil., p. 347 y 348. 
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Fomento, las m~joros materiales, carreltras, ferrocarriles, puentes y amales, faros, desagüe tk la 

Ciudad de Mb:ico, lrabqjos dt uJUidad y orna/o, obras de Palado y Edi./kWs tk Gobierno'". 34 

En virtud de los problemas internos que en esre período tuvo el Pacs, la obra pdbHca sufrió una doble 

regulación y por tal motivo "en el Es/DIUlo Provísúmal del Imperio !rfexicano, publicado en 1865, 

por ti Emperador MaxímiJiano, se establue el Depart.amenlo ltfinisltrial de Gobernaci6n y Fomento 

a qWen corrtspondia la construcción de las obras de refenncia ".»Asimismo. una ley regtamenUria 

a la legislacidn en com~nto creaba la Dirección de Obras Públicas. la Dirección de Puentes y Calzadas., 

la Dire.ccldn de Ferrocarriles, Correos y Telégrafos. Mediante Decreto de focha 19 de agosto de 1865, 

se crea la Dirección General de Caminos y Puentes. 

Dentro del período del General Don Porfirio Dfaz, se dan cambios importantes en cuanto a obras 

públicas se refiere, primeramente, mediante decreto de fecha 13 de mayo de 1891 1 se crea la Secretarla 

de Comunicaciones y Obras Pública.o;, a quien correspondían "las vías geMroJa tk comunicación, 

tellgra/os, ferrocarriles, abras tk puertos, monumento.r públicos, y obras tk uiaidad y ornlllo, 

corrtltros, cal:náas, •.• y obros <n los Palacios Na<Wnal y tk Chapulltpec y tksagllt tk la Ciudad 

de México"."" 

lbtdem. 

lb~. 

O' Eabou, Oilberto, ~ Ta.lk.tu llAlJBl, S.A. de C.V., Mb.iec>, 1988. p. 2.1. 
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Dentro de las obras ptlblicas que contribuyeron al progreso de la Nacidn en esos tiempos destacan •e/ 

tendido en la rtdferroviaria, que constilu)'e la base de nuestra adual itifrrustructura en este rubro,· 

la cnaci.ón ck carreteros de al.Jo diseño COITl(J es la Mi.:cico-{},uerilaro (base tk la actual auJopisla).o 

la carreterO tk Tehuacán vfa Oa:raca y Puerto Angel en donck t1em:-ca la lmplemenJaclón tk tlcniros 

de ingtnierla allan:ada al construir un puenJc de hierro y mampostería,· la carrtlera de Tula a 

Ciudad Vidoria,· la carretera tk Tabasco a Chiapas y tl/omenJo para la construcción de caminos 

secundarios poro que las capitales de los Estados, se unkran con las C4.beceros Munl.dpo1es•.•• 

Asimismo, resalta el hecho de que en esta época se tennlnan las obras de desagüe de la Ciudad de 

México y se funden las estatuas y macetones que se encuentran instaladas a lo largo del Paseo de la 

Reforma. 

En fonna e.quidistante dentro de este periodo surge por primera Ve7. en la historia deJ Pueblo 

Mexicano, Ja necesidad de crear un mecanismo regularorio que tenga por objeto proteger los derechos 

fundamentales de los hombres que han sido reconocidos por la Constitución ante el exc~ de Poder 

de sus detentadores. 

Como un ejemplo a lo anteriormente manifestado. es procedente remembrar que la Constitución de 

1824, instituyó precariamente un sistema de control constitucional en su anfculo 137. fraccldn V. 

inciso sexto, en el que se e:stablécfa que una de las atribuciones de la H. Suprema Corte de Justicia era 

Jbidem. 
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ta de conocer. entre otras, de las infracciones de la Constitución y leyes generales, según provinieran 

por la ley. Es menester indicar que en este ordenamiento jur(dico no existía una enumeración de los 

derechos fundamentales del hombre y. dnicamente se establecía de forma enunciativa, cuándo se había 

infringido el Código Máximo. 

Asimismo, en la Constitución Centralista de 1836, se creó el Supremo Poder Conservador, órgano 

político para proteger el orden constitucional. 

Nos dice el Maestro Barragán que, "lrr:ulkiolUllmtntt se ha consükrado que es en 1840 cuando se 

hace la primera enumeración tk los tknchos dtl hombre, sin embargo, dicho traJadista establttt 

qu• u <n la L<y Constitucional de 15 dt diciembre dt 1835, promulgada por don Migu,J Barragdn, 

Prnidente lnJtrino, en domk se esJnblecen dichos chnchos en ti artfculo segundo"· 4 

Es muy importante el antecedente en comento, roda vez que del mismo se desprenden los derechos 

fundamentales de los ciudadanos; interesando para este estudio, la enumeración tercera, en donde se 

garantiza el de:ect.':' 1t Ja propiedad y se establece la privación de ésta por causa de utilidad pdb1ica 

mediante indemnización fijada por dos peritos, nombrado el uno de eHos por el afectado y el segundo 

por la autoridad responsable, en caso de existir desacuerdo, se nombrada un tercero en discordia. 

Cfr. e.nigan Bamlgan, Jo.t, Alru09! Qocumeotn• rlf! el E11tudio ik~ OriL'CO del Jyjcio de Amparo IBJ"·lfl§, 
UNAM, M.!Uco, 1980. pp. 159·1~. 
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Significativamente trascendental resulta ser el punto inmediato anterior, en virtud de que, al final de 

la relación tercera se establece por primera vez el antecedente de la figura de la suspensión, toda vez 

que, •f1!ientros se ruolvfera la conlro•·enia derivada de la upropiacMn, el reclamo suspenderá la 

ejecución hasta el/al/o".º 

No obstante los mecanismos anteriores, era necesaria la creación de un mecanismo que protegiera en 

una forma contundente al particular en contra de los abusos de la Autoridad, cualquiera que ésta fuera. 

En este orden de ideac;, y si bien es cierto que la doctrina del amparo señaJa notables contradicciones 

para establecer quién es el auténtico forjador del Juicio de Amparo, entre Don Crescencio Rejón o Don 

Mariano Otero, se ha considerado pertinente, ya que es aquí en donde nace tan magnánime Institución, 

analizar la ide.ologfa de estos dos grandes Juristas, recordando que nul!.<>lro Juicio actual, es el resullado 

de la fusidn del pensamiento de ambos. 

Corresponde a Don Manuel Crescencio Rejón ser nombrado en primer lugar, en virtUd de que, en su 

Proyecto de Constitución para Yucatán, elaborado a finales de 1840, estableció la segunda enumeración 

suscinta de los derechos fundamentales del hombre y, además, es el primero en utilizar en nuestro pa!s 

el término •AMPARO•. En efecto, el anCculo 53 de dicho proyecto, establece: 

"Corrtspotuk a este Triburuú nunúL> (Con< Supmna ch Justicia ch/ Estada): 

lbidem. 
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lo.· AMPARAR en el goce de sus derechos a los que pidan su protección tonlra las leyes 

y decretos de la Ugislalura que sean conJroriDs a la ConstiJudón,· o contra las 

provükncias del Gobierno o EjecuJfro reunido, cuando en ellas se hubiesen 

infringido el Código FundamenJal o las leyes, lúnilándose en ambos casos a reparar 

el agravio en la parte en que Islas o la ConstiJudón hubiesen sido violadas" • .w 

Posteriormente a esta circunstancia, Crescencio Rejón, al elaborar el "Programa de Ja mayada de los 

diputados del Distrito Federal• de fecha 29 de noviembre de 1846, perfecciona su propio Juicio al 

establecer en el párrafo segundo: 

"Ahora bien: para hacer eficaz. esta declaradón será aprop6siJo pre•·enir en la Constitución: 

Jo. Que los jueces ck prinura instancia AMPAREN en el goce de los diados derechos 

o los que pidan su protección contra cualesquiera funcionarios que no comspondan 

al orden judidal • • .u 

En el Acta Constitutiva de Reforma de 1847, elaborada por Don Mariano Otero, y que sirvió de base 

para la Constitución de 1857 para establecer los derechos del hombre y el juicio de amparo que los 

garantiza, se estableda que: 

Trucha UrbinA Jor¡c y Trucha B.u-Rns Jor¡c, Nucya l&gh!adón de AmNC? ReCormn.d!! E.d. Pomll, '7a. edici6n, 
MtUco, 1993. p. 429. 

Trucha Urbina Alberto y Truclw. Bam:r. Jorge, op. cit., p. 430. 
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"Los/rtcuenJes aJaques de los poderes de los &lados y Federación a los particularu, hacen 

urgenJe qiu, al rttstabluerse la Ftdtradán, s.e di a aquillos una garantfa personal,· uta 

garanJfa sólo puede enconJrarse en el P<Hkr Judicial, protedor nato tk los tkrtchos de los 

po..rti.culares y por esta rr:u.Dn el solo convenünte " ... 

En el artículo 25 del Acta de Reformas, se indicaba: 

"Los Tribunales de la Fethraci4n ampararán a cualqw'er habilanle ck la Rtpablica en el 

t}erddo J conservación tk los dertdws que le conceda uta Canstilud4n J las kyu 

gen.erales, conJro todo ataque tk los poderYS Legislativo y E;JecuJiWJ, ya reack la Fetkrod6n, 

ya sea tkl Estado, limitándose dichos Tribunales a únpartirsuprotecdón en tl mso espuial 

sobre el que verse el proceso, sin hacer ninguna tkdarodón gen.trol rtsJHCID tk /.a ltJ o tkl 

ado que la motimse ". 47 

Finalmente, la Constitución PolCtica de 1857 consagra en brillante fórmula jurídica, en el artículo 101, 

la Irutitución del Amparo: 

"Lar Tribunales tú la Federaci4n nso/venfn toda conJrol'trsla que se susdlt11: 

e.n.pn Ban-agiln, Jt*, op. ci1, pp. 19!1 y 196. 

llOOom. 
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J, Por leyes o ados de cualquier auJoridod que violen las garantías iru:üviduales. 

11. Por Uyes o actos tk auloridadfedual qiu vulnutn o restrinjan la soberar..la lk los 

Estados. 

111. Por leyes o ados th las auloridades th lstos que Invadan la esfera de la auloridad 

federal". 41 

Las leyes Reglamentari~ del Juicio de Amparo "' fueron: 

a.- Ley Orgánica de 30 de noriembre de 1861, se regula el procedimknJo del juicio, tuvo 

vigencia hasta 1867, ya que su aplicaci4n prádica se vio impedida dumnle las guums tk 

lnUrvención. 

b... úy tk 20 dt eruro de 1869, sus disposicWnes eran similans a la ley anterior, pero 

establecfa sandones paro Jueces de DistriJo y Jlfogistrodos de la Suprema Corú que 

infringúin la ley, lo més únportanle ck la misma era que "es inadmisible tl recurso de 

amparo en negocios judiciales". 

Trucba Urbina Alberto y Truebe. &m:ra Sorgo, op. cit., p. 433. 

Cfr. Arcllano Qan:{a, Cuto., op. cit., pp. 128-137. 
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c.- Ley de 14 de dlclembn de 1882, st estable« la facultad d<I Juu.para otorgar la •uspeosión 

en casos urgentes y se establece el principio de la suplencia tk la queja y se tipifica por 

p~ra l'tt la figura procesal dtl sobreseúnienlo tkl amparo. 

d.- C6d1'go Federal de Procedimientos Federales de 1897, en ti CapUulo VI del 7Ytulo Segundo 

se consagr6 al Juicio de Amparo y se incorpora la procedencia del amparo en maJerla 

judicial. 

e.- C6digo Federal de Procedimúntos C/rl/u de 1909, esta ley substiluye la denominar:úln 

"promGtor fiscal" por la de "Ministerio Público". 

Es así como descubrimos la gestación de una Institución que por primera vez trata de detener los 

embates del Leviatán en contra de sus integrantes, con el objeto de evitar UN ESTADO 

ABSOLUTISTA, permitiendo 'i protegiendo a nivel Constituciorial aquellos derechos sobre los cuales 

NO PUEDE ESTAR NADA NI NADIE. 

IV.- EL MEXICO REVOLUCIONARIO. 

Como se ha podido observar, 1a obra pública en el periodo que antecede, tuvo como caracterCstica 

primordial el que ésta, emanaba por las decisiones wmadas en el Centro de la Repllblica, motivo por 



35 

e1 cual, en el régimen del Presidente Francisco l. Madero, surge la preocupación por dar ingerencia 

al Municipio en la construcción de las mismas y para ello "sefacu/Ja a la Secrel4rfa de GobunacMn, 

en todo lo relalivo a esu tipo tk construcciones y, en el año tk 1912, se crea la inspección tú 

Caminos, Carreteros y ~nles, para coordinar estas acciones. Cabe destacarse, como trabqjos 

significativos, la ampliaci6n de vías de comunicación del Valle de México, y ti comhnzo de los 

trabajos para tksecar los pan.lanas que constituyen el Lago de Texcoco, para converlirlos en terrenos 

de cubívo•.!!O 

El 19 de febrero de 1913, al asumir Ja Presidencia el General Victoriano Huerta, "sus primeros 

acciones de Gobúrno se encaminan al aprovisionanthnJo de aguas potables a la Ciudad de Mb:lco, 

utüiz.ando los manantiales de Cuajimalpa, Coyoacán y 11alpan, se llevan mejora.r;; a mercados, se 

construyen bombas de riego, alumbrado dédrico y todas aquJUas que tiendan al mejoramienJo del 

desagüe de la Ciudad de México, conlinuándose con la desecación del Lago de Texcoco ". ' 1 

Asimismo. "la Dirección General de Obras Públicas, que anleriomunJe perteneda a la Stcrdarla 

de Gobernación, pasa a la Suretaria dt Comunicaciones y Obra.'i Públicas, y la Sección de Caminos 

del Departamtnlo de Comunicationes, se elevó a la caltgorla de Dtpartamenlo dt Caminos J 

PutnJes ". ' 1 

GonzAlc. de Codo, lfütori11 de !u Ohru PtlhUcu en M(!xjco Tomo 111, TI.llera de Lariot e tú.Jo-, lmpR90ra S.A., 
Mdtico, 1972. p.21. 

Gon1Alc1 de Codo, Tomo 111, op. cit., p. 30. 

Oonúla de C011lo, Tomo 111, op. cit., p. 40. 
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En la Administración de1 Presidente Carranza, según se desprende de su Informe dado el lo. de 

diciembre de 1916, en la histórica Ciudad de Querétaro, hiz.o referencia al "gran auge M las obros 

públicas que se hicieron, con el objeto de crear monWMntos-, rrparacWnts al Jlospilal MiliJar, 

nu}oras o Ca Casa ck Mo11tda y en gemrol, se ejecuJa lodo un cido de obros públicas para mtjomr 

los tdificWs J rtcinJos de las Secretarlos de Estado, ckslacando en este n.Wro, la nfreladón del 

tdífldo de la Sw·ttarfa de Comunicaciones y Obros Públicas•." 

El Presidente en cita, dio mucha importancia a las obras de comunicacl6n, corno ejemplo de esto 

tenemos: "la norgani:Ddón de la Slcrtlaría tU Comunicadona y Obras Públicas, c~andq Ja 

Direcdón de Ftrrocarri/es y Navegaci6n1 con dos DeparlanunJos, el Tlcnico y el de Jnspecddn, 

lnduylndose Uft(l Stui6n de Trdmile y ..tdndnlstrod6n. Se encomkndn o la Dlncdán ~ J>Jurtor 

y Faros, todo lo rtlalivo a la construcción, man./enimltnlo y adminislrod4n de los Puertos J 

Rfos".S-4 

EJ 25 de diciembre de 1917, se cre:i la Ley de Secretarlas de Estado y en ella se dictamínd que a la 

SecretarCa de Comunicaciones y Obras Pllblicas. te corresponderfan, entre otras cosas, •/o n/ertltlt 

a la conslrucd4n, manltnimúnJo y demolid.án tk lodM aqUtUas obras que n tjtcult• e.n lttnlllJt 

nadon.alts, J'fas navegables, caminos o wrntercu nacionales, insptcci6n dt los caminos prfrad-Os, 

construcción y rtstaumción d~ e.dijidos ptU>licos, ferrocarriles, monununlos, obras tk utilidad 1 

Oonúle.1 de C:0tfo, Torno UI, Qfl, át., p. t IS. 

lbidom. 
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ornato prestados por la Federadón exceptuándose en este rubro, lo concernknJe a las obras tk 

defensa tk la Nación"." 

Como linica excepción. dentro de la Administración Pdblica a esta Secretaría, se le autorizaba, en el 

ordenamiento citado, para adquirir los materiales de construcción, herramientas y maquinaria para Ja 

construccidn de obras nacionales que debían hacerse conforme al artículo 134 de la Constitucldn 

Federal. 

Con el Gobierno del General Obregón, seglln consta en su Informe de 1923, "se increnunló el 

nl1mero de obras públicas y, como ejemplo de lstas tenemos, el drogado de Salina Cruz y el rlo 

Pánuco, lográndose que se comunicaran las Lagunas tk Coyucan y San Jerónimo en Acapulco. 

Se reparó el Malecón de Obms A/Jas en ltlauulán y d M~Ue Fisrol de Guaymas".,. 

Asimismo, el sistema ferrocarrilero avanza, "concluyéndose en esta lpoca una red de 30,900 

kü6mtlros. Se construyen cuaJro puentes sobre los rWs de Mixcoac, la Piedad, Barranca del Mwfl.a 

y Guadalupe, se llevaron trabajos de pavünenJación en el DistriJo Federal, se mejoraron las 

carreteros de Acapu/co y Querélaro. & construyeron y repararon los puenJts inJCmadcnales que 

comunican Piedras Negras y Eaglt Pass, enlre San Ignacio y A/amo Alto y, enlre Guadalupe y 

Tornülo. ConJinúan las obras de desagüe del DistriJo Federal, se al'anza en la construccüSn de la 

Oonúlu de Codo, Tomo 111, op. cil., p. l IS. 

n· ütrahau, op. cil., p. 114. 
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Avenida de los Insurgentes, y se tennln.an los hangares tú la escuela tk aviadón "·" 

Dentro de la administración del Presidente Calles, se crean tanto Ja Comisión Nacional de Irrigación, 

que antecede a la Secretaría de Recursos Hidráulicos, como el Banco d~ México. Asimismo, por 

decreto de fecha 30 de marzo de 1925, se crea la Comisión Nacional de Caminos. 

El 22 de abril de 1926, se decreta la ley de Caminos y Puentes (siendo publicado su reglamento el 22 

de mayo de 1927) en donde se "bwcaba la apertura y c.omuntcadón. del País•, por ello. "se 

establece que la Comisión Nadanal tk Canún.os aduar/a en forma cotdunla con la Dincdón tk 

Platuación, Proyectos y LaboraJorWs, con ti objeto tk proponu al Ejeculivo el programa tk 

construcci6n th caminos".,. 

El 29 de agosto de 1931, "ti Pn:sidtnl< Pascual Ortit. Rubio, dlcrtta la uy Sobrt Vfas Geurol.s 

dl Comunüad4n y Medios dl Tramporle, expidiendo ti 19 dl mayo dl 1932 el Reglamenlo a la 

misma" . .n 

El Presidente Abelardo L. Rodríguez, mediante decreto de fecha 22 de mano de 1934, "promulga la 

UJ de Secrttar{as dl Estado, onúnamúnlo que tn IU attúu/O oda•O, facu/Ja ti la Secr<tarfa dl 

Jb¡.jem. 

RCIY¡a. ~. SCOP, Enc:ru-Fcbrc:ro, Vol. 1, Nllm.1, Mt:iüco, 1938. p.160. 

lbtdan. 
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Comunicadonu y Obras Públicas, en los mismos tlrminos de la ley de Stcrttarlas th Estado dd 

Presüknle Venustiano carranzn ". co 

El 20 de mayo de 1934, se promulga la Ley de Construcciones de Caminos en Cooperación con Jos 

Estados, en este dispositivo legal, "se uig(a a las Entidades Federativas, un.a junJa local dt 

Caminos, integrada por ti Gobernador dd Estado, un repnsenJanJt de la Secretarla tú 

Comunicaciones y Obras Públicas, las Cámaras de ComercÚJ, Industria y Agrlcullura. El 

nglamenlo a la ley que nos ocupa, se public6 el 30 de dlchmbre tk 1935". 41 

El 30 de diciembre de 1939, se publica la Ley de Vlas Generales de Comunicación, por decreto de 

fecha 10 de noviembre de 1940, se crea la comisión Técnica Consultiva para la planeación de las Vías 

Generales de Comunicación. 

El diez de enero de 1945, el Presidente Avila Camacho, crea el nuevo reglamento Interior de la 

Secretaría de Comunicaciones y Obras P\lblicas. El 6 de diciembre de 1941, se publica el nuevo 

Reglamento de Construcción de Caminos en Cooperación con los Estados. 

El 6 de diciembre de 1946, el Primer Mandatario Miguel Alemán Valdés, "publica la úy tk 

Suretarlas y DepartamtnJos ch Estado. El primero tú entro tk 1941, se publica ti reglanunlo 

lbldttn. 

OonUlc9 de Co1fo. Frvtei1eo, Hi.toó1 de lu Ohru f>úhlK;g m Mllk2, Tomo IV, Tallcru L.ariot e Hip 
l~ru S.A., Mbico, p.30 
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conducente. FJ 12 de odubre de 19-191 se crea la Comisión Nac/Qnal tú Caminos Vecinalts".Q 

El Presidente Ruiz Cortfnez mediante decreto de fecha diez de marzo de 1954, crea la Direccidn 

Gener3t de Proyectos y Laboratorios, organismo que se encarga ~e coo·rdinar con los Organismos 

competentes, la planeación de algunas obras pilblicas como son: Vías Terrestres; Aeropuertos; 

estrucruras de Ingeniería de Suelos; Laboratorios de Campo. 

El 25 de julio de 1958, "st tkcrela la cread6n tkl organismo DuctnJrafízndo "Camüws Federales 

de Ingresos", quhn estaba encargado ch la construcción de los camir.os federales de na/pan a 

Cuernavaca, tksviaci6n Amac1u.ac, camino a Iguala, /,fb:ico PalmJIJas y t!l ~nlt sobrt d RJo 

Sinaloa. Asimismo, se tstablutn cuotas de peqje".lll 

El Presidente ~pez Mateos, el 23 de diciembre de 1958, decreta la Ley de Secretarlas y 

Departamentos de Estado, dividiendo a la Secretaría de Comunicaciones y Obras Ptlblicas, para formar 

Ja Secretaría de Obras Pttblicas. y la Secretaría de Comunicaciones y Transportes. fijando como 

principales atribuciones de Ja primera la construcción de edificios, aeropuertos, vía111 férrea.111 y caminos. 

Con fecha cuatro de enero de 1966, el Presidente Dfaz Ordaz publica Ja Ley de Irupecci6n de 

Contratos y Obras Nbli~. Asimismo, mediante decreto de fe(ha 19 de abril de 1967, con 

Oora.iJcc de COllfo, Tomo IV, op. tít., p. 33. 

lbldan. 
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fundamento en la Ley para el Control de los Organismos Descentralizados y de Participación Estatal, 

desaparece la Comisión Nacional de Caminos Vecinales y pasa a ser función de la Secretarla de Obras 

Públicas. 

En el desarrollo de esta administración, se establecen acciones tendientes a la conservación y 

modernización de las obras que se hubieran demeritado, para asegurar con ello su cabal y eficaz 

aprovechamiento. Asimismo, se termina la construcción de obras anteriores que servirfa.11 para crear 

la infraestructura básica para desarrollar la agricultura. industri~ y comercio de la Nación, Se le da 

especial atención a las Autopistas, Carreteras Federales, Vras Férreas y Aeropuertos. 

En materia de edificios "destaca este periodo por la construcción de /ns instalacünus en donde se 

llevaron a cabo los XIX Jutgos Olimplcos de 1968. EsUU insta/adJJ1us fUl!ron distfladas para que, 

una vez tenninada su función inlernacional st utUi:.aran porloda la poblaci6n que asl lo considerara 

ptrtiMnlt". 61 

Dentro Ue la Administración del Presidente Jose López Portillo, se decreta la Ley Orgilnica de la 

Administración Pública Federal, transformando a la Secretada de Obras Públicas, en la Secretaría de 

Asentamientos Humanos y Obras Públicas. Asimismo, se ordena la publicación de la Ley de Obras 

Pdb1icas, que actualmente nos rige,(30 de diciembre de 1980), posteriormente, el 11 de septiembre de 

1981, se publica el Reglamento de esa Ley. 

GonUb de Cotfo, Tomo IV, op. cit., p. 16. 



42 

Es con el Presidente Miguel de la Madrid Hurtado, cuando se publica el Acuerdo por el que se 

suprimen los nombres del C. Presidente de la República, de tos Funcionarios Ptlbticos, as( como el 

de sus cónyuges o parientes, hasta el segundo grado, en las placas inaugurales ele las Obras Públicas, 

llevadas a cabo en concursos Federales (5 de abril de 1983). Asimi~mo, ei 13 de febrero de 1985, se 

abroga el Reglamento de la Ley de Obras Públicas, dado en el régimen que antecede y, al día 

siguiente, entra en vigor el actual Reglamento de la Materia de mérito. 

En la Administracl6n actual, el 17 de noviembre de 1989, se publica en el Diario Oficial el 

Reglamento Interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en donde se modifican diversas 

disposiciones relativas a la conservación de obras pdblicas, asimismo, se refonna la Ley de Obras 

Pdblicas (18 de julio de 1991), en donde se destaca la necesidad de un dictamen de impacto ambiental, 

para la realización de este tipo de construcciones, y en forma paralela, desaparece el padrón de 

contratistas. 

En relación al Juicio de Amparo, es válido mencionar que éste, ha tenido mdltiples reformas durante 

el pedodo del México Revolucionario, situación muy explicable dada su juventud como Institución y 

Ja necesidad de reformarse para cumplir con su esencia protectora, en tal vinud, dnlcamente 

seftalaremos que la ley que actualmente nos rige, fue publicada en el Diario Oficial de la Federación 

el 10 de enero de 1936, como ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales, siendo 

el primero de ellos idéntico al artículo 101 de la Constitución de 1857. 
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CAPITULO SEGUNDO. 

LA OBRA PUBLICA EN LA CONSl'ITUCION POLmCA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. 

Una vez analizados los ordenamientos jurídicos sobre los cuales se fundamentan nuestras obras 

pllblicas, es necesario practicar una exégesis de la ideología sobre la cual se sustenta a las mismas, con 

el objeto de comprender el motivo por el que se realizan, conocida esta circunstancia como Ja 

motivación que exige nuestro anfculo 16 Constitucional. 

En efet.1o, ya hemos visto que toda obra pt1blica, obedece a un interés pllblico existente en un lugar 

y tiempo determinado. Empero, cuando un Estado se consolida como tal y desea obtener altos grados 

de progre.so, resulta necesario unificar todas sus acciones con la intención de integrar un credmiento 

reaJ, necesitando una infraestructura en Ja cual se sustente. 

Por ta1 motivo, en el presente capítulo se estudiará: el concepto de obra pllblica; el análisis de la 

planeación, programación, presupuestacidn y ejecución de las obras pllblicas de infraestructura mayor, 

y finalmente, un breve e.-.tudio de la propiedad en MéJ;ico, con el objeto de concientlzar al lector en 

las dificultades que plantea una construcción de esta naturaleza. 



1.- CONCEPTO DE OBRA PUBLICA. 

Como un intento por delimitar los parámetros sobre los que gira una obra pdblica. adn cuando 

conocemos, por sus antecedentes históricos. que ésta nace para el bienestar comdn, comenzaremos 

definiendo a la misma y para tal efecto encontraremos que, siendo este tipo de construcciones, un 

cúmulo que abarca desde un trabajo para la prestación de un Servicio Nblico, hasta su propia 

demolici6n cuando ésta deja de cumplir sus objetivos, resulta c.onvenlente practícar una exégesis de 

las diversas opiniones que existen en este rubro. 

Para Emile Littré, en el Dictionnarie de la Langue Francalse, ccmsidera que ésta "u la que se 

rtaliz.a en maltria de tmheUecimienJo, satuamúnJo y uJilidad general.· Ferrocarriús, alcan.tariIIas, 

puentes, viaductos, etc.,· obras efecJuadas por cuenta túl Estado, y que SUJJJ d~ uJÜ/áad pú.blica".6$ 

Por su parte, el Webster's New JntemationaJ Dictionary of the English Language, indica a este 

respecto que éstas son "Todas las instaladorus fiJas, construúlas o edificadas para ti wo o disfrule 

de públicos, tales como los ferrocarn'les, mudlts, can.a/es, etc., o con.rlruülas con /o"®s públlros 

y de propúdad pública,· JncutnJtmtnlt st da esptc(ficamtntt Ula denominacién a las obras que 

constiluyen mejoramjenJos públicos, lalts como parq~s, museos, etc., a diferencia de los trabqjos 

t/tttuados tn ti curso~ la administración cotidiana de una comunidad, como son la túwlación tk 

Litt!"I!, Emilc, Qjctiooouje de !t l.ac¡ue Ery&&in, Editton. Unlvonita!Ja, F~U.. 19311. p. 122. 
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caminos, el alumbradtJ ck calles, etc. "!511 

En el año de 1980, la entonces Secretaría de Asentamientos Humanos y Obras Públicas del Gobierno 

Federa], a través de la Comisidn Técnica Consultiva de Contratos de Obras Pdblicas, estableció que, 

"Son todas los trabajos qiu realiza la Administrodón Pública Fedual relacionados con la cnadón, 

modificación y conservación tk los biems inmuebles, qiu nqultre el pals. Los trabqjos podrán 

comprttukr a dlulo enundalivo, los siguientes: La inYestigación; los estudios J proyedos; la 

construcción y la demolición. lnduyen además, la dirección, supervisión y ewiluación de los 

mismos". "7 

A similar conclusión llega la Asociación Americana de Obras Pllblicas, cuando sei'iala "En su acepción 

más amplia, la obra pública abarca todos los esfucrttJs tk plaruadón, dlseflo, construcción, 

operación, manlenimienJo y administración tk las instalaciones maJeria/es necesarias o tkseables 

para la vida comunitaria. Esta afinnadón es i'gualmenJe válida, si la comunidad forma parle de 

una megalópolis o está repnsenlada por una comarca roml en desarrollo, y asimismo, es aplicable 

ya sea que la comunidad se localice en un pats en vías de cksarrollo, u otros que hayan 

e.:rperimenuu/o el impado de la industrinliZDción. Es misión univtr.ral de la profesión (tú la Obra 

Pública) impulsar la elevacúfn del nivel tk vida de los pueblos de la tierra. Jlistóricamenlt, los 

Wchslcr'1 Ncw lntematjoMJ Dic!ionarv o[the Engfüh LanMjc, Edil. Mau., Ellado. Unido. de Amlrica, 1931. p. 
176. 

DW. Din, Oankl, Machorro Delmom l¡Meio y otro., ..M.!w2 Concmt1W de la Obn Pllblk.t Tomo 1, Ed. Plliycdn, 
S.A., M1bico, 1980. p. 92. 
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gobiernos de todos los nlt.'tles ·del nacional al local· han proporcionado la estrudurajurúlica que 

apoya las actividades de la obra pública. Es costumbrt qut dichas jurisdicci'orus públicas sean 

responsables tk la inldativa, organkadón y financiamienJo que transfonna los planes en 

nalizncionu ". 61 

Segdn lo expresado por la Ley de Obras Públicas que actualmente se encuentra en vigor, en su artfculo 

segundo seftaJa: 

"Para los eftdos tk esta ley se considera obra pública todo trabajo qiu tenga por objtJo 

crtar, construir, conservar o modificar bienes inmuebles por su na1urale:a o por disposid6n 

dt la ley. 

Quedan compnndidos: 

l. La construcción, insta.laci6n, conservación, manJtnimienJo, nparad6n y demolidón 

tk los bhn.es a que u rtfure este articulo, induülos los qiu tknden a mejorar y 

utilizar los recursos agropecuarios del país, as( como los traboJoS lk uplolad4n, 

l.owli.r.ad6n, perforadón, txtracción y aquellos similarts que tengan por objno la 

uplotacüin y desarrollo de los recursos naJurales qiu se encuenJren en el swlo o 

en el subsuelo,· 

Olaz 0'82, Daniel, Machono Dclmoru l¡n"cio y oi:t011, op. cit., pp. 94 y 9.5. 
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11. La construcción, instalación, conservación, manlenimknlo, rtparaciónytknwlid6n 

tú los bknts inmuebles destinados a un servicio público o al wo común, y 

111. Todos aquellos de natura/et.a análoga ... "· 

Este artículo es complementado por el ArtCculo Cuarto de la ley en cita que establece: 

"Enlrt los trabajos que tiendan a mejorar y utiliz.ar los recursos agropecuarios y exportar 

y túsarroUar los ncursos naJurales tkl pals, que la ley considera obro pública, quedan 

tompr<ndidos: 

l. DesmonJes1 subsuelos, nlvelaci6n de tierras, desazolve y deshkrbe de canales y 

presas, lavado de duras, 

JI. /nslaladones para la crla y desarrollo pecuarW, 

IIJ. Obms para la conservación tkl suelo, agua y airt, 

IV. Jnstalaci'ones arlijici.ales y plalafomras /ocaliuulas en :on.as lacustres, platqfonna 

contirunJ.al o z.6calos submarinos th las islas o indirtcJamenU con la explotacidn 

tú recursos, 



V. Instalaciones para recu¡Nraci6n, conducción, producci6n, proctsanúenlo o 

almace/Ul1nÚnto, necesarias para la explotación y desarrollo de los rrcursos 

naturales que se tnciunlnn en ti srulo o subsudo, y, 
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VI. Las demás tú infrrustructura agropecuaria o para la uplotaci.6n t:k los rrcunos 

naturales que señalan las leyes en la materia"· 

U.- LA OBRA PUBLICA Y WS ARTICVLOS 25 Y 26 CONSTITUCIONALES. 

A.- PLANEACION DE LAS OBRAS PUBLICAS. 

Como puede observarse en el capítulo que precede, son diversos los motivos por los que se construye 

o se lleva a cabo una obra pública, ahora bien, como una consecuencia a la Revolución .Francesa, el 

Estado se convierte únicamente en un tutor de los Derechos de Libertad. de sus integrantes, sin 

embargo, en virtud de la.~ sectorización de la riqueza, comienzan a surgir nuevas clases sociales que 

se mantienen al margen de estas libenades, por que si bien es cierto que tienen libertad, también lo 

es que carecen de los medios para poderla aprovechar, motivo por el cuaJ, el Estado adopta una 

función de proteccionismo para las clases menos privilegiadas. 

Sin embargo, paraJelamente a esta situación, el auge de la tecnología y la competitividad, amenaza con 
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acabar con la incipiente industria de los paises que no cuentan con la tecnología de vanguardia, 

motivando la inclusión del Es1ado en estos rubros con el objeto de salvaguardar Ja industria nacional 

y evitar un C-Ofapso económico. 

En esta vinud, antes de comenz.ir la ell:égesis de sustenrncidn de Ja obra pllblica de e5te Gobierno, es 

conveniente analizar en retrospectiva cuáles fueron los pcn.'iamien1os que en materia de obras pdbJicas 

se gestaron en el mundo contemporáneo, toda vez que dichas ideas influenciaron al México 

Revolucionario. 

a.- LA REVOLUCION MEXICANA Y EL LIDERALISMO ECONOMICO. 

En virtud de considerarse como la ideología económica de mayor trascendencia, podemos decir que 

los objetivos de Ja obra pública durante la etapa del liberalismo econdmico, se limitan, aJ igual que las 

instituciones en general, a Ja.s actividades que, como señala Adam Smith. un particular o unpeq~Ro 

sector no tendrlan inJerls en e/ecluar o manJener, y cuyo beneficio no eompensaba el gasto$. En 

la perspectiva del libre desenvolvimienlo de la empresa privada (que sujeta tlnicamenle a las fuerz.M 

del mercado), los objetivos principales de la obra pllhlica se circunscriben a las instalaciones para el 

transporte y para las funciones dd gobierno en genera!. 

Cfr. Hc:l"TCIÍ.u Tc:Uc:riu, Annando, fundfm(:n!º• Nl!! la Hj!!Wria del Prownjc:n10 Econ6mis:-0, Ed. LúniM, 2&. 
edición, Mélico, 1988. p.111. 
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Al mismo tiempo, comienzan a influir otros factores como son el avance de la lecnologfa de 

vanguardia en el campo de la ciencia y Ja tecnología, motivados por la Revolución Industrial. En ese 

periodo, "se establecen los primeros cturpos gubernamentales dedicados exdusframenle a la obro 

púh/ica (tendencia mundial de los siglos XVIII y XI X), Se fonalecen las. disposiciones jurúücas que 

dan legitimidad a la acción pública, paro cubn'r las im1ersiones con impuestos u obligadones 

generales de gobierno, enfoque conslanJt con la defensa de la libertad de movimienlo de personas 

y mercaderías, y con la supresión de los peajes, pottnzgos y otros cargos directos a los usuarWs tk 

la obra pública, independünJerrunJe de que se destinen o no, a la amortizndón y consermcián de 

la propia obra. En los paises industrialiuulos, las demandas y la posibüidad efectiva lk elevar Jos 

ni11eles tú: vida tú grupos cndenJes de la poblaci4n UtWJ a incnmentar notablemenlt el drea de 

servidos paro el bknestar social, con la siguienJt necesúlad de obras materiales. El avance industrial 

y tecnol6gico conJribuyen a ampliar, en fonna consúl.emble el alcance de la obra pública 

destacándose como factorts causales la di/usi6n de la energfa eléctrica, el aulomóvü, J 

posteriomunJe, la al'iadón" '°. Circunstancias todas ellas derivadas del liberalismo econdmico. 

Entrando en la materia de este período, la Revolución Mexicana Iniciada en 1910, significa la 

transfonnaci6n de base en la estructura de la sociedad mexicana, la reafirmaci6n de los derechos 

originarlos de la nación sobre la propiedad de la tierra, las aguas y el subsuelo, con el consiguiente 

dcrc..:ho de establecer lii.'i modalidadt!S sudalmcntc aceptadas a la tenencia y propieJad privada de la 

tierra, asl como el aprovechamiento y uso de los recursos naturales. La reivindicación inicial de los 

DW: DCaz, Daniel, M.c:horm Dclmontc lgnado y otro•, op. cil,. pp.32 y 33. 
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derechos poHticos trae consigo el reconocimiento de los derechos sociales y económicos de los grupos 

mayoritarios de la población, prácticamente inexistente hasta este momento. Las bases jurídicas de 

las nuevas relaciones entre los miembros de la colectividad quedan plasmadas en la Constitución de 

1917, en la que se plantean, al lado de los derechos individuales, los derechos de los grupos sociales 

y se reconoce la facultad del E.'itado de intervenir activamente en la procuración del bienestar general. 

En consonancia con los enfoques señalados en el planteamiento general de las tendencias 

contemporáneas de intervención estatal en la vida económica y en la promoción del desarrollo, a panir 

de la década de 1920, las políticas del Gobierno de la República, al inicio de la etapa con.'itructiva de 

la revolución. tienen como objetivos fundamentales, el Impulso a la producción agropecuaria sobre la 

base de las formas de tenencia y propiedad de la tierra socialmente reconocidas, Jo que conlleva a la 

Reforma Agraria; el impulso a la industriaJización como medio, para reducir la dependencia económica 

del exterior, la reafirmación del control sobre los recursos del subsuelo, la integración efectiva del 

territorio y la población nacionales, en lo material y en lo cultural, y, en fin, la procuración del 

bienestar de toda la pohlacMn a través de la educación y la salud. 

Esas políticas generales se traducen en objetivos concretos en el campo de la obra pdblica 71
: 

En lo relaJim a la actfridad agropecuaria, se desarrollan las grandes obras de irrigación, con la 

construcción de presas y distritos dt riego. 

Cfr. O!az 01'.aZ, Daniel, Machorro Ddmontc Ignacio y otros, op. cit., 37 • 81. 
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La producdán agrlcola, l.a industrial y ti comerci.o st apoyan en la construcción de carreteras q&U 

trae consigo, al igual que la rthahilUadón y ampliación de los ferrocarriles destruidos durante la 

lucha annada, la incorpomción de rtgion.es antes obladas, a la economia y l.a culluro nacionales. 

Lapanlcipad6n d<I Estado•• las industriasconsülerrulas como b6sicas, m<diant< la nadorralluldón 

y esta/Jltdmhnlo de empresas públicas en los campos de dtdrificadón, pttr6leo, fertilú.anlts, 

siderurgia. 

El desarrollo d< la aviacü!n, actividad <• la qut participa la obra pública a trarts de la r<d de 

aeropuerlos. 1A ampliación de las ntks ttlt/ónitas y de telecomunicaciones. En lo toC4/Jlt a la 

atención directa tk la pobladón, por la utroordlnarla ampliación en la gama y número de obras 

con efedos sobrt el bienestar soda/, correspondknJ.es a la 11.rbanb.ndón .. como son: la construcdón 

ch calles, el alumbrado público, plazas, parques, agua potable, drenaje, tltdrificación, mercados, 

rastnu-, a la educación, la cu/Juro y ti tkporle en todos los nlvtles¡ a la attnddn y asistencia 

núdlca, a la segunilad social, y, denJro de la acepción espec(fira que se lt conctM como obra 

pública • la rivi<nda. 

En c~anto al ambito jurídico, económico e institucional en el que se prOOuce la obra pl1blica a partir 

de la revolución, cabe destacar, en resumen, las siguientes consideraciones: 

a.- La rtaliu1ci6n dt la obra pública está condic/Qnoáa, <• primtr Umúno por la Con.rtituci6n 
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PolfJica, por las leyes de Secretarlas y Departamentos tk Estado que desembocan en la actual 

Ley Orgánica tk la Administración Pública Federal; por las múltiples leyes que nonnan la 

rea1Üilci4n de programas cooperaJivos enlre los diferenles niveles tú gobúrno y con los 

partleular<s, y por la ley tú obros públiws. 

b.- En lo instüucional, cabe recordar que a parlirtk 1925, se establecen numerosos Organismos 

Púhlicos dedicados a la aJend6n tk aspedos especfjicos del tksarroUo, qiu en muchos casos 

implican la realiz.ación de obra pública. Asimismo, cabe mencionar a los mecanismos de 

coordinación, tanJo entre In federación y los gobknws estalales, como entre los propios 

6rganos tú la Administra<i6n Públic:a Fttúral. 

c.- En lo económico, el volumen crecienle de recursos destinados a la inversMn pública en 

instalaciones maleriales, cuyo crecimúnlo en tlnninos reales en los úllimos dncuenla 011os 

ha sido espedacular. Casi en su totalidad, la obro pública ha sido financiada aJ11 /ondos 

fiscales u obtigacWnes de crldiJo de carácter getural. 

Cabe señalar, además, la creciente rnexicanizacl6n de los insumos de materiales y equipos empleados 

en la ohra pública y que, salvo algún equipo altamente especializado, se producen totalmente en 

Méldco, 

En cuanto a los recursos humanos y técnicos, gracias al funcionamiento de su sistema educativo y a 
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Ja experiencia acumulada institucionalmente. el país ha contado con los profesionales, técnicos e 

investigadores que han hecho posible que ta obra ptiblica se realice en México, no sólo con tecnologlas 

asimiladas al medio social, sino que, en un gran mJmcro de las re.allzaciones más imponantes, con 

sistemas propios de proyecto y construccidn. 

Como se ha podido observar, la obra pdblica en México, siempre ha estado presente, para tratar de 

resolver Jos problemas que en su momento se generaron, incluyéndose en este segmenlo, la teoría de 

Lord Keynes para salvar al capitalismo del gran sisma en que cayó en los anos treintas y de los 

conflictos derivados de los movimientos ondulatorios generados por las dos guerras mundialei, motivos 

por los cuales, como se estudid en su oportunidad, Jos gobiernos posteriores a la Revolucidn Mexicana, 

buscaron comunicar al país con el objeto de mantenerlo unido y de esta fonna comenzar su de5attollo 

económico basado en Ja infraestructura básica, que se intentó.construir hasta el gobierno del Presidente 

Díaz Ordaz, asimismo, en virtud del período de estabilidad econdmica en que se vivió en nuestro pafs, 

en Jos aikls comprendidos de 1950 a 1974, las obrl\S pdblicas tenían por objeto el resolver las 

necesidade,, internas de nuestro país generando mayor economía y abatiendo el desempleo (utilizando 

Ja teoría de Keynes y auspiciadas bajo la influencia del liberalismo}. 

b.- ANTECEDENTES DEL LIBERALISMO SOCIAL Y SU REPERCUSION EN LAS OBRAS 

PUBLICAS. 

En el período del Presidente Echeverrfa en el aOO de 1975, se concertaron una serie de acciones con 
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el Banco Mundial, contenidas en los Planes de Crecimiento Regional, surgiendo asC el primer 

Programa Integral para el Desarrollo Rural (PIDER). que desembocó en dos proyectos PIDER 

adi.cionales y en un programa más, orientado a la agricultura conocido como el Plan Nacional de 

Apoyo para Agricultura Temporal (PLANAT) y el Programa para el Desarrollo de Trópicos H~medos 

(PRODERITH). Estos proyectos promovieron mejoras en las estructuras, mecanismos y procedimientos 

administrativos a nivel Federal, Estatal y Municipal, que constituyen el pilar de 1a planeacidn y 

financiamiento de la inversión Federal·Estatal. 

Estas acciones se continuaron implementando en la administración del Presidente Ldpez Portillo, 

significativamente, es en este período en donde existió un fracaso muy grande en cuanto a la 

planeacidn de las obras se refiere, toda vez que, con la creación del COPLAMAR, (Coordinación 

General del Plan Nacional de Zonas Deprimidas y Grupos Marginados), se duplicaron las funciones 

que ya existían con la aplicación de tos PIDERS, al crear estructuras paralelas. 

No obstante, con la recesión económica que experimenta nuestro país en el al\o de 1982, nos vemos 

obligados a cambiar nuestra política económica, instrumentando para ello diversas acciones de 

gobierno. 

Como consecuencia de ello, el Presidente Miguel de la Madrid Hurtado, elevd a rango constitucional 

la planeacidn y dirección de la economfa, por parte del Estado, modificando los Anrculos 25 y 26 

Constitucionales, instituyendo de esta fonna la rectoría económica del Estado. 
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Como consecuencia de esto, el Anfculo 25 en comento establece que: 

" .•. El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará la actividad económica nacional, y llevará 

a cabo Ja regulación y fomento de las actividades que demande el interés general en el marco de 

libertades que otorga esta Constitución ... " . 

Esto origina que, "El Estado organizará un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional 

que imprima solidez, dinamismo, permanencia y equidad al crecimiento de la economía para la 

independencia y la democratización polftica, social y cultural de la Nación.• (anfculo 26 

Constitucional). 

Bajo este esquema, resulta conveniente sefialar que Jos anlculos en cita, son el fundamento de la Ley 

de Planeación, misma que contiene los siguientes lineamientos: 

t.- Fija la obligación del Presidente Constitucional, para qui! dentro de los seis primeros mesG'i 

de su gobierno, emita el Plan Nacional de Desarrollo, en donde, básicamente estahlecerif los 

tópicos a los que se sujetará su periodo. 

2.· Exlje a la Administración Pública Centralizada y Paraestatal sujetarse al Plan en comento, para 

fo cual deberá de emitir su Programa Sectorial, especificando los objetivos, prioridades y 

políticas que seguirá para cumplir sus objetivos. 
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3.- Los Planes de mérito, entre otras cosas, deben contemplar el fortalecimiento a Ja Soberanía, 

la Independencia y Ja Autodeterminación Nacional en Jos rubros de política; economía y 

cultura; buscando la igualdad de Jos derechos, en la atención y Jas necesidades básicas de la 

pobJacidn y la mejoría en todos los aspectos, de la calidad de vida, para lograr una sociedad 

más igualitaria, sin olvidar EL RESPETO IRRESTRICTO DE LAS GARANTIAS 

INDIVIDUALES y DE LAS LIBERTADES y DERECHOS SOCIALES y POLmcos. 

Por su pane, el Artículo J 15 de la Constitución Federal, dentro de este mismo período sufre una 

importante reforma facullando a los municipios, para que esros se encarguen de la prestación de 

determinados servicios pLlblicos y de esta manera, se les faculta tácitamente, para Ja construcción de 

obras pLlbJicas, que permitan la prestación de Jos mismos. 

c.· LA PLANEACION EN EL LIBERALIS~IO SOCIAL. 

Como una consecuencia a la"i acciones en comento, surge la tesis del liberalismo social auspiciada en 

este pcrío<lo de gobierno por el Lic. Carlos Salinas de Gortari, su polftic:l se basa principalmente en 

el precepto de la "solidaridad". terminología utilizada para definir el nuevo concepto de nacionalismo 

mexicano, accidn cuyo ohje1ivo principal es "asegurar la viabüidad uon6mica y la tstabüúlad 

po/fJica tn un clima de amplias libertades, como conditi6n indispensah/t para empnnder lo már 

importante. Esto significa integrar tn forma masi·va a la población en la vida activa, tton4rnlca J 
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polltica de la nadón. Dicho sencülamente, se trata de lograr mayor justicia, estajusticia no pueck 

reducirse a un mero esquema redi.stribuJivo de transferencia de recursos. FJ nacWnalismo demanda 

la partidpaci4n organiz.ada para definir la pobreza misma y emprender la acdón común en su 

contra. La mejor distribución del ingreso y la promoción de la justicür constituyen compromisos 

irrenunciables del Estado Mexicano. El nacionalismo de la última dlcada del siglo es democráJico, 

participalitio, toltra1'te, defensor de lihet1ades, produdfro y promotor de la justicia en la reali:.ación 

del inlerú nacional". 71 

Cabe señalarse que no termina ahf la tesis del liberalismo social. según se desprende de la presentación 

del Plan Nacional de Desarrollo 1989·1994, el a~1:ual Presidente de la República estableció la 

modernización de México, para lo cual se buscaría la "innovación para producir y crear empleos,· 

eliminación tk obstáculos p:ira desaJar ta iniciativa y crealividad de los muimnos y obllgaci6n para 

el Estado de cumplir tftccwntnJe sus compromisosfundamenJales, es decir, obllgaci6n de str redor 

tn d senti'do moderno,· conductor, promotor, al1iculodorde las acJivúladcs denJro de las cuales ca.da 

quien debe perseguir ti inJtrls nacional, porque ts su inJttis. F.J Estado rrnuella sus instiluclonts 

poUtlcas y su quehacer económico no para dictarle a nadit cuál ts ti mejor plan de 'Vida, sino para 

abrir mayorts oportunidades paro tas decisiones Ubrrs fk los dudadanos y de los grupos socw.Jes,· 

no para desaJtndu sus responsabüidades, sino para estar urca de la población y apoyar ti tsfut!l'ZJJ 

dt los men.os fa'f'orecidos para dejar de serlo".13 

Sa1inu de Oortari, Tercer lafoOT!C de Oohjemo T~ 0rtfl«l9 de la Nación, M.!dco, 1991. p. 10. 

Sdinu de Oortari, Carl<M, Plan Nacional de Deaaapl!o 1988-1994 Tallctc11 Orálicot de t. Nación, M.!Uco, 1988. 

p. XIII. 
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Ahora bien. todo lo anterior nos conlleva a explicar el fundamento ideológico en el que se construyen 

las obras pllblicas en el Mé:dco actual, situación que, segttn se observa en el Plan Nacional de 

Desarrollo, "Una de las ro:.ones por las que el crecimknto económico debe ttcuperarse de manera 

gradual, es que una recuperación súbita pronJo se en/rentarla a cmUos tú botella o 

estrongulamienJos... • U110 de esos estrangulamienJos provendría DE U INSUFICIENCIA DE 

INFRAESTRUCTURA ADECUADA. El crecimienJo amplio y sostenido de la adividad econ6mica 

s6/o es posible con el credmlento amplio y sostenido de la INFRAESTRUCTURA ". 1-' 

Asimismo, "por problemas den\·ados de la siluación odual, el sedar gubemainenial ha disminuido 

su gasto en construcci611, con impactos ad~·ersos en la provisión de in/raestrudura, el empleo y la 

actividad económica"." 

En esta virtud, encontramos que las forma de construcción de obras en este período como respuesta 

al problema citado en 1fncas anteriores se haca a través de, "la participación de los demás sedorts en 

obras que la comunidad rcquitrt, y que si'gnijicardn una im·ersión nnJobl~ para quielUs 

parlidpen ", trayeruln como obje1ivo "ti fortalecer la colaborocí4n ch los sectores con la participación 

del sector público. De hcclio, las obras conccsionables son una fracción de las obras por rea.li:.ar, 

pero consti.tuirdn un fador para cubrir in.suficiencias tk la im•trsión pública y una aprtdahle 

S.iinu de Gortari, Carlo1, Plan Nacional de DecturoUo, op. eit, p. 79. 

s..ti.nu de Gort.ari, Co.rlo1, Plan Nacional de Dcaurollo, op. cit., p. 80. 



oportunidad th coordln.ad4n y colaboradán tn1rt gobierno y particularu "· 16 

Como llltimo elemento de la planeación, pero primero en imponancia en materia de obras públicas, 

barem!'s una breve referencia al estudio de Impacto Ambiental que resulta ser el rotor principal de una 

obra de esta naturaleza. 

En efecto, cuando se habla de impacto ambienta!, se hace referencia a una acción o actividad que 

produce una alteración en el ambiente (natural y social) o en algunos de sus componentes. 

En este orden de ideas, para que se proce.da a la construcción de una obra pllb!ica, se necesitan los 

estudios de Impacto ambiental al que nos hemos referido, para el efecto de justificar el motivo que 

da el carácter de Interés Público a la obra pdblica. 

Es decir, de esta forma se trata de establecer cual es el disefto, trazo, materiales, y demás elementos 

necesarios para satisfacer las necesidades existentes en la sociedad o en el grupo específico al cual está 

dirigida la obra de referencia, buscando en todos los casos, minimizar el impacto ambiental que sea 

factible de generar. 

lhidcm. 
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B.- PROGRAMACION DE LA OBRA PUBLICA. 

Hablar de programación es hacer referencia a la prepaiación de un programa, es decir, se utiliza en 

el sentido de elaborar un conjunto o serie de acciones, para integrar un todo de forma sistemática. 

Ahora bien, dentro del Título Primero de la Ley de Obras Nblicas que actualmente nos rige, la 

programación de este tipo de construcciones se basa en los siguientes lineamientos: 

"Articulo 14.- Las dependencias y tnJidades elaborarán los progmmas th obra pública y sus 

rtsptdivos presupuestos con base en las pol!Jfras, prioridades, objt1i11os y estimaciones dt 

recursos dt la planeadón nacional del desarrollo, considerando: 

l. Los objtlivos y metas a corto, mediano y largo plazo; 

11. Las acciones que se han de reali:.ar y los rtsu.ltados previsibles,· 

111. Los recursos necesarios paru su ejecución y la caleru!arizadónjlska y flnanchm tú 

los mismos, as( como los gastos de operación, y, 

IV. lAs Unidades responsables de su ejecucián. 
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Asimismo, los programas y presupuestos deberán de incluir las acciones y ncunos, para Uewir a 

cabo el proceso de planeación y de programación y presupuestación de las obras, a que se rt,fure 

este capflulo. 

Las Dependencias y aquellas tnh'dades cuyos presupuestos se encuenJren induüíos en el Presupuesto 

de Egresos de la Federación o en ti Deparlamenlo del Distn'to Federal, o que rrdban transferencias 

con cargo a dichos presupuestos, una ve.:: aprobados por los órganos de gobkrno, los programas y 

presupuestos de la obra pública sudn enviados a la Secretarla de llaci'enda y CridiJo Público para 

su examen, aprobación e inclusión, en lo conducente, en el Presupuesto de Egresos corrrspondUn.U, 

afín de verificarla relad6n que guaf'(Ún dichos progronws con los objtlfros y priorldada dd rtan 

y los programas de desarrollo tkl pals ". 

C.· PRF.SUPUESTACION DE LA OBRA PUBLICA. 

Como hemos visto, anteriormente al régimen del Presidente Salinas de Gortari, la planeacídn de las 

obras pllblicas en los tres niveles de gobierno se encontraba regulada por los Planes de Crecimiento 

Regional, por tal motivo, fueron creados los COPLADES (Organismos d~ Courdinacil1n Estalal). 

Ahora bien, la presupuestacidn de las obras públicas comienza en el ai\o anterior a la focha en que 

piensa ejecutarse cuando el COPLADE inicia el proceso a través de sus distintos Comités Sectoriales 
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(educacidn, salud, agricultura, infraestructura, etc.), con representantes de todas las Jn.c¡tituciones 

Sectoriales a nivel Federal y Estatal. Las propuestas del Comité Sectorial se basan en diagnósticos 

subregionales y renejan las prioridades expresadas en los Planes de Desarrollo Estatal. El COPLADE 

formula la primera propuesta, En diciembre la Secretaría de Hacienda y Crédito Pdblico, remite a 

todos Jos gobernadores del territorio nacional, una lista de prioridades nacionales, definiendo Ja 

asignación agregada al presupuesto rt!gionaJ y especifica las reglas que deberán seguirse en su 

formulación final. La distribución por Entidad Federativa se basa en Ja asignación del año anterior, 

en la capacidad de implementación demostrada y en una cvaJuacidn de las necesidades en su conjunto. 

Los Programas Sectoriales deberán de ser revisados y aprobados por las Secretarías en cuestidn. 

Paralelamente a este procedimiento, las distintas Dependencias Sectoriales preparan las evaluaciones 

de los subproyectos. Finalmente la SecretarCa de Hacienda y Crédito Pdbllco y los Estados negocían 

la asignacidn de la inversidn en su conjunto, incluyéndose programas especfficos y fuentes de 

financiamiento. De esta. forma, para Jos meses de febrero-marzo del año en que ha de ejecutarse la 

obra deberán de estar concluidos. 

En muy importante destacar los convenios que celebran el Gobierno Federal con los Gobiernos 

Estatales "CUD" (Convenios Unicos de Oe.<;arrollo), en donde se especifica el marco legal bajo el cual 

se administrarán los recursos liberados y el programa de inversidn al cual quedará sujeto. Todas las 

inver~iones a las cuales hemos hecho alusión se incluirán en d Programa Operativo Anual (POA). 
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En este sentido. para que el POA pueda ser aprobado, cada inversión deberá estar aportada por un 

repone de evaluacldn de la Dependencia Sec1orial responsable, en el que se pruebe que la inversi6n 

cumple los criterios de evaluación. Este proceso debe seguir los lineamientos establecidos por la 

Secretada de Hacienda y Crédito Nblico y debe contener una dc.:scripción bá.-;ica del proyecto, la 

evaluacldn de Jos beneficiarios, presupuestos y un plan de flnanclamhmto, un estudio técnico, un 

estudio de factibilidad y de ingeniería, una valuación económica, un convenio entre la comunidad y 

la Dependencia que implementa el proyecto, y una evaluación del impacto del medio ambiente. 

Para fortalecer las demandas sociales de las comunidades, enfatizar la panicipacidn de los beneficiarios 

e introducir el factor competencia entre los agentes que proporcionan servicios a esas comunidades, 

se han creado dos canales adicionales de recursos: a) Los Fondos Municipales de Solidaridad (FMS); 

y b) Los Fondos de Desarrollo para Poblaciones Indígenas (FDPI). 

El FMS apoya microproyectos para infraestructura social y comunitaria (espedficamente en la 

rehabilitación y mantenimiento), y programas para cumplir coa necesidades básicas y sociales de la 

comunidad y para fomentar el empleo. Ningdn proyecto o programa imlividual puede exceder de 

25,000.00 dólares. El FMS debe financiar la asistencia técnica para la implementación de estos 

programas. La asistencia técnica la proporcionan las dependencias estatales correspondientes, 

organizaciones no gubernamentales o firmas privadas. En 1991, cada ml!nicipio debió de recibir el 

equivalente a 200,000.00 dólares. El FMS se vuelve a financiar al ga.~tarse el dinero. 
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Debido a los problemas peculiares que presentan las comunidades indígenas en virtud de los 

lineamentos de su cultura. éstas deben de beneficiarse con los programas de inversión a los que ya 

nos hemos referido, sin embargo, para evitar el desvío de recursos por los caciques y otros grupos 

tradicionales de poder, se han creado fondos especiales en los dltimos diez afias destinados a las 

comunidades indígenas y manejados por el Instituto Nacional Indigenista (INI), que mantiene una red 

de especialistas trabajando con las comunidades nativas. 

Se han fortalecido y ampliado los Fondos de Desarrollo para las Poblaciones Indígenas, siguiendo 

reglas similares a las de los FMS. Ellos proporcionan capital recuperable a comunidades indígenas, 

ejidos, cooperativas y asociaciones civiles, para la producción local y el desarrollo de actividades. 

Cada fondo está controlado por un consejo de administración compuesto de representantes de las 

comunidades y organizaciones de ind{genas participantes. El centro coordinador indigenista INI 

regional y otras dependencias que cooperan con el lNI, proporcionarán asistencia técnica. Para el 

ejercicio de 1992, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público comprometió 185,000.00 dólares para 

un fondo de desarrollo. existen 44 fondos administrados en los cuatro subproyectos del proye(to 

inicial. Las normas acordadas entre el tNI y la SHCP permitirán que cerca del 10% de estos fondos 

sean utilizados para la a~istencia técnica y un 5% para el apoyo c.n el diseño del proyecto; el resto se 

utilizará para financiar proyectos sociales y productivos. 

D.- EJECUCION DE LA OBRA PUBLICA. 
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Una vez acaecido lo anterior, las Entidades de Derecho Pl1blico encargadas de la reallzacldn de la 

obra, de conformidad con el anfculo 134 de la Constitución Fe.deraJ de la Repdblica y el Capítulo IV 

de la ley de obras públicas que actualmente nos rige. tienen dos opciones para el efecto de que se 

ejecute materialmente la obra, esto es, por administración directa o por licitación p\lblica (concurso 

entre particulares, que se sujeta a las diversas reglas que para tal efe.eta establece la ley de obras 

pdblicas), dependiendo de diversos factores citando como ejemplo: el monto total de la obra pdblica. 

Sin embargo, dentro de Ja presente Administración segdn se desprende del Plan Nacional de Desarrollo 

1989· 1994, • ••• st propidard laparticfpaci6n IÚ los particulares mtdlanle la figura ch la conusi4n, 

en los tlnnin.os en que la ley lo ptnniJe. Asimismo 1e promoverá la constnudón tk la obra pública 

conjinanclamUnto prfrado •.•• IH hecho, las obras conctsianablts son una fracción th las obras 

por reali.mr, pero constiluinfn un fador para cubrir insuficiencias dt la inversión pública y una 

apnciablt oportunidad dt coordinación y colaboración tnln gobitn111 y particulares ... ". n 

En esta virtud, una ve.z liberados los recursos en la forma y ténninos ya analizados, las autoridades 

en comento, antes de iniciar el trámite relativo a la concesión analizada en líneas anteriores, deberá 

de instrumentar todas las acciones necesarias tendientes a la ejecución física de la obra para el efecto 

de que, al adjudicar ésta a los particulares, comiencen los trabajos sobre predios que sean propiedad 

del Estado. Sin embargo, como una coru;ecuencia al excesivo aparato burocrático existente en nuestro 

país, la mayor parte de las veces, los tn1mites no avanzan a la velocidad prevista y esto origina, 

Sallnu de Gortari, cuto., op. c:il., p. so. 
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Principalmente en la gestiones de expropiación, que la misma se vea rezagada, circunstancia que, 

aunada a las presiones que se ejercen a Ja autoridad encargada de la ejecución de ta obra, ésta inicia 

el procedimiento de licitación pllblica, en una forma prematura, propiciando que, las empresas 

adjudicatarias del concurso, dada su naturaleza análoga, principien a trabajar de inmeJiato en la 

construcción de la obra, originando en muchos casos que se afecte al panicular en su propiedad o 

posesión de forma ilt!gal, iniciándose de esta forma los cimientos de obras que en algunos casos son 

tan grandes como presas, puertos, carrl!teras o pasos a desnivel que, al término del juicio de garantías, 

el panicular se encontrará que es prácticamente imposible el que se le restituya su predio en la forma 

en que este se encontraba con anterioridad. 

111.- LA OBRA PUBLICA EN EL ARTICULO 27 CONSTITUCIONAL. 

Como una consecuencia a la Rectoría Económica del Estado y de la Planeación que éste lleva a cabo. 

surge la necesidad de establecer los parámetros suficientes para determinar las directrices sobre las 

cuales se instrumentan las acciones para el beneficio de toda la Nación. 

Asi mismo, conforme a lo señaladc por el art!culo 27 de la Constitución en su párrafo tercero, "la 

nación lendrá tn todo tiempo el ckncho de imponer a la propiedad privada las modalidades que 

dicte ti inleris público, as{ como el de regular, en beneficio soda/, el aprovechamúnJo de los 

elementos naJuroles susceptibles tk apropiad6n, con el objeto de hacer una distribuci6n equitativa 
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ck la riqueza pública, cuidar tk su consenacúJn, logmr el desarrollo tquilibrrulo dd pals 1 ti 

mejoramienlo tk las condidones de vida de la población rural y urbana. En conncu.tnda, se 

dictardn las medidas necesarias para ordenar los asentamknJos humanos y tstabltcer adecuadas 

provisiones, usos, restrms y destinos dt tierras, aguas y bosques, A EFECTO DE EJECUTAR 

OBRAS PUBLICAS ••. •. 

Ahora bien, según se desprende del anCculo que antecede en relación a Jos artículos 25 y 26 

Constitucionales, todas las acciones de gobierno deben encontrarse unificadas para el efecto de 

establecer un crecimienlo democráticamente organizado, sin afectar Jos recursos naturales y beneficiar 

al mayor mlmero de habitantes. 

En tal virtud, existe toda una serie de ordenamientos jurídicos que tienden a regular ésta situación. No 

obstante, es muy importante establecer la regulación de la propiedad en México, toda vez que, de la 

muy especial forma en que se ha realizado en nuestro país, encontramos Jos diversos modelos para 

encuadrar el desarrollo de nuestro Estado, sometiendo eJ Interés Personal al Interés Público. 

A.- CONCEPI'O DE PROPIEDAD. 

Seglln la Enciclopedia Jurídica OMEBA, "La palahra propiedad proviene tk la lalina "propútas", 

que a su vez se deril'a dt "prope ", cerca, indicando en su acepción m4s geMrol una idea tú 
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proximidad J adhertnda tnJn las cosas. De ahí que en un senJÚ/Qjurúlico-econ6mico, la propiedad 

npnstnJe la nlacién de deperukncia en que se encuenJra ti hombre, nspedo tk las cosas que a 

lste sirven para satisfaur sus necesidtuks "· n 

Por su parte, Guillermo Cabancllas, nos indica que "En gerural, la propiedad, es cuan/o nos 

perleneu o es propio, sea su Indo/e maJerial o no, y jurúlica o no, de otra especie. Por antonomasia, 

la facu!Jad tk gowr y disponer ampliamenJe tú una cosa. Más perceptíblemtnle, el objeto ch ese 

dominio o dtrtcho ".19 

B.- PROPIEDAD ORIGINARIA. 

Hablar de propiedad originaria, es hablar del triunfo supremo de la Revolucidn de 1910 consolidado 

en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En efecto, conforme a los sucesos acaecidos en nuestro devenir histórico, el Pueblo de México nunca 

gozo de una regulación equitativa de la propiedad, originando con esto el exceso de desigualdades 

sociales. 

Encjs!nrclja Jurtdica OMEB.I\, Tomo XXIII, Ed. Dtiakill, S.A., Za. edición, Ar¡cnlinl, l9&o. pp. 4.SO Y 451. 

CahAnc.llu, Ouilkrmo, Djsdonario de psrecbo U1uÑ, Ed. Hcliuta, 1954. p. 462. 



70 

Es por ello, que el actual artículo 27 Constitucional nos dice: "LA propiedad de úu túrras y aguas 

compmulülas denJro de /os /úniJes del Terrilorio Nocional CORRESPONDE ORIGINAR/AMENTE 

A LA NACION, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dcminio de ellas a los 

particu!arts constituyendo la propiedad privada ••• "· 

Ahora bien, entrando a la exégesis del precepto que nos ocupa y con el objeto de entender lo que 

significa la propiedad originaria, haremos referencia a diversas teorlas que tratan de esclarecer dicha 

circunstancia, basándonos para tales efectos en el estudio que sobre las mismas hace el Maestro Jorge 

Madraza ., quien nos indica que: "FJ primu párrafo dtl articulo 27 es la piedfP angular sobre la 

cual se edifica todo ti rlgümn M la propildad, ha si® objeto de un únportanJe ddtalt doctrinal J 

jurisprwhndal y existen no menos de dnco urukndas inlerpntatfras. Una de tilas conocida como 

U TEORJA PATR/MON/llL/STA DEL ESTADO, considero que la nación mexicana al 

independiuzrst tk &palia, se subrog6 en los derechos tk propUdad absoluJ.a que tuvo la Corona 

española, thrtchos que, se dice, k fueron conferidos por In bula inJucoeltra tk Al<jandro VI, en 

1493. 

Otra teorla considera que la propiedad originaria~ la que habla el prinur párrafo del articulo 27 

signijica Ja pertentncia del lerriJorio nacional a Ja entidad estala/, como elemenJo tstndal e 

Inseparable de la na1uroltZ1J de Isla. 

M&druo, Jor¡e, Corutiwdón Política de !01 E!l!ffos Unjdot Muic!J)S! ComentAd•, UNAM, Mt.úco, 191S. pp. 73 
y74. 
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Una tercero teorla asimüa el dominio eminente a la propiedad originaria y consecuentemenlt 

considera que en este pn"mer párrafo se reconoce la soberanía del Estado para legislar sobrt las 

tierras y aguas comprendidas denJro de los llmües del terriJorio nacional. 

Alguna otra teorlo entiende que el primer párrafo del artículo 27, re~ulla de la combinación de la 

teoria propkdad-funa'ón social y la teorfa de los fines del Estado. 

Un imporlanlt sedar de la dodrina reconoce en la propiedad orlgin.aria postulada por esu prlmtr 

párrafo un derecho nuevo y singular,· no sólo un dominio inmirunJe como en el siglo pasado, sino 

uno más concreto y real que, como IÜct Felipe Tena Ramirez., puede desplazar la prophdad privada 

convirlkndo en dominales los bienes de los particularts, en vía de regreso a su propietario originarlo 

que es la nación". 

Como puede observarse, el análisis más contundente en cuanto a la interpretación de este precepto, 

nos lleva a adherirnos a lo expresado en líneas anteriores por el Maestro Madrazo, concluyendo de esta 

forma que la propiedad originaria consiste "no s6lo en un dominio tmintnJt como tn ti siglo pasado, 

sino uno más con ere/o y real que puedl desplazar a la propiedad pn"vada convir1itndo tn dominalts 

los bienes de los particulares, tn ¡.'fa dt regreso a su propktanO orlgrium"o qiu ts la nacWn•. 11 

En este orden de ideas, resulta procedente analizar los diversos tipos de propiedad que se derivan de 

lhKlcm. 
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Ja propiedad originaria, mismos que son: 

a.- PROPIEDAD PUBLICA. 

Segdn el Tratadista Diego Valadés, "La propUdad pública st rtgula por los párrafos 4o. a So. y por 

las /raccWn.ts 1 y VI del Articulo 21 Constitucional. Esta propkdad se constiJuye con los bknes y 

derechos qiu fonnan parte del paJrimonlo nadanal o palrimonlo del E.rtado, el cual se lnügra con 

los patrimonios dt la Federación, de las Enlidtuhs F.:lkrativas, ti DepartamenJo úl DistriJo Fedeml, 

de los Municipios y de las Entidades ParaestaJales ". 11 

Es ne.cesario recordar que la Ley General de Bienes Nacionales, en su ArtCculo lo. nos hace especial 

referencia a la fonna en que se divide la propiedad pdbllca, seftaJando que existen los bienes de 

dominio pllblico y los bienes de dominio privado de la Federacidn, los primeros se encuentran 

enlistados en el Artículo 2o. y los dltimos en el Artículo 3o. 

Es importante indicar que, "Los bienu dtl domitJJ'o público, tnlrt los que se encutnJran los 

señalados en los párrafos 4o., So. y So. túl A.t1fculo 27, tst4n sujetos a un tiginun jurldico 

excepcional establecido por el referido precepto constiJucional y diversas ltyts, como la Ley tú 

VaJadéa, Oiego,y otro., COO!!jtucióo Pn!i\jca de Jo1 E11odot Unid91 ~ hnpre.o11 Chd.vc:z, S.A. de C. V., Ja. 
edición, Mt:llico, 1992. p. 12!1. 
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Bi<nes Nacionales, la ú1 Federal dt Aguas, /a ú1 Forestal, ú1 dt Vfas Genera/u dt 

Comunicación y otros ordtnamienJos de car6der odminislrotivo•.!3 

De acuerdo con este régimen, entre otras caracterfstica.s, tales bienes son inalienables, imprescriptibles, 

inembargables, no son objeto de gravámenes o derechos reales y están sujetos e,;.cluslvamente a la 

jurisdicción de los Tribunales Federales, Su uso, aprovechamiento y explotación por los particulares 

requiere de concesión otorgada por el Ejecutivo Federal, debiendo señalar que la propia Constitución 

excluye expresamente los bienes no susceptibles de ser conccsionados. Conforme a la Ley General de 

Bienes Nacionales, los bienes de dominio privado de la Federación son inembargables e 

imprescriptibles, sin embargo, el dominio o el uso de estos bienes es transmisible para atender 

necesidades sociales para destinarlos a servicios pt1b1icos de los Estados o Municipios. 

El Artículo 27 al indicar que estos bienes pertenecen al dominio directo o son propiedad de la nación 

no hace referencia exclusiva al dominio eminente que el Estado tiene sobre ellos sino que, además, 

éste, "tiene una propiedad similar a la que pueden tener los particulares sobre sus bltnes, e incluso, 

aún mas per/eda, más protegida y enérgica" .... 

El propio Art(culo en comento noi; hace especial referencia a la propiedad que tiene la nación en tomo 

al subsuelo y a todo lo que se encuentre dentro de él, específicamente nos referimos a las substancias 

Val.db, Diego, op. cit., p. 126. 

lhidcm. 



mineras y petroleras que fueron la base fundamental de los movimientos del siglo pasado. 

De igual forma. en relación a los principios fundamentales del Artículo 27 (Dominio directo de la 

nación sobre todas las substancias minerales que es inalienable e imprescriptible. y el principio por el 

que se sujetan a régimen de concesión la explotación de tales substancias por los particulares bajo la 

condición de establecer trabajos regulares de explotación), el Maestro Noriega Cantd, citando a su vez 

a Jorge Madraza nos dice que, "En cuanto al primero de los prindpios, tkM recordarse que por 

dominio dlndo no debe tnletukrse sólo el dominio radiad que uistió en la colonia, ni sólo el 

dominio eminenJe, que se /Jmj/a a la capacidad dd Estado para legislar sobre la materia, ni ~s un 

dominio semejanle, al que se conserva el dueño tk la enjiJeusis sino qut ti dominio diredo, además 

de englobar todas las caraderlsticas constiJuye una propiedad perfed4 protegidiJ por los ckredws 

lk inalúnabüidad e imprescriptibilidad. En cuanJo al segundo de los principios, aplicabh sólo al 

suelo miMro, tkbe quedar daro que la concesión no tmnsmiJe derechos de propiedad sobre la mina., 

sino sobre los usos, aprovechamientos o explotaciotUs en los tlnninos que establecen las kyes".S! 

En materia de aguas, los párrafos So. y 6o. en relación con el párrafo lo. de este artfculo establecen 

el régimen fuodamental de las aguas propiedad de la nación que, si bien le pertenecen originariamente 

"No son susceptibles de constituir propi.tdad privadtJ por conJar con las ya rrundona.das 

caracttrlsticas dt inalienabilidad t imprtscriptibilidad. La txp/otacüln, uso y aprovechamitnlo dt 

Noric:¡a Cantd, AlfOf\IO, l,91 Dupebo!J SocWp Crudón de [a Revolución de 1910 y de le CqrutjturkSn Jp J9J7 
UNAM, Ml!a.ico, 1981. p. 121. 
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estas aguas por los pDitic:ulares requüren concesión del Ejecutivo Federal, suJtta a cktennina®s 

requisiJos y comü'cümes, pero si se traUJ ck la generación de energ{a eUdrica destinada al servicio 

público, corresponde txd11.sivamenJe a la nación dicha uplotad6n. Las aguas de propiedad 

nac:i.onal, debe enlendersc, corresponden a la Federación con el cardder th bitnes tkl dominio 

público. El párrafo So. no alude a las aguas del dominio privado tk la Federación, que al Igual qiu 

las que son propiedad de los Estados, Municipios y particulares, son las aguas que c:omn o se 

encuentran en tierras propiedad ck los mismos, distintas a las que enumera el propi.o párrafo So. 

En ti esp(rilu ch todo el Artículo 27 ConstiJucianal se encu.cnlro el concepto de aguas de propkdad 

social, que son aqiullas qiu por las vtas de rtstiJución o dotación se enJregan en propkdad de los 

núcleos de población ejidal o comunal. Es/a afectación ck las aguas nacionales no transmite sin 

embargo, la propiedad al núcleo ck pobladón; lo que en realidad se produce es una conc:tsidn de 

/as mismas•. M 

b.· PROPIEDAD PRIVADA. 

La propiedad privada es la base de todos los sistemas capitalistas, sin embargo. aún cuando se piense 

que nuestra Constitución es eminentemente social, el gran alcance técnico-jurídico-sociológico de sus 

creadores se ve reflejado al innovar en ésta, todo un mecanismo de seguridad y protección para los 

diversos sectores de la población que conforman la sociedad mexicana. 

Madrazo Jorge y Clll09, op. tit., p. 74. 
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Segdn el maestro Jorge Madraza, "la propüdadpril'ada, reconocida en d primer pdrrqfo dtl Oft(cu/o 

27, st uprtsa tn tlnnJnos totalmtnJt distinlos a los qiu habla sido el constilut:Wnalismo 

declm6nico. Bqjo lo Constiluci6n de 1917, lo propudad privada purtk su sen/ido lnd/vlduolista,, 

h<rtdado del C6digo Napo/e6n y N!COnclindJJ/a como un dertcho público ~ubjetivo, lo esta/u]< como 

una propi.tdad prtcarla, limitada por el inllrls colectiJJo ". 11 

En efecto, como se recordará de la exégesis del concepto de propiedad originaria, la Nación es la 

propietaria de las tierras y aguas comprendidas dentro de los lfmites del territorio nacional y tiene el 

derecho de trasmitir el dominio de ellas a los particulares constituyendo la propiedad privada, 

concomitantemente nace la garantía individual de propiedad QUE NO PUEDE SER AFECTADA A 

LOS PARTICULARES SIN CUMPLIRSE LOS REQUISITOS ESTABLECIDOS POR LOS 

ARTICULOS 14 y 16 CONSTITUCIONALES. 

Estableciendose así que la propiedad privada está sujeta al interés pdblico y al beneficio social, por 

tanto, e! Estado, válidamente puede retomar en propiedad las tierras y aguas que constituyó en 

propiedad privada, mediante la expropiación, figura que se estudiará detenidamente en el inciso 

siguiente. 

Sin embargo, acorde al significado trascendental de los dos conceptos arriba indicados; el Estado, 

dentro de sus facultades Constitucionales se encuentra autorizado, para imponer las modalidades que 

Madruo, Jor¡c, op. cil., pp. 74 y 7S. 
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considere pertinentes a la propiedad privada, para beneficio colel.'tivo. 

Ahora bien. tqué significa la imposición de modalidades dictadas por el interés pllblico7. A este 

ref.pecto, el Maesuo Noriega. nos indica que "las modalidades de la propiedad privada constituyen 

el factor substnnclat que determina el modo de ser de la proptednd privada en México", y a 

continuación establece que "La Suprtnia Corle de Justicia enjurisprwhndafinne ha declarrulo que: 

"por modalidad a la propúdad prfrada dtbt tnttrukrse ti tstabltdmitnto dt una nonnajurldiCJJ lk 

"'ródtr general y permanente que modifique, esendalmente, la/arma de ese duecho". Dt esta 

forma, los e/e dos de la modalidad que se impongan a la propiedad privada consisten en la u:tindJn 

pardal de los atribulas del propi<tario, as{, por virtud de los lim/Jadanes establecidas por ti Poder 

C..gislali•o, lste (rtfiriendose al particular), no sigue goranáo de todas los facultades inherenJes a 

ra extensión adual th su cknc/IJJ "." 

Con la impon.ante reforma que se hizo al artículo 27 Constitucional, el 28 de enero del ano próximo 

pasado, la certeza en la tenencia de la tierra también se hace extensiva a la pequel\a propiedad, al 

quedar derogada la fracción XIV, se elimina el requisito del certificado de inafectabilidad, para 

promover el Juicio de Amparo contra la pri\lación o afectación agraria que en forma ilegal se haga de 

tierras o aguas. Esto implica que el pequeño propietario, además de los recursos ordinarios que 

contemple la ley, puede interponer el juicio de garantías contra las resoluciones ilegales de restitución 

de tierra." y aguas, cuyo trámite se realizará conforme al procedimiento que contemple la ley 

lbld~m. 
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reglamentaria. según dispone la fracción VII. Asimismo, ya no se requiere del certificado de 

inafectabilidad, para que una pequefta propiedad siga siendo considerada como tal cuando. por mejoras 

en la calidad de las tierras se rebasen los máximos seftalados en la fracción XV. siempre que se rednan 

los requisitos que senale Ja ley. 

Con el propósito de lograr la capitalización del campo, se modificaron las fracciones IV y VI. La 

primera regula la adquisición de terrenos nlsticos por pane de tas sociedades mercantiles por acciones, 

y la segunda suprime Ja prohibición a las corporaciones civiles de tener en propiedad o administrar 

bienes rafees. Si bien se permite a las sociedades por acciones participar en la propiedad y en Ja 

producción rural, el nuevo texto constitucional tiene especial cuidado de evitar latifundios encubiertos, 

por lo que establece el Hmite máximo de tierras que puedan tener en propiedad dichas sociedades, 

quedando los socios también sujetos a Jos lfmltes de la peque.na propiedad. Todo ello sujeto a Jos 

medios de registro y control que establezca la ley. 

Mención apane merecen las refonnas a las fracciones 11 y 111, publicadas en et Diario Oficial de la 

Federación del 28 de enero de 1992, acorde con la modificación del artfculo 130 constitucional, que 

instituye la personalidad jurfdica de las asociaciones religiosas, las referidas fracciones les otorgan 

capacidad para adquirir, poseer o administrar, exclusivamente, Jos biene." que sean indispensables para 

su objeto, con los requisitos y limitaciones que establezca la ley reglamentaria. 

Con las modificaciones a la fracción llJ queda sujeta la adquisición de bienes rafees por las 
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instituciones de beneficencia a lo que determine ta ley reglamentaria correspondiente. 

c.• PROPIEDAD SOCIAL. 

En cuanto a la propiedad social reconocida por el artículo 27, ésta se refiere esencialmente a los ejidos 

y comunidades. 

En primer término el ejido es una persona moral o cole(;tiva; esa persona ha recibido un patrimonio 

rústico a través Je los procedimientos de la redistribución agraria. El ejido está sujeto a un régimen 

jurídico de especial protección y cuidado del Estado. 

El patrimonio del ejido está fonnado por tierras de cultivo o cultivables; tierras de uso comlln para 

satisfacer necesidades colectivas, wnas de urbanización; parcela escolar y unidad agrícola industrial 

para la mujer campesina. 

En cuanto a las tierras de cultivo, éstas se determinan tomando en cuenta la superficie de las tierras 

y el número de campesinos que forman el núi::lw tle pohlacMn. De acuerdo con la fracci"1n X del 

artículo 27. la unidad individual de dotación no debe ser menor de 10 hectáreas de riego o de sus 

equivalentes en otras clases de tierras. 

f.STr~ lISrs 
Sf:l.\íl M LJi 

f!~J DEl1~ 
DWIJ~U~A 
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El régimen jurídico de Ja propiedad comuna) es parecido al del ejido. aunque entre ambas figuras hay 

claras diferencias: la personalidad del ejido surge con la entrega de las tierras; en cambil.l, la5 

comunidades ya poseen de hecho o por derecho bienes rusticos que la Constitución les autoriza para 

disfrutarlos en comdn. Los procedimientos de dotación y ampliación de ejidos son distintos de los 

correspondientes a la re.o;titución de tierras a las comunidades o a su confinnacidn y titulación. 

El anfculo 27, regula la propiedad social en el párrafo 3o. y en las fracciones VII. Vlll, IX, XVII, 

XIX y XX. Asimismo este tipo de propiedad es protegida por: la Ley Federal de Reforma Agraria, 

la Ley General de Crédito Rural, la Ley de Terrenos Baldíos, Nacionales y Demasías, la Ley del 

Seguro Agropecuario y de Vida Campesino, parcialmente la Ley de Fomento Agropecuario y otras 

disposiciones legales, por lo que, como consecuencia de la refonna constitucional de 1992, estamos 

ante la configuracidn de un nuevo marco normativo secundario en materia agraria. 

Las diversas reformas de que ha sido objeto el artículo 27 constitucional se hicieron en los anos de 

1934, 1937, 1940, 1945, 1947, 1948, 1960, 1974, 1975, 1976, 1983, 1987 y 1992. Estas últimas se 

publicaron en el Diario Oficial de la Federacldn los días 6 y 28 de enero. 

Con el propósito fundamental de dar cenidumbre jurídica en el campo, la reforma de 1992 puso fin 

al repano agrario. En la respectiva exposición de motivos se menciona que dicho reparto era necesario 

y posible en un país poco poblado y con vastas extensiones por colonizar. 
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En la actualidad, se afirma en el ml!ncionado documento, "ya no hay mrras para saJisfacer las 

demandas de dotación, por lo que el trámite de so/icilutks que no puetkn aJenderse getura 

ince11idumhre, crea falsas expedativas, inhibe la inversión en la actividad agropecuaria, produce 

una mayor pulveriración del minifundio y con todo ello descünde la productitJ/dad y los ingrtsos ck 

los campesinos. Por eso, se propuso y fue aprobada la modificación tkl párrqfo Jo. y la fracclán 

XV. y la duogación tk las fracciones X, XI, XII, XIII, XIV y XVI, preceptos que co"mentan la 

rtglamenJación del reparto agrario y seflalaban las instiJucionts encargadas ck su aplicación"." 

Por lo que toca al fortalecimiento de la vida ejidal y comunal, el primer párrafo de la fraccidn VII 

modificada reconoce Ja personalidad jurídica de los mkleos de poblacidn ejidales y comunales. Con 

ello, tal como se anuncia en la exposición de motivos, se confirma al ejido y a la comunidad como 

funna de propiedad. 

Dada su característica de propiedad social, "ti Estado maicano, tk acuerdo con la rtftrlda 

exposición, no renuncia a la protección dt los inltrtsts de ejidaJarios y comuneros, y por tal motiYO 

la nuevafracd6n Vil establece una serie de medidas tendientes a lograr ese prop6sllo. lÑ tal/onna, 

proclama la protección de la integridad de las tkrras de los grupos indlgenas,· asimismo, reconoce 

Jos derechos de /os ejúlalarios sobre sus parcelas y de los comuneros sobre la tierra, y los facuha 

para decidir sobre las condiciones que más les convengan en el oprovecham;en10 de sus rtcursos 

V.J&dt., Diego, op. cit., pp. 118 y 129. 
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productivos"· o:J 

C.- LA FIGURA DE LA EXPROPIACION, COMO UNICO MEDIO PARA LIMITAR LA 

GARANTIA DE PROPIEDAD. 

Conforme a lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 27 Constitucional, "Las expropiaciones 

sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y mediante lndemnl7.nclón". 

Ahora bien, hemos analizado nuestro régimen Constitucional de propiedad, motivo por el cual, y 

atendiendo a la naturaleza social de la propiedad, podemos establecer que Ja nación tendrá en todo 

tiempo eJ derecho de imponer las modalidndes que dicte el inteds público {tercer párrafo del 

artCculo en cita), lo cual conduce a sei\aJar que el Estado tiene la facultad de retirar el derecho de 

propiedad que ha transferido al particular. Sin embargo, para evitar que esta situación se convierta en 

un acto arbitrarlo, surge la figura de la expropiación como llnico medio para llevar a cabo dicha 

privacldn. 

Es válido definir esta figura como "una composición de /adores J no un cotiflido tnlrt los Mrtclws 

públicos y pril'Gdas; ts la annoniz.adón de ambos tk manua qtu las ructsúlmhs públ.icas ptudma 

quedar salisfechas sin lesionar otra ntctsidad pública, como ts la de rtspttar la propltdad, y /os 

Ihidem. 
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paJrimonios privados" 01
• quedando peñectamente delimitada la única fonna en que el Estado puede 

volver a retomar la propiedad transferida al panicular sin que se afecte sus garantfas individuales. 

No obstante lo anterior, existen algunos conceptos que. dada su subjetividad, es pertinente analizar 

para el efecto de evitar arbitrariedadc.'i por parte de las Autoridades, como lo ei; la utilidad pública, 

.que según el Maestro Fernández del Castillo, <n para su existencia se requieren los siguientes 

elementos: 

J.- Una necesidad pública qlU túbe ser satisfecha. 

2.- Un objelo considerado como capa.: tk satisfacer tsa necesidad. 

J... El posible tústino en concreto del objeto a la saJisfaccWn tú la necesidad. 

Es importante destacar que "la nuesülad pública es un esUUW general de desagrado, un molestar que 

tksaparece aplicando a ella ti satisfador corrtspondünJe".-n 

A'oimi!'mo "la uJUidad pública aparece cuando existe una necesidad estaJal o coltctlva qiu 1dlo pueM 

fcnWldez del Cutillo, Gcnniín, k9 Pmrjed.W y {! Eunnrj!lfjón E.cuela Libre de DtfOCho, la. edición, Mb.ieo, 
1987. p. 73. 

Cír. Fcmíndcz del Cuti.llo, Gctmán, op. cit., p. 7.S. 

lh'4an. 



ser resiulto mediante ti ado uproplatario ".94 

En este punto, es válido e~presar que "la utüldad que da lugar a la txproplad6n ts únicamenJe la 

tú las bkn.es, en cuanJo sean capaces tk cubrir la corrtspondünte rttclsidad".~ 

Todo Jo anterior nos permite sefialar que no es lo mismo necesidad pllblica que n~ldad del Estado. 

adn cuando ambas puedan coincidir. 

En ef~to. el Estado por el sólo hecho de serlo responde a una necesidad pdblica de ¡obiemo, pero 

para ello, aJ iguaJ que todas fas person~ moralea necesitan de diversos elementos para su 

funcionamiento (a título de ejemplo podemos ciw vehfculos, mobiliario de oficina, personal 

administrativo, etc.), sin que esto constituya una necesidad pdblica, toda vez que estos elementos 

materiales quedan fuera de su organización, por tanto la diferencia estriba en que una nr.cesidad de 

Estado es para su propia funcidn como tal y Ja necesidad p\lb1ica es Ja que radica en el pueblo que es 

el sujeto pasivo de la necesidad, es el que le da su carácter de pdblica. 

Ahora bien, ¿cómo nace la necesidad plib1ica7, se¡dn el Maestro Germ1n Femifndez, Asta sur¡e cuando 

'hD1 ue1súlaJhs que ellos (rejlrilndost a los par1iculatu) por su tsfa<r:JJ ais/a"1 no putdl• 

satirfacer, ni llJ/npOCD par un esfuuzo comÚIS abltnúlo por medios prlvoJos,) entonce• a aJIZllllo 

Noritp e.mi, AlfoNO, op. cit,. p. 117. 

lbtckm. 
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d &ID/lo ocurre a satisfacer las necesidades públicas por nudia tk servicios públicos pam los cuales 

requiere de r:Urtos bi.enes" ~. por lo que toda expropiación tendrá por objeto adquirir un bien en 

especffico a través del cual se va a dar satisfacción a la necesidad pl1blica existente. 

Ahora bien, hasta este punto hemos hablado de la utilidad pública, pero l,.tal concepto es sinónimo del 

interés público del que nos habla la Constitución en diversos artículos como el 107 en retacidn a la 

suspensión del acto reclamado?. 

De acuerdo a lo manifestado por el doctrinario en cita, "El lnltris público tiene simpltnunJt una 

diferencia de gro.do con la necesidad pública: cuando el inltrú público ts inltnso, ck maMm qiu 

oca.doM un malestar general, pocúmos dtdr qiu es un.o ruc1sidad pública; cua,ndo lsta produce un 

malestar toltrab.lt, que no rtdam.a una a.ltnción i'nmtdiaJa, tnlonus proplamtnlt hay un inJerls 

púbUco,· sin embargo ámbos ténninos en algunas ocasiones se emplean como sln6nimos p1ro 

tendiendo a sig11ificar con la txprtsi6n inlerls público, la molestia que se satisfac:t con bienes, por 

lo mismo, d Interés público s< difmnda d< la wUidad pública en que Isla va dirigúla" salisfactr 

dicho inlt:rls"."' 

Concomitantemente con los razonamientos anteriores, existe un tercer interés dentro de nuestra 

legislación que se encuadra en la Ley de Amparo y se denomina Interés Social, a este respecto el 

Fcmúdu. del Cutillo, Gennin, op. cit., p. 7!. 

Fcm.(ndc:z del Cutillo, Germ'n, op. dt., pp. IO y 8 l. 
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Maestro Femández nos dice "lnleris social, es tn el sentido tú inJerls por la clase obrera, 1W es 

sin4nimo de necesidad pública, ~ro ese inJerés considerado en concreto puede constiluirtn concreto 

una necesidad pablica,· todo depende de que el inlerés no satisfecho ocasione un malestar general 

del público, y tw so/amenJ• del grupo inleresado pues éstt tw es sino una frocción del pueblo o 

sockdad".91 

El haber hecho referencia a las expresiones de Utilidad Pliblica, Necesidad Públka, Necesidad de 

Estado, Interés Público é Interés Social dentro de este capftulo, tiene como objetivo fundamental el 

tratar de esclarecer cuando, si bien es cierto que la Nación detenta la propiedad originaria y tiene el 

derecho de transferirla a los particulares, también lo es que, solamente puede realizar la privación di! 

este derecho para satisfacer una necesidad pllblica con Ja figura de Ja expropiación, debiendo tener 

presente esta situación para que, al entrar al estudio relativo del incidente: de suspensión del juicio de 

amparo, se observen las fallas procedimentales y los errores contundentes que se han ejecutado en 

contra de un particular protegidos en la sinonimia de mérito que no ha sido comprendida a cabalidad, 

toda vez que no existe una definición ohjetiva de los mismos y todo queda en la discredonaJidaJ Je 

quien lo aplica, siendo válido mencionar en este punto que, el instrumento jurídico aplicable (ley de 

expropiación), "no define ti concepto de utilidad pública, sino que enurrura las causar de uJüidad 

pública, por su parte, la Suprema Corte de Justicia ha txtendido la concepción de uliJidad pública 

para que tamhiin comprenda el interés sociaJ".99 

Ibídem. 

Noric¡a Cantú, Alíon.o, op. cit., p. 117. 
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Como una forma equitativa que debe privar en todo Estado de Derecho, la figura de la expropiación 

tiene un carácter mediador, es por ello que, de forma paralela a Ja privación de la garantía de 

propiedad, surge el derecho del particular de reclamar la indemnización correspondiente, 

No obstante, en la actualidad, existen graves conflictos derivados de esta figura toda vez que Ja 

Constitución establece que la expropiación deberá ser mediante indemnización, situación que, al no 

señalar un plazo para el pago de ésta, deja en manos de la ley reglamentaria la atención a este 

problema. 

Ahora bien, ¿cómo se ha interpretado esta e"presión7, de forma sucinta el Maestro Jorge Madraza, 

nos señala que "La expresión mcdianle, indica que la expropiación debe ser forzosa y debe mediar 

entre el momenJo de didar el decreto de imkmni:.Ació11 y el momento en que el a/ec:Jado haya 

agotado el último recurso legal que se le concede. Los artfculos 19 y 20 tk la úy tk expropiación 

señalan un plazo máximo de 10 años para pagar la indemni:.ación". 100 

Es válido recordar que "en el acto expropiaJorio la participación del 6rgano legislaJivo se concrtta 

a la expedición de la úy en donde se estable:.can los casos en que sea tÚ utüidad pública la 

ocupación de la propiedad prfrado. FJ Ejecutivo dida el ado expropiatorio fijando el monto y pla:.o, 

paro el pago de la indemnizaci6n. El Poder Judicial sólo puede inlervenir en el acto e:rpropiaJorlo, 

paro determl°nar el valor del bten expropUulo, cuando dicho bien hubtese tenida un aumento o 

Madnuo, Jorge, op. cit., p. 75. 
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dtcremtnJo en su valor por mejorías o deterioros ocurrüWs con posterioridad a la asignaci6n del 

valor fiscal. Esta lnJervención judicial es independknle <k _la qiu surgiera por la inlerposicüfn <kl 

juicio de amparo ".101 

Noriega Cantil, Alfonso, op. cit., pp. 118 y 119. 
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CAPITULO TERCERO 

EL JUICIO DE AMPARO Y LA OBRA PUBLICA. 

Como pudo observarse en el capítulo anterior, las obras públicas en Mhico, representan un medio 

vital, para la satisfacción de necesidades colectivas, sin embargo, dada la complejidad de las mismas, 

desde su planeaci6n hasta su conclusión o terminación, siempre existe, en la generalidad de los casos, 

la posibilidad de que, en toda construcción ptlblica de infraestructura mayor, se lleguen a afectar bienes 

muebles e inmuebles de particulares, durante la ejecución material de la misma que no fueron 

expropiados o adquiridos Jegalmenre por parte del Estado. 

En esa vinud, el presente capítulo tendrá por objeto, ilustrar algunos de los problemas que resultan, 

dd litigio constitucional, así como la diversa problemática que nace del conflicto de intereses: pllblico 

y privado, hasta llegar a las características de la sentencia definitiva, que en la mayoría de los casos 

en este tipo de actos, amparan y protegen al particular en contra del indebido actuar de la autoridad. 
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1.- PROCEDENCIA. 

La viabilidad del Juicio de Garantías dentro de este trabajo de investigación, se circunscribe a la 

fracción 1 del artículo 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece: 

'LOS TRIBUNALES DE LA FEDERACION RESOLVERAN TODA CONTROVERSIA 
QUE SE SUSCITE: 

1.- POR LEYES O ACTOS DE LA AUTORIDAD QUE VIOLE LAS GARANTIAS 
INDIVIDUALES; ••• '. 

Asimismo, la ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución en comento, en el Título 

Segundo, Capítulo Primero, establece al respecto, que la vía a intentar es el juicio de amparo indirecto, 

solicitando la protección de la Justicia de la Unión. Concomitantemente, el quejoso, podrá pedir la 

suspensión del acto redamado al Juez de Distrito, que es la Autoridad Judicial que conoce de este 

juicio y de esta forma detener el avance de los actos de la autoridad en contra de sus garantías, hasta 

en tanto se resuelva la ContienJa Constitucional. 

11.- CLASIFICACION DEL ACTO RECLAMADO. 

De conformidad con los criterios clasificatorios que sobre los mismos ~tahlecen, tanto la H. Suprema 

Corte dt: Justicia de la NacMn, como la Doctrina General del Amparo, el acto que se reclama presenta 
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diversas modalidades, toda vez que éste, penenece a: 

A.- ACTOS DE AUTORIDADES FEDERALES, ESTATALES Y MUNICIPALES. 

Conforme a Jo señalado en el Capitulo que antecede, las órdenes para la construcción de una obra 

ptlblica, emanan en la mayoría de las veces, de Entidades de Derecho Pdblico, mismas que, 

dependiendo de su grado de intervención pueden ser Federales, Esbtales o Municipales. 

Por ello, el Maestro Góngora Pimcntel, en la especie, comenta: "El Juicio de Amparo es procetkn:e 

conJra todcs los actos de AuJoridad, sin tomar en cuenla sujerarqula o poder, siemprt y cuando se 

encuenJren ck11./ro tk alguna de las hip6tesis que establece el anfcu/o 103 Constitucional... • Los 

acJos de las AuJoridades Federales o Estatales, son susceptibles de redamarse a travls del Ju/do tk 

Amparo y de suspenderse en los ténninos que la úy establece, siempre y cua11do sean violatorios 

de Gara.nJfas Individuales"'. 1~ 

B.- ACTOS DE PARTICULARES. 

Como se recordará, la ejecución material de las obras públicas, que se efechlan por concurso o 

licitación. tienen por objeto la construcción de éstas, por conducto de particulares. 

O.~n¡ota Pimcntcl, Genaro David, ln!mdussjón al Estudjn del lujcio de Amrnm en Materi! Adroinidratjva, Ed, 
Pornla, 3a. cdidón, Mt!Uco. 1990. pp. 111 y 112. 
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Ahora bien, ¿es procedente el Juicio de Garantías en contra de este tipo de actos?, aJ respecto, Ja H. 

Suprema Corte de Justicia ha establecido: 

"El ténnlno autoridades, para los efeelos del Amparo, comprende a todas aquellas ¡Hrsonas 

que disponen de la Fuerza Pública, en circunstancias, ya legales, ya de hecho, y que, por 

lo mismo, están en posibüidad material de aduar como individuos que ejer..an ados 

públicos, por ti hecho de ser pública lafuer..a de que disponen". iw 

Y posteriormente, al referirse al caso especUico de los particulares expresó: 

"ACTOS DE PARTICULARES IMPROCEDENCIA. No pueden ser objeto del juicio dt 

garanllas, que se ha instiJuido para combatir los de las auJo~s, qut se estimen 

violalorlos tú la Constüuci6n •. l<M 

Asimismo en lo tocante a la suspensión del acto reclamado, ha indicado que: 

"ACTOS DE PARTICULARES. SUSPENS/ON IMPROCEDENTE. No pueden darmaJeria 

Ar(odjcc al Sc:ft\lV\llciO /udjcj!.J dc l! Fcdcraci6n 1917-1988, Za. parte, Sdu y T«Íll Comunea, t.eaia jurisprudencia! 
)00. p. 519. 

Apo!ndice al 5emAnt1rio Judjda! de lll FedcriwMn 1917-1985 Ckt..va Parte, Pleno y SaJa.t. Te11i1 Jurilprudcncia! 14. 

r. l:?. 
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para la suspensión". 1°' 

Es necesario sei\aJar que en 1a actualidad, nuestro máximo Tribunal, ha mantenido su criterio para el 

estudio de actos de paniculares, que afecten garantCas individuales, motivo por el cual "los ados lk 

particulares IW pueden ser objelo de la que;"a estab/edda por la ley de amparo, sino tú los 

procedimienlos que señalan las leyes locales" 106 
, con lo que concluimos que el Poder Judicial de 

la Federación es incompetente, para resolver sobre este tipo de situaciones. 

No obstante, en relación al incidente de suspensión, la Suprema Corte de Justicia ha modificado su 

criterio, como se puede apreciar en la resolución del juicio promovido por Muriedas Vda. de Zavala, 

Manuela y Coags., en donde indicó: "EJ hecho de que el cumplimknlo tk un acuerdo y sus efectos, 

reclamados en amparo, estJn a cargo de un particular, n.o significa que la suspensl6n que St 

conceda en conlra de ellos1 origine un dtsvfo dd amparo hada el enjuicúuniento Constiludonal dt 

actos que no son de aulorldad sino de particularts, pues si estos obran, lo hacen en virtud de la 

auJoridad de donde viene la causa directa, y esta circunstancia e11 111.(Jdo alguno impide qiu tn ti 

juicio principal se examine la con.rtilucionalidad del ado gestor, ni menos implica que sean actos 

de parliculares, el objeto del juicio, ya qiu de no tener su fuenle directa en los ados de las 

aUloridades responsables, caerían al afectar a airo particular, no en la esfera del amparo, sina en 

Aréndjce al 5<1TI11ot1cio ludjcja! de lii Ecdcrncjón 19J7-191JS Octavll Pll.fle, Pkno y 53Jlll!. Tni• Jurisprudencia! IS, 

p. 33. 

Sc!!W\!!.rj2 Judjcillf de In fJclernci6n, Ql.nnta Epoca. Tomo XV. p. 918, criterio vertido o.1 rcaolver e:\ juicio promot'ido 

ror ldclfon110 Fcmáoda... 



airas jurisdlcdonts ". 1171 

En este orden de Ideas, se puede concluir que. para los efectos de la suspensión, 1os actos de 

particulares sf pueden analizarse y suspenderse, en su ca'io. 

Al respecto y por existir la doble personalidad del Estado, es válido formular la siguiente pregunta: 

¿Los organismos que integran la Administración Pública Paraestatal son Entes de Derecho Público o 

Entidades de Derecho Privado7. 

Como ya lo hemos estudiado, para el incidente de suspensión, en nada pue<fo afectar su naturaleza 

jurídica, pero ¿se podrá conceder la protección de la Unión en contra de sus actos?. 

Interesante planteamiento hemos citado, toda vez que, tanto para el Poder Judicial Federal; como para 

la Doctrina Mexicana del Amparo, estos organismos se consideran como Entes de Derecho Privado 

1°', sujetos por lo tanto a este régimen, motivo por el cual no es procedente el Juicio de Garantras. 

No ohstame. existe un solo grado de excepción, para los Organismos Descentralizados en donde se 

les considera autoriJades para los efectos del juicio de garantías y es "Cuando un Organismo 

dtsctntraliuu:lo adút como organismo fiscal autónomo. Pero, ¡ Mención.', solamtnJt tn tsos caros, 

,4N!ndi.:e al S.:!!\l!J\!lci" Judi~ial de la fedepciñn Quintn Ero.:a, Tomo XCV. p. :!087 

.,. Cfr. Gón¡tura Pim.:n1el, Gcoaro David, op. 1:1\., PI'· 1 ~l. 
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no en sus demás acluacWnes, por lo que no podrdn los gobernados promover juicio de 

garantlas ••• •. 109 

Ahora bien, para el caso de la obra pllblica, existe un gran mlmero de entidades paraest.atales que 

construyen obras de esta naturaleza como es el caso de la Comisidn Federa] de Electricidad, Comisión 

Nacional Del Agua, PEMEX, ASA, CAPUFE, TELECOM y SERVIMET, por citar algunos de ellos. 

Sin embargo, si bien es cierto, que tales organismos, tienen patrimonio y personalidadjurfdica propios, 

motlvo por el cual se considera, que son entes que carecen de la facultad de imperio, y por ende, se 

les da el mismo tratamiento que a los particulares, cabe sei\aJar el criterio de Ja H. Suprema Cone 

de Justicia de la Nación, al resolver el amparo administrativo en revisión, No. 3996/1934, promovido 

por Campos Otero Julia, en donde resolvió lo siguiente: 

"Ajuicio de In Sala, deben precisarse aün más estos conceptos, enconlrdndou qiu ti criterio 

de que debe strvir de nonna para definl'r tn qué casos se tstá EN PRESENCIA DE UN 

ACTO DE AUTORIDAD, deberú referim A LA NATURALEZA MISMA DE ESOS ACTOS, 

los que pueden ser, segün la doctrina anJes expresada, una reso/udón qiu a/tde a los 

particulares o actos de ejecución con esa misma caraderlstica, provenientes, unos y otros, 

de ORGANOS DEL ESTADO, DENTRO O FUERA DE LAS ORBITAS DE SUS 

ATRIBUCIONES LEGALES".'" 

1°' Góngora Pimcntcl, Gen&m David, op. tll,, p. 12. 

11" Sc:mn.1U1.rio Judi.:inl di: In F<'dcnu.·ión, Quinta Epica, Tnmo LXV, pp. 5033 a 5040 



Es decir, con este argumento se denota el avance que paso ha paso a conquistado la Jurisprudencia de 

la Suprema Corte, para modernizar el juicio de amparo, traspasando los umbraJes de los conceptos 

clásicos, para identificar a las autoridades responsables, estableciendo la fatultad de juzgar de acuerdo 

a Ja naturaleza del acto, y de los Organos del Estado, dentro o fuera de sus atribuciones legales, CON 

INDEPENDENCIA DEL GRADO DE DETENTACION DE LA FACULTAD DE IMPERIO. 

C.- ACTOS CONSUJ\f¡\J)()S DE UN MODO REPARABLE Y/O ACTOS CONTINU¡\J)()S (DE 

TRACTO SUCESIVO). 

•LQS ACTOS CONSUMADOS DE UN MODO REPARABLE son aquiUos que piwkn 1Yparor.i< 

por mtdio dtljuicio constüudonaJ, cuyo objeto es prtdsamtnlt volverlas cosas .al estado que ltnfan 

anJes dt la vUJlación reclamada" 111 • Haciendo notar que en contra de dicho tipo de actos no 

procede la suspensidn, toda vez que la Tesis Jurisprudencia! No. 173, visible a fojas 30 del Uflimo 

Apéndice, Tomo Comdn al Pleno y a las Salas eslablece "ACTOS CONSUMADOS SUSPENSION 

JMPROCEDENTE". 111 

Los actos de tracto sucesivo son: "/os qiu no st consuman por su sola emisión, sino q~ se 

desarrollan en diferenJts etapas sucesivas convergen/es, hacia un fin dtttnninada. El ado 

A1>Cndfil al ScfMMrio Judjci11! de )a Fcdcmcjóo 1917-1985, Oct..va Parte:, s.lu Y Tctit ComuOC!ll, Tcaia 
Juri1prudcnciaJ 12. p. :!8 

Jhidcm. 
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continuado, tambUn suele thnominarse ado tú trado sucesivo, que se traduce en diversos ados 

tspec{jicos ligados """ s{ por la cilaáa finalidad. Trol4ndose de la suspensl6n en los juldos de 

amparo, tsta medida cautelar ts procetúnlt rtspedo tk losados continuados en cuanto que paraliza 

el desarrollo ck los mismos, tvilando la rtaliradón de los ados espedficos fuJuros al travls dt los 

cuales, dicha finalidad se puede lograr" m. Por el contrario, en contra de estos, la H. Suprema 

Corte de Justicia de la Nación ha establecido "ACTOS DE TRACTO SUCESIVO. Tmldndose de 

hechos conlinuos, procetk conceder la suspensión en los tlnninos de la ley, para el efedo tk que 

aqulUos no SJ°gan verificándou y no queden irrtparablemtnlt consunuulos los ados qtu se 

Ahora bien, cuando se trata de la construcción de una obra pllblica, se pueden presentar dos vertientes: 

a) que estemos en presencia de un acto que tenga el carácter de consumado, cuando el quejoso tiene 

conocimiento de éste una vez que e1 mismo haya concluido, o, b) que al momento en que se inicie, 

el agraviado se entere de é."te, el acto en comento, comience su existencia. se prolongue en el devenir 

histórico y culmine, durante o después de concluido el juicio de garantías. 

Ahora hien. y atendiendo a lo ordenado por la ley de amparo en su artículo 21, el término para 

demandar a la autoridad responsable en esta vfa será de quince días contados •desde el día siguiente 

Bur¡:oa Orih11elll. lp:114Cin, Djec:ionacjo de Dc~cbo CoMjlucjoMI Gu!nlÍu y Amoam, Ed. Pomla, 21. edicWn, 
Mélico, 1989 p. 16. 

Ht Ag.,¿oJkc al Scm11naci1l Judicial de la fc:.dcl"!lcic\n 1917-1985, O.:tava Putc, Salru y Tc1i1 Comuncti, Tuüi 

Juri~rrudcncial 16 
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aJ en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notincacidn al quejoso de la resolución 

o acuerdo que reclame, o bien, al en que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución, o al en 

que se hubiese ostentado sabedor de los mismos•. 

Dada la naturaleza del acto eslá sujeta a la convergencia entre el desenvolvimiento del mismo a través 

del tiempo, con el conocimienlo de e.<;te por parte del quejoso. Además, la substancia jurídica del acto 

reclamado podrá variar con la figura de la suspensión, wda vez que, si ésta se concede, dará lugar, 

en Ja mayoría de los casos, a que el acto no se consume; por el contrario, si dicha medida cautelar no 

se otorga, podrá presentarse el caso en que el acto concluya en forma definitiva. 

111.- PROBLEMAS QUE SE PRF..SENTAN EN EL DESARROLW DE LA LITIS 

CONSTITUCIONAL. 

Conforme a la naturaleza lntrlnscca del amparo indirecto o bi·instanciaJ, tal controversia obliga a 

tramitar dos expedientes, que com:n por cuerdas separadas; el incidenle de suspcnsidn y el juicio 

principal. 

Debido a Ja vastedad de conflictos que pueden concurrir en este tipo de contiendas, nos limitaremos 

a exponer los que, consideramos se presentan con mayor frecucnda, segmt!ntandulas en los siguientes 

ruhros: 
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A.· INCIDENTE DE SUSPENSION. 

En vinud de ser el Juicio de Amparo, el medio de defensa Indicado, para que el panicular solicite la 

reparación a sus derechos, resulta notoriamente importanle analizar la figura de Ja suspensión, toda vez 

que, de Ja negativa de ésta, dependerá, en la mayoría de Jos casos, que el acto reclamado se ejecute 

en tal forma en que se haga imposible la restitución de las Garantlas Individuales violadas, objeto 

fundamental de este juicio. 

Aparentemente, la suspensión de los actos reclamados en el Juicio de Garantías se encuentra 

perfectamente delimitada en el Capftulo Tercero del Título Segundo de la Ley de Amparo, sin 

embargo, la hipt~tesis normativa se vuelve muy difícil de aplicar, en el momento, en que convergen 

dos aspectos de capital imponancia para el Estado Mexicano: por una parte el interés del particular, 

que solicita la protección a sus Derechos Fundamentales y por la otra. la satisfacción del interés social, 

que no debe afectarse ni detenerse por ninguna circunstancia externa. 

Al efecto, nuestra ley Reglamentaria establece: 

"ARTICUW 123.· Procede la Suspensi6n tú ojido: 

.•. JI.. Cuando se trate de algtJn otro ado que, si llegare a consumarse, harlajlsicamenJe 

imposible restituir al quejoso en el goce de la garanlia individual reclamada ... ". 
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•A.RTICVW 124.- Fuera de los casos a qut St rtfitrt al artfculo anterior, la suspensión st 

tkcrttard cuando concurran los requisiJos slguitnJts: 

/... Que la soüdJt d agra viada,· ••• 

•• 11.· Que no st siga ptrjukio al inttrls social, ni se conlravengan disposiciones de orrkn 

público, ••• 

•• !JI.- Que sean de dificil rtparadón los daños y peduidos que se causen al agravio.do con 

lo ejecud6n túl acto ••• "· 

"ARTICULO 130.- En los casos en que proceda hJ suspensión conforme al at1fculo 12./ de. 

esta ley, si hubhrt peligro inmimnte tú qiu se ejecute ti acto reclamado con n.otorlos 

perjuicios para d quej'oso, el Juez. tú Dis1riJo, con la sola prtsenJaclón tk la demanda de 

amparo podrá, ordenar que las cosas se manlengan en el estado que guarden hasta qut se 

notifique a la autoridad rtsponsab/t la rtso/udón que se dicu sobre la suspensión definilfra 

En cuanto a la ohra púhlka se rt!fiere y que ~s precisamente el objetivo de este trahajo. es muy 

importante hacer notar el juido de vaJor que se efectúa cuando convergen los conceptos de interés 
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social con el interés del panicular, ya que de éste depende el que se otorgue el beneficio de la medida 

cautelar o el que se deniegue. 

Como se recordará, en el capítulo segundo de este estudio, al tratar el tema de la expropiación, 

hicimos mención a la forma en que la doctrina mexicana conceptualiza las figuras en comento, sin 

embargo, la exégt!.<iis que en la pr~ctica cotidiana efectlla el Poder Judicial Federal, con el objeto de 

otorgar la medida cautelar, es ambivalente, tal y como lo acree.lita la siguiente investigación relativa 

a un conjunto de amparos, radicados en diversos Organos de Control Constitucional, en donde el acto 

reclamado deriva de la realización de una obra pllblica, y las Autoridades Respon.o;ables, fuerun la 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes y el Departamento del Distrllo Federal. 

En Jos juicios: 220/91·5, promovido por Virginia Suárez Angulo ante el Juzgado de Distrito en el 

Estado de TJaxcala; 205/91, promovido por R6mulo Godoy Herrera, ante el Juzgado Quinto de 

Distrito en el Estado de México: 477/91·2, promovido por Anemia Mora Lozada, representante del 

movimiento restaurador de Colonos de Ciudad NezahuaJcdyotl ante el juzgado Séptimo de Distrito en 

el Estado de México; 496191, promovido por Ricardo Sánchez Velazco ante el Juzgado Tercero de 

Distrito en el fatado de Sonora, y, 497/91, promovido por Albcno Juan Lastra Barquín, apoderado 

de lnmohiliaria Aljo S. A. de C.V., ante el Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Vcracruz, los 

Jueces de Distrilo consideraron pt!rtinente otorgar la Susperr.i6n provisional, coinddiendo todos en 

señalar substancialmente que, "Se concede la suspen..,ión provisional de los actos, para el efecto de que 

las cosas se mantengan en d estado que actualmente se encuentran". Sin embargo, es importante 
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precisar que, los juzgadores, no hacen especial referencia al por qué consideran que se encuentran 

satisfechos los requisitos del artfculo 124 y olvidaron hacer una valoración que determine la causa por 

la cual no se afecta el interés social. Es congruente sel\alar que, en la mayorCa de los expedientes 

precitados, se otorgó la suspensión definitiva una vez celebrada la audielÍcla Incidental, sin entrar al 

análisis del interés social. 

Ahora bien, en los Amparos: 253191, promovido por Claudia Pérez Cuellar, ante el juzgado Octavo 

de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal; t 1601991, promovh.lo por Jeslls Antonio 

Trujíllo Pineda ante el Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Coahuila; 117192, promovido por 

Francisco José Bishop Hernández ante el Juzgado Segundo de Distrito en Materia Administrativa en 

el Distrito Federal; 158/92. promovido por Promotora Internacional Santa Fe, S.A. de C.V. ante el 

Juzgado Sexto de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, y. 1~1/92, promovido por 

Margarita Valencia Viuda de Torres ante el Décimo de Distrito en Materia Administrativa en el 

Distrito Federal, los juzgadores, no especificaron los razonamientos a través de los cuales com:luycn 

que "no se sntisfucen los requisitos dcl urtfculo 124, motivo por el cuul se ni~a la suspen-;Um•. 

Continuando con el procedimiento de los asuntos en cita, es impurtante señalar que. la mayorfa de los 

Juzgadores, una vez celehraJa la Audiencia lndJental, y desahogadas las probanzas que señala la Ley 

de Amparo para este cao;¡o concreto, al dictar sentencia interlocutoria, sostuviernn su criterio vertido 

en el momento de ahrir el inciJcnte de suspensMn, haciendo resaltar que, en un grado muy elevado, 

en el texto de sus rcsnluciones, no razonan el por qué consideran que se han reunidl.l los requisitos del 
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anfculo 124, apoyándose en forma unánime en los presupuestos establecidos en los numeraJes 131 y 

132 de la ley en cita. 

Ahora bien, dentro de los amparos que nos ocupamos, los particulares o las Entidades de Derecho 

Público que en ellos actúan. interpusieron recurso de revisión en contra de las resoluciones decretadas 

por los A quos. dando como resultado que, los Tribunales Colegiados de Circuito, encargados de 

dirimir tao:; controversias, dictarán resoluciones paradójicamente dlsCmholas, ya que, aJgunos 

consideraron que sf existía afectación a1 interés pllblico y otros sentenciaron en sentido contrario 

(revocando, modificando o confirmando el criterio del Juez de Distrito). 

Los criterios en que se ba.o:;aron estas determinaciones son: 

•sUSPENS/ON. INTERES SOCIAL o INTERES PUBLICO. su DEMOSTRACION. No 

basta que d ado se funde fonnalmenle en una ley tk inJerls público, o que en fonna 

expresa o impliciJa pretenda perseguir unajinalr'dad de in.terls social, para que la suspensidn 

sea únprocedenle confonne al articulo 124 de la ley di! amparo, sino que es menesur que 

las autoridades o los terceros perjudicadas aporlen al ánimo dd jur.gadar elemenJos de 

convicci6n suficienJes para que pueda ra:.onablemenre eslilnarse que, en el caso concreto que 

se plantee, la concesión de la suspensión causaria tales pe1juicios al inleris social, o que 

implicarla una conlravendón direcla e ineludible, prima /ocie y para los efedos de la 

suspensión, a disposiciones de orden público, no sólo para el apoyo formalmenle buscado 
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tn dichas disposiciones, sino por las caraderlstic:as materiales cúl ado mismo, por lo demás, 

aunque pueda ser de inJerts público ayudar a ciertos grupos tú personas, fW se debe 

colJfundir ti inJerés particular ch UIJQ tk esos grupos con el inJerts público mismo, y cuan® 

no tslln tn juego ti inJerls tk todos esos gropos protegidos, sino el de uno s61o tk eUos, 

habrfa que ver si la concesidn de la suspensión podrla daflar un inJeris colectivo enfonna 

mayor que como podria daiiar al quejoso la ejecución del acto concreto rtdmnado, o sea 

que, en ténninos generales J para aplicar el criierio de inJerls social y de orden público 

conJenldos en el precepto en comenJo, se debe sopesar o conJroba/ancear ti pe1juido que 

pddrla sefrir el qutifoso co11 la ejuudón del acto rtclamado, y ti ITU)IJ/O tk la qfecJación a 

sus derechos en disputa, con el pe1juicio que podrla sufrir las metas de inJertses colectivos 

perseguidas con el aao-conereto de autoridad". m 

"SUSPENSJON. JNTERES PUBLICO.· Al resolverse sobre la suspensión de los actos 

ne/amados, ckben sopesarse confomre al artfcu/os 124 de la Ley de Amparo, los daños y 

perjuicios (paJninonia/es o no), que la"partt quejosa puede resenlir con la ejecucidn de los 

actos reclamados o con los tfeaos provocados o den'vados ch tilos, con/ro los datlos y 

perjuicios que se puedan ocasionar al inletis público o al bienestar general con lo dilación 

dt la ejecucidn de los actos, es decir, no se /rata de examiMr si es convenienJe o necesan'o 

al inleñs general que se realicen los acJos red!llnOdos, sino qzu se debe delenninor si hay 

Ar<ndjcs: 11! Scmn.nujo Judjcj!!I de la falms.ñn 1917-1985, Sula Epo>Cll, Toruo VI p. 2L Te'ia 11 del Primer 
TrihuMI Colcr;iaJo de: Cin:uilll en M111.cria Admini~~iva. 
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o no urgencia en qiu se realicen, y comprobar los daiios que la susptnsi6n puede ocasionar 

al inltrb públko: con los daflos que la ejecuci6n o consecuencias de losados redama®s 

pu.tdtn ocasionar a la parle qUl!}osa. Y al anaJWzr estos t:lenunlos, de ninguna manera se 

deben JHrrkr tk vista que al quejoso se le obliga d garanlizDr los daños qru pueda causar, 

ya que ¡NJm ello se le exige una fwnzn, mienlras que las Autoridades no suelen indemni:Dr 

los dnños (pa.Jrinwniales o no) que cause a los particulares con la ejecud6n de los ados 

reclamados. En efedo, se ha venblo estimarulo (sin que aqul deba analizarse si con eUo se 

satisface el arliculo 80 th la úy de Amparo) que en caso de concesión del amparo la 

restitución de las cosas al orden anJerior no incluye la obligación tú la Autoridad~ pagar 

los daños y petjuicios causculos a la parle queiosa con la ejecución de sus ados que fueron 

encontrados i.nconstilucionales y, por ende, ü{ciJos "· 116 

En este orden de ideas. debemos analizar cuál ha sido el criterio de la H. Suprema Corte de Justicia 

de la Nación. aún cuando, por las reformas de 1988, ya nll conoce de estos asuntos, (sin olvidar que, 

en determinado caso podr(a aplicar su facultad de atracción), ya que ésta, a través de su jurisprudencia 

estableció: 

'SUSPENS/ON DEL ACTO RECLAMADO, CONCEPTO DE ORDEN PUBLICO PARA 

WS EFECTOS DE LA.· De los /res requisi'los que el arllculo 12./ de la úy tk Amparo 

Al!!!n<.fo:c al Sc11\l\l\IHio Judkial de la f<'dcn1c11'in 1911·1985, Séptima Er.ca, Volumen 91·96. Tc•Í• de Jur11pru<lcnci1 

16. p )09 
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establece para que proceda conceder la suspensión dejinüfra del acto redamada1 descuella 

ti que se consigna en segundo llnnino y que consiste en que con ella no se sigue perjuicio 

al interés social ni se con1ravenga disposiciones de orden público. Ahora bien, no se ha 

establecido un criterio que defina, conduyenJemenJe, lo que debe enJenderse por inlerés 

social y por disposiciones de orden público, cuestión respecto de la cual la Tesis No. 131 que 

aparece en la páginn 238 del Apéndire 1917-1965 (Jurisprudencia Com1ín al Pleno y a las 

Salas), sostiene que si bien la estimación del onlen público en principio correspom:k al 

legislador al didllr utu1 Lty, no es ajeno a la funci6n de los Ju:,gcidores apreciar su 

existencia en los casos concretos que se les sometan para su fallo,· sin embargo, el examen 

de la tjempUficacidn que contiene el precepto aludido para indicar cuándo, entrt otros 

ca.sos, se sigue ese perjuicio o se realir.an esas conlra••et1ciones, as{ como de los que a su vez 

señala esta Suprcmn Corle en su Jurisprudenci4, rei•ela que se puede ro.:onableme1tle 

colegir, en ténninos generales, que se producen esas situaciones cuando con la suspensión 

se prfra a la colectfritlrul de un beneficio que le otorgan las leyes o se le inftert un dnño que 

de alguna otra manera no resenlirin". 111 

Lo anterior demuestra, como acertadamente lo expresa el Maestro Juventino Castro que "WS 

CONCEPTOS PERJUICIO Al JNTERES SOCIAL, Y SU COMPLEMENTO: CONTRA VENCJON 

Apo!'iiJkc a.! ScinaMrin Judki11! Je !a. frJqpcj~a. 1917-1918. 2-, Parte, Salu y Tai• COf1'll.lflCa, Tni.l luritprud~ncUJ 

186), pp. 3009 y 3010. . 
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A DISPOSICIONES DE ORDEN PUBLICO, SON DE MUY DIFICIL PRECISION""' . Por tal 

motivo, resulta pertinente analizar las opiniones de aqut!llos que conforman la Doctrina Mexicana del 

Amparo, para el efecto de integrar un \:riterio global a este respecto. 

El Doctor Carlos Arellano García, indica al resp\.\cto que: "Sobre esa/raseologfa legal "QUE NO SE 

SIGA PERJUICIO 1\L INTERES SOCIAL" esforzoso hacer l'Orias consideraciones inlerprelallvas: 

- Si ese inlerés social está consagrado en una Disposición Legislaliva, la Norma es de Orden 

Público. 

- La palabra "Pefjuicio" no debemos enJenderla como se ha interpretado en el Derecho Civü, o 

sea, como la pn'vación dt una ganancia llcila. Sobre este parlicular, la Jurisprudencia de la 

Supremn Cor1e de Justicia de la Nación ha detenninado que el concepto "Perjuicio", paro los efedos 

del Amparo, no debe tomarse en los tinninos de la Ley Civil, o sea, como la pri1Jaddn ~ una 

ganancia licüa, o como el menoscabo en el palrimonio, sino como sinónimo dt ofensa q~ st hnct 

en los derechos o intereses de una persona. 

- Por tanJo, SE SEGUIRA PERJUICIO AL INTERES SOCIAL CUANDO SE OFENDAN WS 

DERECl/OS DE LA SOCIED,W. El Jue: de DistriJo no otorgan! la Suspensi6n d<I Acto 

Reclamado, que le ha solicilado ti Quejoso, cuando, en su concepto, el otorgamienlo dt la 

111 Cutru, Juvcn111w. fil\rftnHu y Am[?:!IC"', EJ. Pomla, 7•. edición, Mhico, 1991. p . .SOl. 
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suspensión ofenda los derechos de la Sociedad, de la Colectividad. 

- El Juez th Distrüo goza tkfacultades discrecionales para delenninar, en el caso concreto tk que 

se traJe, QUE NO SE CONCEDE LA SUSPENSION SOLICITADA PORQUE SE SIGUE 

PERJUICIO AL JNTERES SOCIAL. El Legislador no ha podido pre•·er opriorlsticamenlc todos los 

casos en que puedan ofenderse derechos de la Coledfvidad. Por ello, ha dejado a su bue~ crilerio, 

que no debe ser subjetfro, sino objeli~·o, detenninar cuándo, en la siJuación concreta, se puede 

afectar los derechos de la Co/ectfridad, 

- En su connotación gramatical, más general, INTERESES EL "PROVEC/10, UTIUDAD O 

GANANCIA". Por tanlo, si el ado reclamado implica un pro••echo, uJilidad o ganancia paro la 

Colectividad, para la Sociedad, para el conglomerado, ~l Ju.e: de Distrito podrd NEGAR L.A 

SUSPENSJON, si juzga que la suspensión ~I ado reclamado afecJará ese prol'ttho, utüülad o 

ganancia, para la colectividad. 

- Consideramos que el Juzgadorck Amparo no thbe concreta~e a establuer dogmdli'tamenle que 

se sigue petjuido al inJerts social y que por ello no concede l.a suspensi6n soliciladil. 1/A DE IJAR 

CUMPLIMIENTO AL ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL Y llA DE FUNDAR Y MOTIVAR SU 

DECISION. La fundará en la fracción /l del articulo /2./ de la Ley de Amparo y la motivard 

medianJe el señalamienJo de las ra::.ones por las que, en su conctplo, el otorgamúnlo de la 

suspensi6n del ado reclamado ofedará el prol"echo, uJÜidad o ganancia que la Coledivúúul derive 
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del acto r<damado. SI NO ESTA EN CONDICIONES DE llACER ESTA MOTIVACION, ES QUE 

NO llAY PERJUICIO AL INTERES SOCIAL". '" 

Por su pane, el Maestro Alfonso Noriega Cantú, despu& de una serie de renexiones, llega a concluir 

que: "En mi opinión, un rtcto crilerio inlerprelalivo del arl(culo 124 es el siguiente: En los rosos 

enumerados en la fracción 11, párrafo segundo del articulo mencionado, el Juez al conocer del 

incidenJe de suspensión, está obligado tenninantemenle a negar la medida, porque por disposición 

expresa de la ley, se petjudfra el inJerés socinl o se contravienen disposiciones de Orden Público. 

En lodos los demás casos, distintos de los enumerados, d Juez. concetú su facultad de estimar y 

calificar los actos reclamados, en cada caso específico, para rtsoh•er si procede o no conceder la 

swpensión del ado reclontado". 131 

El Doctor Ignacio Burgoa Orihuela, expresa que: "Ahora bien, en su operaJividad rtal los dos 

cilados rtquisüos de procedencia de dicha medida wulelar suele aduar en las siguientes principales 

hip6tesis que nos penniliremos señalar a continuación: 

.•• 4.w Cuando d acto redamado, por más arbürarlo, desmánico, o tiránico que se suponga y aunque 

revt:le una notoria inconstilucionalidad (cuestiones éstm CU)'a calificación es ajena a la lnstüución 

Suspensional), persigue como fin inmediaJo y directo algún provecho a la" Sociedad, bien sea 

Arcllano G11n:í11, C11rln~. El Juicio de Arnp11ru, EJ. Pumia, Mtlico, 1982. pp. 8S4 Y 88~. 

Noriet11. Cl\.11lú, Alfnft'll, Lccc11u1p de Ampam. Tol11'1 11. Ed. Pumla, )1.. c~fo:i<'>n. Mtiicn. 1991. p. 10"-2. 
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procurando saJis/acer um:z necesülad colectfra, eviJar un mal público u obtener un verdadero 

beneficio común, la suspensi6n no debe concederse, ya que en caso de otorgarse, se afee/arfa el 

inJerls social, cuyu necesario preservacicfo rebasa en muchas ocasiones los límites de lajunilicúúul, 

circunstancia ésta que sólo es motfro de inralidación del expresado acto, ·pero no de su paroli::.ación 

del Juicio de Amparo". En lfruas posten'ores, manifiesta abief1amente que: "1..A sw;pensión del actfl 

reclamado es una instüudón procesal que presenta una TONICA FRA.NCAMENTE SOCJ,tL, ya que 

su procedencia se registro en ténninos generales, según dijimos, cuando el interés de la so de dad no 

prei•alcce en cada caso concrclo sobre los intereses espeda/es dtl quejoso, o ruando la tutela de 

estos, al través de la paraliwción de los actos reclamados, no darla los del conglomcrodo humano 

o no dej'a i'nobservadas nomws de Orden Público. PODEMOS AFIRMAR, por tanJo, qiu un 

espfriJu de solidaridad colectü·a enseñorea las decisiones Judiciales relativas a la suspensión en el 

Juido de Amparo y que al través de ellas, es como el Ju:Cador Constitucional puede velar por la 

presen·ación de tos au1én1icos inJereses sociales, sea no impidiendo la actividad aWoritarla que 

realmtnJe los proteja o tienda a protegerlos o bien deteniendo la que propenda a dañarlos medianJe 

la afedación de la cifero par1iculardd agraviado personal. El rlgimenjurúlico condicionan/t de 

la procedencia suspensional es lo que con.stiluye ti aspedo social más relcvanJe de nuestro Juicio 

de Amparo, el cual, SI SE GESTO EN UN AMBIENTE DE C/..,\SICO INDIVIDUAUS.110, 

AllORA AN~\CRDNICO, es dedr, como medio proledor de las GaranHa.<i lndfriduales, llA 

REBASADO EN LA ,\CTUALIDAD WS LIMITES MEZQUINOS QUE SU INCURACION 

JJISTOJ?,JCA LE SEÑALADA, paro con~oer1irse, dada su propin Indo/e teológica, en una Instilución 

de tulela de todo ti Sistema Constilucional que es la columna ~·enebral~ la vida tú Múleo: y si 
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tan importanle es nulificar medianJe el Amparar un ado tk AuJoridad que sea opuesto a la Lty 

Fundamental, no lo es menos convalidarlo en el supuesto conJran·o. De ah/ que la invalldaci6n y 

la convalidación de los acJos de cualquier Orga110 GubernaJivo del Estado, sean los dos objetos 

cardinales de la finalidad genén'ca del 1lmparo, debiendo concluirse, con lodo rigor lógico, que la 

Constilución ES SU FIN TUTELAR )'QUE SI EN LA CONSTITUCION SE llAN PLASMADO 

NORMATIVAMENTE LAS M,\S CARAS ASPIRACIONES DEL PUEBLO MEXICANO, ES EN 

NUESTRA GLORIOSA INSTITUC/ON DE CONTROL DONDE ESTAS ENCUENTRAN SU MAS 

EFICAZ BALUARTE JURID/CO, puesto paro apuntar con índice de fuego cualquier acto de 

Autoridad que los traicione, as{ como paro/izar el que tienda a realizarlos".m 

La H. Suprema Corte de Justicia de Ja Nación, en su Manual del Juicio de Amparo, que constiluye 

la compilación de la'i enseñanzas que se imparten en su Instituto de EspeciaHzacidn Judicial, declara 

qui!: "Corresponde pues al Juzgador, haciendo uso de la facultad que como tal está dotado, aprtciar 

cada caso concreto que se le presenle y delemiinar, tomando en consideraci6n las circunstancias del 

mismo, si, de concederse la suspeusión, se segw'rá perjuicio al interés social y se contravendrfan 

disposiciones de Orden Público" 1~ • En rclachfo con este punto, el Primer Trihunal Colegiado en 

Materia Administraliva dd Primer Circuito acertadaml!ntc ha establecido que: "no basta q~ el acto 

se funde fomuúmenle en u11a Ley de Interés Público, o que en fonna expresa o implfcüa pretenda 

seguir una finalidad de lnJeré.'i Social, para que /u suspensión set1 improcedenle, confomu al 

Cfr .• Bur¡l.011 Onhucla, J~naci", El J111cu1 de Amrnru, EJ. Pumia, '.!8". cJici•in, Mé~ico, 1991. pp. 73-i-736 

Sup~mn Corte de Ju•llCÍ" de 111 N1uaón, ~bnw1! dd J111cin de Ampnrn, Ed. Thcrni1, Mé:l1cn, 1991. p. 108. 
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articulo 124 de la Lty de Amparo, sitw que es menester que las AuJorldmhs o los Terceros 

Petjudú:ados aporlen al dnimo del Juzgador elemenJos de convicción su.fidtnlts para qiu: pueda 

rar.anahlemtnJe estimarse que, en el caso concreto que se planlet, la concesi6n tú la suspensf6n 

C4usarla tales perjuicios al inJerts social, o que implicarla una contravtncidn dirtda e ineludible, 

prinllJ facU y para los efedos ck la suspensión, a disposiciones de onkn público, n.o s6/o para d 

apoyo fomwlmenle buscado en dichas disposiciones, sino por las caraderlsticas materiales thl 

mismo .•• ". ll'l 

Concomitantemente resulta trascendental transcribir la opinión de Don Femando Vega, asiduo defensor 

de los derechos naturales dt:l hombre, quien manifestó que " ... &ta regla irreprochable, tiene por 

finúlnw apoyo la naJuraleza misma de la instiluci6n y su funcl6n más importanl< LA 

RESTITUCJON DE LAS COSAS AL ESTADO QUE GUARDABAN ANTES DE COMETERSE LA 

VIOLACJON. La úha ch i'rrtparobllidad, está en annonla completa, con la irrestiluddn. En uno 

y otro ctJSO, d acto ejtcuJado tn condidonts DE NO PODER SER CONVERTIOO A SU 

PRIMITIVO ESTA.DO, "" podía stn·ir de tlJulo para un amparo constüuci.o!Ud, porqut strla 

imposiblt tn ti ordtn físico qut tl recurso pudltra dar vida, qut ES SU UNICO FIN, qut al acJo 

qut se ha consumado con la más perftcta plenitud •.. ". "Pues bí'en: si la únposibilldado dijkullad 

(que ts lo mismo) ck restiluir un htclw a su estado anlerior, es el incenlfro más podtroso qUt putdn 

tslrtcharnos para impedirlo, para astgurar la malerla del juicio dt amparo, y para procurar qut 

el recurso constilucional no se convierla en una quimera, no lo dudemos, DECRETAR SE DEBE 

in lhidcm. 
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SU INMEDIATA SUSPENSION, AUN CUANDO EL ESTADO, l.A SOCIEDAD O UN TERCERO, 

TENGA UN INTERES POSITIVO EN SU DENEGACION, porque sobre esos inlereses secundarlos, 

completamente ajenos a fa institución, está el prestigio del sistema en que se funda y la incolumidad 

de los principios sobre los que reposa tanla solidez. !Rindamos homenaje a la superioridad de su 

existencia!". "Pareciera paradójico, pero al[( estd la ley, viva y palpiJanle, protestando conJra toda 

incredulidad. lA Ley Reglamentaria, la encargada de mejorar esa institución y sall•ar su decoro, 

preve el caso en que el inJeris del Estado y de la lnstiJución, estén en conjlfr:to o colisión pero este 

conjlido, esa cohesión, la resuefrc con la nufe:.n misma que el sable de Alej'andro corló ti muto de 

Gordio: Sobreponiendo el inJerés del Estado, al inlerls de la insh"tución. Estaba reservado para estos 

tiempos, ti golpe más nulo que ha podido infen'ne a la más btlla de nuestros creaciones polfticas. 

!El lnlerls del Estado!, ¿hay porl'enlura concepddn más irreductible? ¿concibe la mente hu.mema 

úka más accesible, por expresanne de este modo, más variada e in]iniJa en sufonna, y más clásica 

en el terreno de las apreciadones? Evú/enlemenJe que no,' a tftulo de INTERES DEL ESTADO, 

se han sacrificado más de una vez. los atenlados más groves contra la vida humana contra la paz. 

contra las mismas instiJuciones. La historia, ese libro abierto de la experiencia, encierra terribles 

episodios consagrados por esa creación tétrica que EL INTERES DEL ESTADO SIMBOLIZA. 

El Lic. Hugo Rangel Coutu. critii;aha severamente al Puc.11:r Juc.11cial e.le la h.~.h!rac1l)R, tic su época, 

Cír. Vc11, Fcma.ndo, Lp Nueva 1.cy Je AmMro de Giimntiu ~. lmrrcnll de J. Ciuznwin, MtAico, 1883. 

rP· 64. 76. 
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ya qu~. él consideraba que: "Por inconstilucional que sea un acto, se niega la suspensi6n si se 

estima que hay i1J1erls público en que el acto se ejecute"; aduciendo que "no es dable dicha 

circu11.slancú:J !Como si el iu.Jerés público pwll't:ra estar interesado en las l'iolacioncs al C6digo 

Supremo del Pals! ••• ". 1
" 

Con posteriorillad el i:x-ministro proponía que "Si el amparo persigue finalidades eminenJemenJe 

prdcticas, el quejoso debe recibir sus bet1eftdos, por ser obra de la suspensió11, QUE EN CIERTO 

SENTIDO DEBE ANTICIPAR LA PROTECC/ON QUE REQUIERE EL QUE INTERPONE EL 

JUICIO CONSTITUCIONAL". "La violación de una Gartmlla ú11plica desquiciamiento social por 

ruptura del orden Constüucional y el Amparo, instituido para manJener ese orden, debe prever a un 

inmedialo nmedio,· pierde la suspensi6n su se111ido si mediante ella se aplOVJ el c1unpUmienJo de 

actos ConstiJucionales o no logra impedir In ejer:udón de ados lnconstiJucionales; SI EL FIN DEL 

AMPARO ES REESTABLECER EL EQUILIBRIO CONSTITUCIONAL AMENAZADO PO/I LA 

EJECUC/ON DE UN ACTO VIOLATORIO DE LA SUPREMA LEY, DELPAIS, LA SUSPENS/ON 

DEBE COORDINARSE A TAL PROPOS/TO; EN UNA PALABRA, DEBE PRODUCIR EFECTOS 

DE UN AMPARO PROVISIONAL".'~ 

Don Manuel Duhlan, en una tesis muy ed~ctica, afirmaba: "En la cuestión de los Juicios ~ 

Amparo, como en todas las grandes cuestiones filosóficas, se presentan dos sistemas que tnun 

111 Couto. Ricanlo, Tf'11t11dn lS~rieo·Pn{cljcn de Ja Su~cen~ión en si Aml!!J!?, Ed. Pomla, Za. edición, Mbico, 19~7. 
p.117. 

11
• Cír. Cuuto, Ricanlo, op. cit., pp. :!~O y :!21. 
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dividido al mundo •n el campo tk la Jurisprudencia y tk la Lrglslad6n. El Individualismo qur 

aspiro a que sea el Derecho Privado la rtgla predaminnnte en todas las relaciones y apllcacioMs 

sociales, y d sistema que prttetuk que ti inJerls dd Estada sea el Pn"ncipia reguladcr al qiu deba 

dársele prt/erencia (estaJismo)... As( es que la verdad está en alejar ti anlagonismo de ambos 

principios y procurar su concüiadón, por ello, ckspués de/onnular otras consüüradones, llegamos 

a la conclusión de que " ••• no es acertado thjarse guiar en esta mattria por un sistema exclusivo, 

ni preocupar.re del triunfo de sus ideas, sino qiu alendhndo al objtlo primordial que la ConstiJudón 

se propuso al instüuir tal Recurso, cllbese consultar quA es lo que redama el Dtrecho Prlwulo, y al 

mismo tiempo qué es lo que en tal caso ckmanda d verdadero inJerls tU la sodedad". in 

Como Ge observa, el problema en este caso concreto, se circunscribe al dallo que podría sufrir el 

interés social con el otorgamiento de la medida cautelar, por lo que es válido reflexionar en tomo a 

lo estudiado en el segundo capftulo de este trabajo en donde analizamos desde la planeaclón hasta la 

ejecución de la obra pública, lo cual nos permite tener una visión más amplia del por qué se considera 

que Jos danos causados por la ejecución de una obra de esta naturaleza, se traducen en actos de diffcil 

o Je imposihle reparación, ya que, como se recordará, en la actualidad, la.o; obras públicas se llevan 

a caho por mandato de alguno de los planes que se estatuyen para la realizadón del desarrollo global 

de nucstrn país, m11tivo por d cual, es Mgico considerar que, debiiJo al proceso inflacionario que vive 

el Estado en general. una ohra de e.o;a naturaleza, se con.o;truirá de una forma o de otra, por ser 

necesario para nuestro desarrollo, motivo por el cual, es imprescindible el lugar que ocupa la 

DuMAn. M11.11ucl, citado ror Dur¡r:oa Onhucla, lgni1do, El Juicio de~. op. c:it., p. 736. 
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propiedad del quejoso, 

Se considera que debe de tenerse un cuidado especiaJ al negar la suspensión a1 quejoso, sea en forma 

provisional o definitiva, porque de esta circunstancia dependerá, en gran 'medida, el grado del daño 

que se cause al particular al término del juicio. 

Ahora bien, hasta este punto y salvo los criterios de los tres tiltimos tratadistas, podríamos considerar 

que el sustentado por Jos diversos Juzgadores al negar la suspensión, en cualquiera de sus etapas, es 

atinado, no obstante, nos permitiremos hacer breves reflexiones del por qué no ~camos del todo de 

acuerdo con esta situación. 

En primer lugar, la fracción 11 del artículo 124 de Ja Ley de Amparo nos babi~ en forma espedfic:a 

del "perjuicio al interés sociul". sin embargo, el artfculo 107 fracción X de la Constitución Polltica 

de los Estados Unidos Mexicanos, establece que "los llCtos reclamados podrán stt objeto de 

susperuión en lm, tJ1sos y mediante Ju.e;. condicione<; y gnrur.lías que determine lu ley, para lo cuul 

se lomurán en cuenta Ja nalurnler..a de la vlolaclón ulegadu, la dificultad de repuraclón de los 

daiios: y perjuicios que pueda sufrir el ugnt\'iudo con su ejecudón, los que lu suo¡pcn.c;.i6n origine 

a terceros perjudic.ados y el INTERFS PUBLICO". 

De lo antt!rior se dc<luce, que t!I conccplo de tNTERES SOCIAL que se hiw valer por todos los 

juzgadores, no se em.:uenrra en la Constituck~n FederaJ, ya que ésta hace referi:~cia aJ INTERES 
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PUBLICO y no al INTERES SOCIAL, debiemJo recordar por hermenéulicajurldica, que un precepto 

reglamentario nunca podr:I ir más allá de la Ley que reglamenta. 

Como segundo punto, es pertinente analizar cuál era el criterio de uno de los más grandes ilustres 

Juristas y conformadores del Juicio de Amparo que ha tenido México, Don Ignacio L. Vallana, quien 

desde su histórica ejecutoria de focha 31 de enero de 1879, vino a esclarecer cómo se debía de actuar 

al respecto, al indicar: 

"A.- Que no es arbüraria ni discredonal la facultad que pam suspender el ado 

reclamado conceden a losjueces tú Distrüo los articulo Jo, So y 60, de la Ley cü 20 

de enuo dt 1869, supuesto q~ el articulo 25 de esa misma ley dedara que es causa 

de responsahüidad el duretar o no la suspensi6n del ado reclama.do de doruú se 

debe inferir que hay casos en que el jue::. debe necesariamente ordenarlo, otros en 

que está obligado a negarlo, so pena de incumºr en responsabilidad; 

B.· Que los Jueces Federales ckben, en consecuencia, obsen•ar ciertas reglas para usar 

aquella facultad, reglas que aunque no expresadas en la ley, si se tkduun de su 

esp(riJu y del objeto y fin de/juicio de amparo, y reglas que deben servir para fijar 

el derecho público de la nación sobre este punJo tan importan/e. 

C.· Que una de esas reglas, sino la principal, es la que se desprende del esplriJu del 
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art(culo 23 tú la ley dt 20 de enero ciJaáa, porque si tl fin dtl amparo es que se 

restituyan las cosas al estado que tenlan antes de violarse la Constüucidn, esforwso 

e úulispensable decretar la suspensión del acto reclamado, siempre que la ejecución 

tú lste st consume de tal modo que deje sin maleria tliuicio, o que haga ünposible 

esa restiJución de las cosas que tenían antes de violarse la Constiludón, 

deduciéndose por una rozAn a contrario stnsu que cuarulo ese motfro capiJal falta, 

y no hay ra:ón fundada en el espíritu de la ley, la suspensión es únproce"nJe, y 

compromete la responsabüiáad del juez que la decreta ". 1:i 

Como tercer punto, podt.!mos indicar que. acord!! a la Jurisprudencia, los Juicios de Amparo Indirecto 

no deben tardar en resolverse más de seis meses, motivo por el cual, los Juzgadores deben prestar 

especial interés en este tipo de Juicios y valorar el grado de afectación que sufrirá la Sociedad en ese 

lapso. 

En cuarto lugar, consideramos que ha sido un error por parte del Poder Judicial Federal el no tomar 

en wnsii.leracil'n la propuesta del Lic. Hugo Rangcl Couto. con lo cual se evitaría el anquilosamiento 

qui! expresaba el Mac.stro Noriega, en torno a la suspensión. para que ~ta "tw conlinút s;endo 

tennlnante tn ti scnlido dt que la susptnsión del acto rtdamado tiene exdusil'amenlt, como efulo, 

11Ulnlener las cosas en el estado qut gUtJrdahan al concederse dicha suspensión y, por tanlo, que ti 

CCllc:gio de Secrclari<'• Je E111.1dio y Cuenta Je la Sup~ma Cor1c: de Ju111ida de la Nación A.C., La S.11rco1Mp de: 
Jo• AclM Rc:.:lawdn1 c:o e\ J111c·11• de Amp11r11, Ed. C'nlcnu Ed1lor y Oi.trihuidor, la. c:JiciQn, Mhico, 1919, pp. 

13y14. 



119 

oda redamado no se ejecuJe, sin qut, POR NINGUN MOTIVO AL RESOL VERSE ELLA, 

PUEDAN ESTUDIARSE CUESTIONES QUE SE REFIERAN AL FONDO DEL ASUNTO DEL 

AMPARO, PORQUE ESTO IMPLJCARIA DAR EFECTOS RESTITUTORIOS, PROPIOS DE LA 

SENTENCIA DE FONDO RESPECTO DE LA CONSTITUCIONAL/DAD DEL ACTO 

RECLAMAD0". 1'9 

Como \lltima consideración, y siendo cautos en reservar lo que expresaremos en líneas posteriores, 

al momcn10 de estudiar la EJECUCION DE LA SENTENCIA DE FONDO, consideramos pertinente 

que el Juez haga una valoracidn fururizada de los daños y perjuicios que sufrirá la Sociedad en el 

momento mismo en que deba darse cumplimiento a la Ejecutoria y, los daños que se sufrirán de 

man<ra global al otorgar la SUSPENSION DEFINmVA. 

Por todo lo anterior, concluimos, que es notoriamente inconstitucional denegarle aJ particular la medida 

cautelar SIN HABER PRACTICADO UNA EXEGESIS, NO SOLO DE LOS DAÑOS PRESENTES 

Y FUTUROS QUE SE CAUSEN AL INTERES, SEA QUE ACEPTEMOS QUE ES PUBLICO O 

SOCIAL, CON LOS DAÑOS Y PERJUICIOS QUE RESENTIRA EL PARTICULAR SI NO SE LE 

CONCEDE ESTA MEDIDA y cnncomitantcmcnte, C-Onsideramos equívoco el actuar de los Jueces que 

así lo hicieron en los Juicios qu~ conforman nut!..<itra práctica de campo. 

Sin emhargo, una alterna1iva de solución a tan grave prohlcma, con!<.ish! en que el juzgador, no sólo 

•:- Cfr Noric¡.ta CamU. AlforlMl. Lcccinnc• rlc Amp1m•. Tomn 11, op. cit., pp. 1018-106:?. 
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analice las pruebas que le aportan las panes, sino que, conforme al derecho que le asiste en el art(culo 

19 del Código Federal de Procedimientos Civiles, en aplicación supletoria de la Ley de Amparo, exija 

a las Autoridades Responsables la presentación de los estudios, o al menos uno de éstos, que se 

practicaron por fas encargadas de planear y presupuestar la Obr~ Ptlblica y que analizamos en el 

capítulo anterior. 

B.- JUICIO PRINCIPAL. 

El juicio de amparo indirecto como la generalidad de todo tipo de juicio, se inicia con el escrito de 

demanda, que debe cubrir los presupuestos que le impone el anfculo 116 de la ley reglamentaria, sin 

embargo, desde el planteamiento de ésta, el quejoso tropieza con graves dificultades, toda vez que, 

como se estableció en el capítulo inmediato anterior, en la planeación, presupues~ción y construcción 

de las ob~ públicas, intervienen un gran número de autoridades de diversas dependencias de la 

Administración P\lblica Federal. Estatal o Municipal, y la ley de amparo, le impone como requisito 

sine quan non, la obligación de citarlas, con su denominación actual, circunstancia que obstaculiza la 

esencia de éste juicio. 

Asimismo. la fracción IV del artículo en comento, impone la obligación de señalar, el acto reclamado, 

y en virrud de que c..., precisamente aquf, donde se ~tablecen los parámetros sohre los cuaJes versara 

la litis constitucional, el quejoso deberá de tener especial ~uiJadu en delimitarlo en una forma 

cuasi~perfecta, evitando atribuir actos a autoridades diversas de quien en la realid~ las practica, ya 
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que, además de las sanciones en que incurre al no conducirse con verdad, corre el riesgo de que, ante 

la negativa expresa de las autoridades en cita, y en vinud de lo extenso de los expedientes, el órgano 

juzgador se confunda y decrete el sobreseimiento o deniegue el amparo y protección de la justicia 

federal. 

Atendiendo a lo establecido por el anCculo 147 de la Ley de Amparo: "51 el Juez de Distrito no 

encontrare motivo de lmprocedencla, o se hubieren llenado Jos requisitos omitidos, admitirá la 

demanda y en el mismo auto, pediría Informe con justlncnclón a las autoridades responsables y 

huni saber dicha demanda al tercero perjudicado, si lo hubiere, señalará dfa y hora para la 

celebración de Ja audiencia, u más tardar dentro del término de treinta días y dictar.á las demás 

providencia.'ii que procedan con arreglo a esta Ley ••• ". 

El supuesto ideológico que contiene el precepto. es la fijación de la litis sobre la cual versará la 

controversia. y la oportunidad de defensa a la autoridad senaJada como responsable por el quejoso. 

Atento a lo anterior, dentro del desarrollo del juicio, puede suceder que la Autoridad, se allane a la 

demanda o bien dentro de su informe controvierta los hechos y el derecho plasmado en el libelo, 

asimismo, puede explicar la'i causales que a su ju ido sean motivo de IMPROCEDENCIA y, por 

..:onsecucnda, solidtar el SOBRESEIMIENTO del Juicio, o bien pc.dir se niegue la PROTECCJON 

DE LA JUSTICIA FEDERAL. Adcmá.'i, i:n ese acto, exprc.sará sus ddcnsas válidas que po<lrán 

consistir, entre otra'i, en que ella no tiene intervención alguna en la planeaci~fo. presupuestacíón o 
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ejecución del acto reclamado, delegando la carga de la prueba al quejoso para que éste la desvinde, 

o bien, en caso contrario, que no se encuentra afe.:tando al particular. 

Una vez recibidos los Informes con Justificación y notificado el Ministerio Pdblico, nos encontramos 

en el momento procesal en donde se considera cerrada la litis, dando lugar a que, conforme al artículo 

155 de la ley de amparo, se inicie la audiencia constitucional. 

En este periodo, las partes interesadas, podrán aportar las pruebas que consideren pertinentes para 

acreditar su dicho, sujetándose a las siguientes reglas. 

De conformidad con el artículo 150, se admiten toda clase de pruebas excepto las contrarias a la moral 

o derecho y la de posiciones. 

Las pruebas testimonia] y pericial, deben anunciarse cinco días hábiles antes del señalado para la 

cdebracidn de la audiencia constitucional, sin cun1ar el del ofrl!cimicnto, ni el señalado para la propia 

audiencia, exhibiendo copia de los interrogatorios al tenor de los cuaJc.~ deben ser examinados los 

testigos, o del cuestionario para peritos; dche recordarse que no se admi1en más de tres testigos por 

cada hecho. 

Muy importante para el desarrollo de: c.c;ta contruversia resulta el que, al promoverse la prucha 

pericial, el juez hará la designación de un peri10, o de los que estime conveniente.e; para la prácth:a de 
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la diligencia, sin que las partes pierdan el derecho de nombrar _a] suyo. quien puede adherirse a1 

dictamen rendido por el perito oficial o emitir su opinión por separado. 

En relación con la prueba testim('lnial debemos señalar quu, ésta resulta ser de capital importancia en 

aquellos casos en que, dada la irregularidar.J, que en materia de legalidad de tenencia de la tierra, vive 

el pafs, no es posible acreditar Ja legítima posesión de la propic<lad en que se construye la obra 

pllblica, por otros medios probatorios, específicamente en relación a los grupos protegidos por el 

artículo 27 Constilucional (circunstancia que no debe ser analizada en el juicio de garantías, ya que 

esta no es su finalidad), por lo que, a través de ésta probanza, él o los quejosos podrán acreditar su 

interés jurídico para acudir a juicio. 

La prueba de inspecdón ocular deberá ofrecerse con igual oportunidad que las dos anteriores. Siendo 

pertinente seña] ar que, para el caso de la obra pública, es recomendable que esta prueba se ofrezca con 

la intervención de peritos, para el efecto de que el Juez de Distrito, pue<la cerciorarse ffsicamente del 

grado de afectación que resiente el predio en litis, además de contemplarse en ésta si existen indicios 

Hsh:os, como personal, l..:treru!l u rótulos en la maquinaria, que determinen quién es la pcr~ona física 

u moral que ejecuta la obra púhli,a, cir,unstancia que coadyuvará a de.wirtuar la negativa que en su 

caso exprese la autoridad rt.!sponsab\e, en relación a lns actos que se le imputan como reclamados o 

bien en cuanto a que ésta St.!ñale que sí practica la obra pero no en la propiedad o posesión del quejoso. 
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La prueba documentaJ, puede presentarse con anterioridad a la celehracidn de la audiencia, sin 

perjuicio de que el juez haga relación de ella 1.m ésta y la tenga como recibitla en el acto, aunque no 

exista la gestión expresa del oferente, situación excepcional, en relación a las demás probanzas. 

Asimismo, no deben olvidarse las múltiples dificultades que trae consigo esta probanza, ya que, en 

muchas ocasiones, el o los quejosos no saben exactamente qué documentos deben de solicitarle a la 

autoridad responsable para el efecto de acreditar el acto reclamado (rct.:uérdese que en el cap(lu\o 

segundo hicimos referencia a todos los l!Studios que justifican el interés público) y, en algunos casos, 

las autoridades que actúan como responsables, se muestran rebeldes en cuanto a la expedición de ésta 

documentación, ya que en ésta, se encuentra contemplada su inconstitucionalidad, circunstancia que, 

en la mayoría de los casos, obstaculiza la impanición de la justicia federal. 

Dentro del juicio, las partes pueden aportar como pruebas, la instrumental de actuaciones y la 

presuncional en su doble aspecto Oegal y humana} en totlo lo que a éstas resulte favorable. 

En este orden de ideas, el objeto que se pretende probar, por parte del quejoso, es la violación de 

Garantías lndividualc.s y por pane de la autoridad seiialada como respon3able, d que c11a 1111 se 

encuentra ejecutando la otira pública, no tiene injerencia en rdai.:il~n a los pnu:esus que le dan orig1.m 

(recuerdese que ella no debe de probar su nega1iva, ya que esla circunstancia recac en el quejoso), o 

bien, que su intervención dentro del acto reclamado, se encuentra ajustada conforme a derecho. 

Continuando con el procedimiento, el artículo 155 de la ley en comento, en su primer pílrrafo 
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establece "Abierta la uudicnciu se procederá u recibir, por su orden, tas pruebas, LOS 

ALEGATOS POR ESCRITO ••• ". 

Desde un punto de vista muy particular, apoyado en las enseña~ del Maestro Guillermo Moreno 

Sám;hez, la potestad consagrada en el artkulo en cita, permite a las partes la facultad de alegar "lo que 

11 su derecho convenga", circunstanda que reviste una importancia sumamente trascendental al facultar 

a los litigantes a entregar al Juez dc la causa un anteproyecto de sentencia que, en la mayoría de los 

casos, dado lo voluminoso del ·expediente en que se actúa, facilita la labor del A quo, al momento de 

emitir su fallo. 

C.- SENTENCIA. 

Una característica esencial de la impartici6n de justicia, es el hecho de facultar al mediador del 

conflicto, en este caso Juez. de Distrito y posterionnente Tribunal~ Colegiados de Circuito, para 

determinar la furma en que ha de finalizar la controversia, por consiguiente, y siguiendo el urden 

~tahlecido por el artfculo 155 de la ley de amparo, una vez recibidas y desahugatlas, la..~ prueba..'I 

ofrecida.~ en juicio y recibidos los aJegatos de las panes que así lo hicieren, además del pedimento, que 

en su caso, haya hecho d Ministerio Público," ••• acto continuo se dictará el fallo que corresponda". 

Cuando la lt!y de amparo nos habla tld "rallo correspondiente", se refiere al t.:onccpto clásico tlc 

sentencia, que si: traduce en. "el juicio lógico de hechos, la subsunción de los htchos en las nonnas 
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jurúlicas y la condusidn de resolutfros que contienen la verdad legal,· por lo mismo, la inJegron las 

proposiciones qtufijan el sentido de tal reso/uci6n, esto es, los antececkntes, fonruuWs también con 

las argwnenlaciones lógico-jurúlicas de/ju:.gador, que examinan y estudian los demenJos de la litis 

y las proposiciones que detenninan el senJido del fallo, as{ como los punlos rtsoluJfros que 

constituyen la unúlad".1
'Xl 

Ahora bien, entrando a la materia de este estudio y conforme a su naturalezajurfdica. se recordará que 

las sentencias de amparo son de tres tipos: De sobreseimiento, negativa del amparo y aquélla.o:; que lo 

conceden. 

Las caracterfsticas de las sentencias que conceden el amparo son: 

1) Es tkjinitfra, en tan/o que resuelve el fondo de la /iJis ConstiJuciona/ planJeada, acogiendo 

en sentida positivo la pretensión del quejoso de que se establezca que el aclo redomado viola 

garantfas imlividuales. m 

2) Es de condena, en tanlo obliga a la auloridad responsable a restiluir 11/ agraviado en el 

pleno goce de la garanJfa indfridual ~·iolada, rtstahleciendo las cosas al estado que 

ArénJidc al Sc!DllQ!lrio Jmlicj11I de lft fedc1"11c1ón Séptina E~, Vol. 91·96, Primcnl Parte, Tomo Com:apoodicn..c 
al Pleno, Primc:na Pat1c:, criterio vc11ido al ruo>lvc:r la r«lamación promovida en el incidcrU de: incunformidad Jn5 
por Genaro Cla17Jl Cantúm el 19 de ocluhrc de 1976. 

1' 1 Gón¡tonl Pimcnlcl, Ocnam David, op. cit., p 338 
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guardahan anJes de la violación, cuando el ado redamado es de carácter posilivo (es dedr, 

qru se tn:uluce en una obligación de hacer).'" 

J) Es dedaralfra, en tanto establecen que el acto reclamado ha resue/Jo conJrarW a la 

Constilución, violando garanlfas individuales.m 

Asimismo, los principios que rigen a este tipo de amparos son: 

1) REUTIVIDAD.· Acorde a la temática tstructurada por el arllculo 107 frocci6n 11 tk la 

Constilución Po/llica de los Estados Unidos Mexicanos, la sentencia será siempre tal, que 

sólo se ocupe de fodividuos particulans, limüándose a ampararlos y protegerlos en ti caso 

especial sobre el qiu ~·ersa la queja sin hacer una declaración general respedo de la ley o 

acto que la motivare/~• 

2) ESTRICTO DERECllO.- El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito. ha cstahlecido t!I siguiente criterio "El principio de estricto derecho que n'gt ti juicio 

de garanlfas en materia administrativu los recunos relacionados con el mismo, imponen la 

obligación de examinar la resolución impugnada únicame11.te a la luz. dt las defensas que 

lhidcm. 

111 lhidcm 

,.. Cfr. Gón¡rnrw. Pimcolcl, Gcnao1 D11.v1d, op cil., pp 355·)57. 
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esgrima ti agraviado, sin estar pennilido ir más allá de las mismas, o sea, suplir la 

defidenda de la queja ••• ".'" 

3) SUPLENCIA DE U QUEJA.- En razón de este principio, es viflfdo indicar que "Se autorim 

al Organo de Control Constiludonal, a que en cierlas materias y en determinadas 

circunstancias, supla las omisiones, ünpetfecciones o irregularidades de la demanda de 

amparo, as( como los recursos que la ley estableu 11• 1:1& 

Sin embargo, para el tipo de acto reclamado que nos ocupa (afectacidn a la garantía de 

propiedad). sdlo es válida esta circunstancia en materia agraria, es por ello que, el Magistrado 

Ortfz Mayagoitia nos dice: "Tan amplio es el ámhilo de aplicación de esta lnstiluci6n qut 

bastaría con que alguno de lo.; tiJulares dt la ·acción dt amparo. en materia agraria 

compareciera ame un Juez de DistriJo manifestá/UÚJ/e su inlend6n de pedir amparo con.Ira 

detenninados ados para q~. con esa sola gestión tk su parte, tkbiua tramitarse el juido 

y nsolverse conforme tknclw •. 137 

En esta virtud, debe recordar el lector que este principio sólo aplica a campesinos, ejidatarios, 

Informe de L11hnru de 111 H SurcfM Co!1c de lu.tjcj11 de 111 Nación, criterio vertido al reaolvcr la queja 6lr.:, 
promuvid4 por Autot..J•u Mél.ico·Tco.u1go del Valle, S,A_ de C. V , ante el Tc~cr TriOOMl Colegiado de C1mi1to 
en Materia Admini.i~tiva. p. 109. 

06ngon. Pimcntcl. Gcniuu David, op. cit .. r· 364. 

111 Orti.r. Mayagmlla, Guifü:nnn, citado ror Gón¡:ora Pimcnlcl, Gcniuu D11viJ, or ~iL, p. 371 
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y/o comuneros y no así para el resto lle propietarios o poseedores particulares. 

4) PRINCIPIO QUE OBLIGA A WS JUECES DE AMPARO A RESOLVER UNICAMENTE 

SOBRE WS PUNTOS QUE VERSEN SOBRE LA CONSTITUCIONALIDAD O 

INCONSTITUCIONAL/DAD DE WS ACTOS RECLAMADOS Y NO SOBRE 

CUESTIONES QUE SEAN COMPETENCIA DE AUTORIDADES COMUNES.- En efecto, 

a este respecto la jurisprudencia número 175 de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación 

establece "Senlencia de Amparo.- Sdlo pueckn resolver sobre la Constiludonolidad o 

lnconstüucionalidad dtl ado que se reclama y nunca sobre cuestiones cuya dt~ldn compete 

a los Tribunales dtl Fue~ Común". 131 

1" Criterio ciwio por 06n'-ora Pimenlcl, Gcniuu pavid, op. cil., rr. 379 y 380. 
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CAPITULO CUARTO 

EFECTOS V ACATAMIENTO DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO (EL INCIDENTE DE 

REPARACION DEL DAÑO COMO MEDIO PARA SOLUCIONAR EL CONFLICTO 

DERIVADO DE LA OBRA PUBLICA). 

En base a lo analizado en los capítulos precedentes. y en virtud de los enormes prohlemas que se 

generan en tomo al cumplimiento de una ejecutoria de amparo; en donde el acto reclamado es, la 

afectacidn ilegal de los derechos de propiedad o posesión de un particular, por Ja realización de una 

obra pllblica de interés general, surge la nec~idad de crear un mecanismo que re.melva en forma 

equitativa dicha circunstancia. 

Al respecto comenzaremos a estudiar, los efectos de las sentencias de amparo, y posteriormente 

analizaremos las diversas hipótesis, en que se acatan las resoluciones de nuestros Tribunales Federales 

y concomitantemente, el por qué es necesario e imperioso el modificar la solución planteada por el 

último párrafo dd ankulo 105 de la ley de amparo, además de la legislación que, a nuestro juicio, 

hará po.sihle esta circunstancia. 
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1.- EFECTOS DE LA SENTENCIA DE AMPARO. 

Tradicionalmente se ha considerado que todas las sentencias tienen dos efectos básicos: Jos de cosa 

juzgada y los que llamaremos resarcisorios, los cuales tienen vida en el mundo jurídico, al momento 

en que ta sentencia que resuelve el juicio, cause ejecutoria (recuérdese que en materia de ampafo esta 

circunstancia, se presenta por supuestos: a) por el simple transcurso del tiempo, sin que la parte que 

resulte agraviada con la sentencia interponga el recurso correspondientt!; o b) porque el Tribunal 

Colegiado de Circuito o La Suprema Corte de Justicia de la Nación, pronuncien su fallu en el recurso 

intentado), 

Respecto di.! los primeros, como indica Chiovenda "la cosa juzgada opera tn dos fonnas, impidiendo 

llOlftr a aamiMr la cuestión nsuelta (cosa ju:.gadafonnal) y estableciendo como verdad legal con 

efectos extroproctsales lo sentencüulo (cosa juzgada substancial) ". 1
)Q 

En lo tocante a los efectos resarcisorios del juicio de amparo, el artículo 80 dt! la ley reglamentaria 

establece: "La sentencia que c~nct.>dü el amparo tendrá por objeto n~lituir al agraviado en el 

'" ChiovcOO., Giutcppc, !n~tjtudone1 de Qeredin PnlCeMI Cjv1!, Tomo I, Edidonc:. Juridicu. Eurupa·Amtrica, 2a. 
edición, España, 1954. p. 73. 
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pleno goce de la garuntíu individual violada, rec¡tuhleclendo las cosas ni l'Slndo que guardoban 

antes de la violación, cuando el acto reclumado sea de cur4cter positivo; y cuando sea de carácter 

negativo, el erecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido 

de l'fSpctar la guruntfü. de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma.garantía exija". 

En el mismo sentido se inclinan los criterios emitidos por el Poder Judicial Federal, entre Jos que 

destacan: 

"SENTENCIA DE AMPARO. EFECTOS.- El <fecto jwfl!ico d< la senJ<ncla d<jinmva que 

st pronuncia en djtddo constiJucional, concediendo el amparo, es volPer las cosas al estado 

que tenían antes de la vio/aci6n tk garantfas, nulificando d ado ndamado J los 

subseciuntes que de 11 se deriven". 1"° 

"SENTENCIAS DE AMPARO.- Los fallos pronunciados en <IJuie/Q F<d<ral, no tienen mas 

efedo, cuando se ampara que nulificar el acto reclamado, obligando a la auJoridad 

responsable a la rtparació1' de la garonJl.a ¡:folada, pero sin qUI! la senuncla. de amparo 

substiluya a la que la moti•a". 141 

"SENTENCIA DE AMPARO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. EFECTOS.- Dada 

ltO AréoJjse al Sef!!IUl!rio Judi<'i•I de la Fcdcndñn 1917-1988, 2.a. Parte, S&1u y Teaill Comunca, Tcai1 Juriapn.idencla.I 
1780. pp. :;!:86l y 2864. 

••• AclQdicc al ScmaMrio Judicial de la Fedemcjón 1917·1988, Za. Parte, 541u y Tc•i• Comunct1. p. 2867. 
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la finalidad propia dt/juicio dt amparo de conceder o negar, cuando se trata tú resolver las 

cuestiones tú fondo, la proteccidn ConstiJucion.aJ por ados de autoridad, las consecuencias 

jurúif'cas de la cosajuzgada respeclo de una ejecuJoria de este alto tribunal son, enJre otras, 

las dos siguhn1es: A) Una, que se restiJuya al agraviado en el pleno goce dt la garanJÚJ 

individual violada, rtstableciendo las cosas al estado que guardalum anJes di! la •·io/ación, 

cuando el acto reclamado sea de caráder posilivo o se obligue a la auJoridad responsable 

a que obre en el sentido de respetar la garantúJ de que se traJe y a cumplir por su parte lo 

qiu la misma garanJfa exija, cuando el ado sea de caráder negaJivo, sega11 lo consigna ti 

articulo 80 de la ley de amparo,· y B) Otra, que es improcedente cualquiera acdón que se 

enderece contra las consecuencias o odas qiu se duiven tú resoluciones de amparo 

pronunciadas con anlen'oridady que hubü:nn quedadojimus". 1' 2 

"SENTENCIA DE AMPARO, EFECTOS DE LA •• Dt acuerdo con lo tstablecido tn ti 

articulo 80 de la ley tk amparo y en la Tesis de Jwrisprudenda NWmro 174, publicada en 

la pdgina 297 de bJ Ot'lai·a parle dd apéndice al semanario judicial tú lafetkración th 1975, 

con el texto siguienJe: "SENTENCIAS DE AMPARO. El efecto jurúlico tk la sentencia 

definitiva que se pronuncie en el juicio constilucional, concediendo el amparo, es 110/.,er las 

cosas al estado que ttnlan anJes de Ja 1:iolación de garanlfas, nulificando ti ado reclamada 

y los subsecue1Ues que de él se den·i·e ";y en lirlud de que el juicio de garontlas delH tener 

siempre una finalidad práctica y no ser un medio para realizar u11a actividad muamenJe 

6Mndkc al ScUlflonrin Judjcial de la federación 1911-19811, :?a. parte, Silia y Tcti• Comu1w:1. p. 2867 
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especulativa, para la procedencia del mismo es meMsler que la senJencia que en 11 se dlde, 

en el supuesto de que sea fm'Olnhle a la parte quejosa, pueda producir la nstilucúJn al 

agraviado en el pleno goce de la garantfa indlvidunl violada, ch manera que se rtstableuan 

las cosas al estado que guardaban antes de la 1:iolación cuandd el ado reclamado sea de 

cardder posilb-01 o cuando sea el de carddtr negatfro (6 constiluya una abstención) se 

obligue a la auJoridad responsable a que obre en el senJido de respetar la garanJÚJ de que 

se trate y a cumplir, por su parle lo que la misma garantla exija".'º 

TODO LO ANTERIOR SE TRADUCE EN QUE, LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS DEL 

JUICIO DE GARANTJAS CONSISTEN EN LA RESTITUCION AL QUFJOSO EN EL GOCE DE 

SU GARANTIA INDIVIDUAL VIOLADA, CON EL OBJETO DE RESTABLECER EL ORDEN 

lURIDICO CONSTITUCIONAL QUE SE VIO AFECTADO POR EL ILEGAL ACTUAR DE LA 

O LAS AUTORIDADES RESPONSABLES. 

En esta vinud, en los juicios de amparo en donde el acto reclamado sea la materia de este trabajo de 

investigación, se considera que los efectos de la sent.;nda s~rán: 

l.· Proteger en forma c,;clusiva al particular afoctadu que acudió al Juicio de Garantías, 

independientemente lle que, por virtud de la magnitull de la ohra pública, se haya af1..'\.1ado a 

otros particulare...,. 
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2.- Obligar a la Autoridad Responsable a que respete las Garant(as Individuales violadas, 

considerando que para tales efectos se debt!rá: 

a.- Demoler la Obra Pública construida sobre el pretJio propiedad o posesión del quejoso. 

b.- En su cru.o. construir las edificaciones que en el predio se encontraban antes de la 

violación Constitucional. 

c.- Destruir en su totalidad las órdenes encaminad3S a afectar el predio que nos ocupa y 

que se dictaron. sin respetar sus derechos fundamentales~ incluyéndose en éste rubro, 

los apartados que se estudiaron en el cap!tulo segundo, los cu:iles pueden abarcar desde 

la planeación, hasta la ejecución del acto reclamado, siempre y cuando estos por su 

sola existencia afecten los derechos por los cuales se le protegió al particutru.· 

agraviado. 

d.- Ob~crv'1t" y actuar, ~in afectar nuevamente los derechos fundamentales, jurídicamente 

coMtitufdos a favor de la pane quejosa. 

3.- Finalmente, dehl.! recordarse que la Sentencia de Amparo, se limita a resolver sobre la 

ConMitucionalidad o lncom:.titucionalidad del acto, sin incidir en otro tipo de materias localc.o;, 



136 

dejando a salvo esos derechos para hacerlos valer en la vía que corresponda. 

11.- CUMPLIMIENTO DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO. 

Como hemos visto, toda sentencia que otorga el amparo y la protección de la justicia federal tiene por 

efectos: a) restituir al agraviado en el plano goce de la garantía individual violada, y, b) la destrucción 

del acto autoritario respecto del cual fue concedida, si dicho acto constituyó una conducta activa, o el 

obligar a la autoridad responsable a actuar, si de lo que de ella se combatió es una omisión, una 

abstinencia de realizar determinada conducta. 

Es menester, seftalar que existen dos presupuestos para el efecto de que una sentencia sea acatada 

debidamente, esto es, puede ser cumplimentada o ejecutada~ 

Al respecto es válido reflexionar, que existe una gran diferencia, entre el cumplimiento y la ejecución 

de las sentencias. 

En cuanto aJ primer concepto, lo oonceptualizamos como "el acatamitnJo por partt tú la Autoridad 

Rtsponsahlt, dt la Stnltncia dictada por la Autoridad tk conJro/". 144 

En relacil~n al segundo, es "un acto tk im¡nrio que ticndt a lograr ti cumplimitnJo tú la &nltncia, 

No~ga Cantü. AIÍOIUO, kssinnc• ds AmN!rD Tomo 11, op. ci1., ¡i. &44. 
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incwnbe por lanlo, a los Jueces de DistriJo, a los Tribunales ColegúukJs tk Circuito o a la Suprema 

Corte tk Justicia, en sus nsputivas jurisdicciones".'"" 

Es imponante senalar la diferencia que antecede, toda vez que, en la práctica cotidiana del juicio de 

garantías, nos encontraremos ante diversas hipótesis en el acatamiento de una ejecutoria. 

Paralelamente, de esta diferenciación obtendremos los diversos medios de defensa, que para cada caso 

concreto plantea la ley de amparo. 

En este orden de ideas, en el presente inciso nos encargaremos de analizar las diversas hipótesis que 

se presentan, en el cumpllmiento voluntario, que a una ejecutoria den las Autoridades Resporuables, 

encontrando que éstas son: 

A.· CUMPLIMIENTO TOTAL DE LA SENTENCIA. 

Como una consecuencia lógica-jurldica, toda ejecutoria que es acatada en los términos y formu en que 

se ha ordenado por el juzgador, sin que el quejoso se muestre inconforme con Ja misma, origina que 

ésta se tenga por cumplimentac.Ja y en razíin de ello, el Juez de Distrito ordenará, conforme al artículo 

J J 3 de Ja ley de amparo, que el eii:pediente en que se acttla, se archive como torahnente concluido. 

10 lhi.dcm. 
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B.- CUMPLIMIENTO PARCIAL DE LA SENTENCIA. 

Puede suceder que Ja autoridad responsable, aJ momento de someterse al fallo constitucional en forma 

voluntaria o forzosa, actde en una fonna indebida, originando con ello Un cumplimiento que pued~ 

producirse en dos forma.~: 

a.- CUMPLIMIENTO EXCESIVO. 

Resulta lógico pensar, que todo particular que ha obtenido el amparo y proteccidn de Ja justicia federal, 

espera el sometimiento justo de la ejecutoria, sin embargo, en el caso de que se produzca un 

acatamiento excesivo, éste, en la mayoría de los casos, carece de interés jurfdico. para imp.ugnar dicho 

actuar, toda vez que, entre mayor sea la actuación de la autoridad responsable para que se le restituyan 

sus derechos individuales violados, menores son las posibilidades que, con esta conducta se afecten de 

nueva cuenta sus garantfas. 

No obstante, cuando el cumplimiento es excesivo y afecta derechos de terceros. alln cuando estos no 

hayan intervenido en juicio, la propia ley d.e amparo en su artfculo 96. da acción legal (recurso de 

queja), para el efecto de que se corrija esa anormalidad "sitmpn qzu justifique ltgal~nlt que lt 

agraviD la ejecución o cumplimitnlo dt dicha. rtso/ución". 1
"' 

1'" Noriega Cantil, Alío1uo, 1,ttcjm}C• ds AmMrn, Torno 11, op. cit., p. 968. 
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b.- CUMPLIMIENTO DEFECTUOSO. 

En relación a e.c;te punto, debe tenerse especial cuidado en diíerenciarse en una forma casi perfecta 

cuando nos enconuamos en presencia de un cumplimiento defectuoso o bien estamos de frente a un 

nulo acatamiento de Ja ejecutoria no olvidando que dentro de este rubro, se contempla la hip<5tesis de 

que la autoridad responsable conteste con evasivas, ya que como se analizará en su oportunidad, los 

presupuestos de impugnación de estos son completamente diferentes. 

A este respecto Ja H. Suprema Corte de Justicia de Ja Nación al efecto senaJa: 

"SENTENCIAS DE AMPARO, EXCESO O DEFECTO,DE EJECUCION E INEJECUCION 

DE.- Una u la queja por uctso o dtfedo de ejecución de la stnlencia, a que se nfiert ti 

articulo 95, fracción IX de la Uy de Amparo, y otra es la nbeldla o tontwnada de la 

autoridad responsable para acatar la ejecuJoria al asumir una actilud tú lndifennda total 

al acatamienJo de la ejecuJoria, situ.aci6n lsta úllima prevista por el articulo 105 de la Uy 

tk Amparo, según este ordenamiento legal, dos son las primeras fases procesales a seguir 

y dos las autoridades Judiciales federales a inUrvenir,· la primera cornspontú a la auJoridad 

judicial federal que conoci6 del juicio y compntUk la adopción de medidas pendUnJes al 

logro de la ejccuci6n de la sen1encio, finalidad isla que hace de ese procedimün10 un 

incidenJe de inejecución de senJencia, el que concluye en el amparo directo, o bien con la 

resolución del Juez tk Di.striio en la que niega la existencia de la inejecución alribuúla, 
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siempre que el inJeresado no impugtU esa apreciadón, o bien con la aiención a los 

requerim/EnJos de ejecucúin al /aJJo protector y, por último, con el envfo a la 11. Suprema 

Corle de los autos, en los tlnniMs previstos por el artículo JOS de la Ley tk Amparo. La 

desaJencMn parcial o nlativa de las auJoriáades responsables a· una ejecuJoria de amparo 

puede ser reclamada medianJe el recurso de qu(ja según /asfraccionu IV y IX del attlculo 

95 de la Lty de Amparo, que se refieren a los casos en que la senJencia se e}ecuJe de ma.nua 

ucesfra o de manera defectuosa. &lo último tiene lugar cuando se rea/kan actos sin 

comprender todos aqulUos a que obliga la ejecuJoria, lo que presupone la existencia de un 

principio de <}ecud4n. Estas lrrtgularldatks en la <}ecu<lón no pu.tkn su estudiotlas de 

o.fido por los órganos jurisdiccionales, pues su conocimknJo y resolución únicamente türun 

lugar a Ira vis del recurso de queja hecho valer por parle lnJeresada y su planJeamienlo ulge 

que st haga en la fonna y tlrminos previstos en la Uy de Amparo. Las caractedsticas 

diferenciales de cada una de estas dos formas de desaJenci6n en las e,jecutorias, en particular 

la ausencia de pn"ncipio alguno de eJecudón para ti segundo, as/ como los procedimien1os 

dislinJos paro la tramiJación de una y otra, únplden la coexistencia tú ambas. Puede 

aconJecer que ti inciden/e tk inejecución deri~e o encuenlrt su anlecedenlt en una 

resolución de queja declarada fundada, lo que tiene lugar cuando la autoridad f"(Sponsable 

se muestro renuente a acatar la ejecuJoria de amparo en los timUnos y alcances selúllados 

en la resolución de la queja declarada fundada, en c11yo caso las resoluciones qiu rtcalgan 

a esos incidenJes deberán conJroerst, única y exdusframenJe, a la existenda o ausencla de 

la actilud remisa de las autoridades f"(Sponsables paro acatar la sentencia tk amparo en los 
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llmiJes Y alcances precisados en la resolución de la queja, dedarodafundada, pero no puede 

ocuparse de defectos o excesos de ejecución dish"nlos a los planJeados y resueltos a 1ravls ck 

ese recurso de queja, ya que, como se tiene apresado, la úy de Amparo impone para el 

planteamienJo, tramiJadón, resolución y compelen da de los excesos o defectos de ejecución, 

como único medio úfóneo para solucionarlos, el acudir al recurso ck queja, el que tkberá 

ajustarse a las nonnas que en ellas se conh"enen y que mucho difieren de las seflaladas por 

la propia ley para los inciden.tes de inejecucr'6n". 1•7 

C.- REPETICION DEL ACTO RECLAMADO. 

Existe la posibilidad de que, una autoridad que fue senaJada como responsable en un juicio de 

garantías, una vez que haya cumplimentado satisfactoriamente la ejecutoria que puso fin al mismo, con 

posterioridad, reitere su conducta y vulnere de nueva cuenta 1as garantías sobre las cuales se protegid 

aJ quejoso, en t!Sla virtud, nos ~ncontramos ante una repetición de acto reclamado, por tal motivo, el 

artículo l 08 de la Li:y de Amparo, establece 4ut! la parte interesada, podrá denunciar este hecho ante 

la Autoridad que conoció del Amparo, la cual, dará visla con la denuncia, por el término de cinco 

días, a las Autoridades Responsables, así como a los terceros, si Jos hubiere, para que expongan lo que 

a su derecho cnnvenga. Si e.'i proccdenle esta denuncia, el mismo Trihunal remitirá inmediatamente 

el Expediente a la Suprema Corte de Justicia, para su re~ulucidn definitiva. Si por el contrario, la 

•U AN!nJicc 111 Scll\lln11rio Judicial 1k 111 Fcder1ci1)0 1917·1988, Prim.:B Parte, TribuMI Plcnu, pp. 319 y !:?O. 
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resolución fuese en el sentido de determinar que no hubo repetición del acto reclamado, el agraviado 

podrá solicitar, dentro del término de cinco dfas, que el asunto sea elevado al estudio de la Suprema 

Corte de Justicia, es por ello que el Maestro Noriega comenta que "se trola, de la tramitación de un 

lltrdadero lncidenJe tú lncumplimienlo, por reileración tkl acto redamado ".'u 

111.- EJECUCION DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO. 

Como fue asentado en lfneas anteriores, cumplir no es Jo mismo que ejecutar, ya que la primera 

hipótesis compete exclusivamente a la facultad discrecional de las autoridades re.c;ponsables, en donde 

éstas cumplen de una forma voluntaria y las oonsecuencias de su actuar, son impugnadas por diversos 

medios como ya lo estudiamos. 

Sin embargo, cuando las autoridades responsables se niegan a cumplir con una ejecutoria de amparo 

o bien, tratan de engañar a la justicia federal con evasiva.o¡, o accione..'i., que lo linico que hacen es 

retardar la imparticil'in de la justicia, la ley de amparo establece toda una serie de procedimientos, 

aplicables en fonna homóloga, a cada uno de los casos en cita, para el efecto de obligar a la autoridad 

respon.1:;ahle a que de cumplimiento a Ja ejecutoria. 

Al efocto, el Maestro Noriega señala que "en el caso de incumplimien.lo por simple abstención, 

141 Noric¡t• Caniú, Alfnm•n, Lc.:cirnt"• de Amrl\m Tomo 11. o¡i. cit., p. 849. 
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evasivas o procedimienlos ilegales de la Autoridad Responsable o de cualquier otra que intervenga 

en la ejecuci6n, el procedimienJo para for:.ar la ejecucWn de la Sentencia, es ti prtvisto en los 

arllculo 105, 106 y 107 de la Ley de Amparo•.•~ 

No obstante. y en virtud de la dificultad que representa el ilustrar este tema, hemos recurrido a la 

jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en donde se delimita en una fonna clara 

y contundente cuál, es el procedimiento aplicable, en la ejecución de las sentencias de amparo, mismo 

que es del tenor siguiente: 

"EJECUCION DE SENTENCIAS DE AMPARO, PROCEDIMIENTO DE. MEDIOS DE 

APREMIO. EL ARTICUW 105 DE LA LEY DE AMPARO, EXCLUYE LA APLICACION 

DEL ARTICULO 59 DEL CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES.- El 

arllculo 105 de la Ley de Amparo, establece tl procedimlenlo a seguir en materia tk 

cumplinu"ento de ejeculorias constüucionales. Cuando éstas no se encuentren cumplidas o 

en nas de tjtcucidn vdnJicuaJro horas dtspuls tk notificadas, el Jue: de Distrüo o el 

Tribunal Colegiado ~ Circu.ilo que corresponda, requen'rdn1 tk oficio o a petici6n de parte, 

al superior de la auloridad remisa para que la obligue a cumplir sin demora. Si la 

responsable no tuviere superior, el requerimiento se le hará diredamenle: asimismo, cuando 

el superior inmedialo no aJendiere ti requerimienJo y tuviere a su ve:: supen"or jerárquico, 

también se requerirá a éste. Por último, cuando a pesar de estas inJimnciones no qaudare 

lhidc:m. 
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cwnplida la resolución, ti Juer. de DistriJo o ti Tribunal Colegiado tk CinuiJo rtmiliran 

origi";"les sus actuaciones a la Suprema Corte para los efectos del articulo 107, fracci6n 

XVI, de la Con.stiludón (es decir, en caso de que la ouJoridad ruponsable insistkre en la 

npetid4n del acto reclamado o traJart de eludirla senlencia de la auJoridadfederal, serd 

in.nudiaJamenJe separada de su cargo y consignada ante eljue:. ck Distrito que corresponda), 

tkjando copia certificada cú las circunstancias conducen.les para procurar su u acto y debido 

cwnplimienJo en la forma que establece el alt(cu/o 111 de la citada uy. En esta última 

hipótuls, la autoridad que haya conocido tú/ juicio de amparo hanf cumpUr la ejecutoria 

dictando las órdenu nuesarlas a en fin, y si lstas no fueren obeduúlas, comisionará al 

Sttrttario y al Actuario paro lograrlo y aún podr4 cwnplimenJarla por si mismo. Solo 

dtspcls de agotarse todos estos medios sin resullados posilfros, se solicilard ti auxilio de la 

fuen.JJ pública para lograr esa cwnplimentadón. Por tanto, no delH aplicarse 

supletoriamenle el articulo 59 del C6digo Felkral tú Procedimientos Civües, qiu establece 

los nudios de apremio para hacer cwnp/ir las tkltnninacianes tk los tribunales, por n.o 

surtirse el extremo que exige el artículo 2do. de la Uy de Amparo, es decir, ausenda de 

disposia'ón expresa en la Ley tk la Materia por rtsullar dindamente apliaWle el arlfculo 

JOS th la propia uy•,IS> 

AptoJicc 1! SqnaMrio Judjsj1! de la Feds[!!dón 1917°1988, Za. parte, Salu y Tui. Comune.: Tui1 Jurisprudcnci.l 
741. pp. 1218 y 1219. 
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IV.- EJECUCION SUBSTITUTA.· INCIDENTE DE REPARACION DEL DAÑO. 

Conforme a lo expresado en líneas anteriores, podrramos afirmar. que la ley de amparo, ha regulado 

en una forma cuasi-perfecta, todas las hipótesis que pueden presentarse ante el acatamiento, o 

desobediencia a una ejecutoria de amparo. 

Sin embargo, la realidad socia] avanza a una velocidad vertiginosamente mayor al progreso legislativo, 

dando lugar a que, si bien es cierto, que en su momento, la ley reglamentaria reguló toda la 

problemática existente, en cuanto al cumplimiento o ejecución de las sentencias del Poder Judicial 

Federal se refiere, generando un ambiente de armonía entre las autoridades y los particulares, a través 

de la fórmula clásica contenida en su artículo 80, a la cual ya nos hemos referido, también lo es que, 

en determinado momento de nuestro devenir histórico, fue necesario implementar una nueva fdnnula, 

para reestructurar la esencia protectora del juicio de garantías, para que, a conveniencia del quejoso, 

a través del pago de daños y perjuicios, se substituyera la obligación de las autoridades responsables 

de restiluir los derechos fundamentales al estado en que éstos se encontraban antes de la violación 

constitucional. 

En este orden de ideas, el 16 de enero de 1984, se publicó la adición que se hace al artículo 105 de 

la ley de amparo en donde el legiilador cre6 la figura del incidente de reparación del daño, para 

legalizar esta circunstancia, quedando redactado en los siguientes términos: 
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"EL QUEJOSO PODRA SOLICITAR QUE SE DE POR CUMPLIDA LA EJECUTORIA 

MEDIANTE EL PAGO DE LOS DAÑOS Y PERJUICIOS QUE llAYA SUFRIDO. EL 

JUEZ DE DISTRITO, OYENDO INCIDENTALMENTE A LAS PARTES INTERESADAS, 

RESOLVERA W CONDUCENTE. EN CASO DE QUE PROCEDA, DETERMINARA LA 

FORMA Y CUANTIA DE LA RESTITUCION". 

Esta figura jurídica, en su momento, y dada su novedad, generó toda una serie de controversias, como 

se puede apreciar de la opinión vertida por el maestro Alfonso Noriega, cuando, en torno a éste tema 

expresó: 

Cuando un quejoso obtitne una sentencia tstimaloria ck amparo, ¿puttk optar el quejoso, 

librtmenle, entre ti cumplimienJo de dicha sentencia en sws ténninos, o bien puede solicitar st di 

por cumplida la senltncia medianle tl pago de los daños y perjuicios cawados, los que serdn 

liquidados 1 fijados por el Jiuz de Di.strilo, a trrnés del procedimiento qiu establece la Lty 

Reglamenlaria"!. Esta siluaciónjurúlica, desde dpunlo tk vista de la Teoría de la técnica dtljuicio 

de amparo, es, en mi particular opinión, absurda sin duda alguna. En efedo, una senuncia tú 

amparo, por su propia naturolewjurldica, rtsu.tlvt única y exclusil•amtntt sobrt una violaci6n dt 

la Ley fundamental y por provtnir dd Pockr Judicial Ftderal, se trala tú una senlencia muy 

rtspetablt que impone la obsen·ancia dt aquj/la, En esta virtud, ti t/edo naJural tú una stnltncia 

de amparo, ts reponer al quejoso tn el goce de la GaronJía lndfridual infn'ngida, rtstabltcitndo la 

vigencia dt la Constiluci6n y los dtnchos fundamenlales de la persona. FJ amparo M es u11juicio 
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en el que se 'Vtnlilen inJereses económicos ni se liliguen inltreses conJro'Vtrtúlos. FJ ampanr y esto 

es ob1:io afirmarlo- es un juicio pof(lico de defensa de las garantfas individuales y de la pure::.a de 

la Conslitucidn, para cuya guarda y custodia fue creado aquél, siendo casi insensalo pretender que 

pueden jamás substituirse o subsannrse con el pago de una canJidad detenninada en dinero, as/ se 

trote de los posibles daños y pttjuidos causados por el quejoso. F1 amparo es una noble y fecunda 

instiJución cuyafutf"Z/J protectora debe, si, perfeccionarse y afinarse, pero no es posible que se haga 

servir como reparador de daños y perjuicios económicos. LA CONSTJTUCJON VIOLADA NUNCA. 

PDDRA SER REPARADA CON DINERO. El amparo es una instituci6n que túfiend<, lo nilero, 

la purez.a de la Conslitución y nunca los inJereses económicos de los quejosos. Asf, pues, no es 

jurldico conferir al juez de DistriJo que conoce de una CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL en 

los términos del artfculo 10.1 de nuestra Ley Fundamenlal, faculJades para UquU/ar daños y 

perjuicí'os causados al quejoso, y mucho menos para sentenciar al pago de los mismos y ejecuJar a 

la auJoridad que no efeclÚIJ el pago por estos conceplos.u• 

En esta virtud. es válido señalar, que la opinión en cita tiene una validez indubitable, no obstante, 

debemos estar conscientes que, la reforma que nos ocupa, ES UNA MEDIDA EXTRAORDINARIA 

QUE REVOLUCIONA NUESTRO MUNDO JURIDICO, porque, utilizada adecuadamente, permite 

ta substitución del restablecimiento Je las garantías individuales por el pago de los dai\os y perjuicios, 

que el quejoso haya sufrido. generando que, en aquellos ca.sos en donde la práctica nos demuestra, que 

se causa un grave perjuicio al interé,<; público, con el cumplimiento de la ejecutoria, en los términos 

m Cír. Noric¡¡:a Cantil, Alroruo, Lcccinnc• de Ampn.ro, Tomo 11, op. cil., pp. 1218 y 1219. 
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de la ejecución ordinaria, enmarcados por la ley reglamentaria, éstas puOOan st:r acatadas en una forma 

muy saludable, resolviendo graves conflictos de interés nacional, citamlo <;i guisa de ejemplo el 

acatamiento de una ejecutoria en los términos del artfculo 80 de la ley de amparo, en donde el acto 

que ~e reclama es la cono;uucción de una obra pllblica, sobre un predio dt} régimen panh..-ular, sin que 

medie e~propiación, y el procedimiento ordinario de ejecución, en una forma indirecta, ordena su 

demolición, como parte del respeto a la resolución (recuérdense los juicios de amparo a los que 

aludimos en el cap!tulo 111, al estudiar et incidente de suspensión) o bien, como la misma Corte lo 

indica "Cuando la cjecudón se troduce en txpulsar de detenninadas tUrros o un grupo de 

t.ampetin.os dispuestos a oponer rtsistencia ".in 

Por otra parte consideramos que, dada la trascendencia de esta innovación, en su oportunidad se debió 

precisar. con mayor amplitud la manera en que operaría esta figura, delimitando en una forma 

perfecta, los diversos apoyos jurídicos sobre los cuales debe descansar esta reforma y, 

simultáneamente, su marco de operatividad, ya que, en primera instancia y en la forma en que se 

encuentra redactada esta adición, se puede mal interpretu el espfritu del legislador y considerarse que 

se ha desnaturalizado el juicio de amparo, al autorizarse la comercialización de las garantías 

individuales mediante el pago de daños y perjuicios, como concluye el Maestro Noriega. 

Debemos recordar además que, la csenci3 del juicio de amparo, no se circunscribe en forma espcdfica 

a la restitución de las garantías individuales violadas, sino que, uno de sus objetivos principales, es el 

Surrema Corte de Ju.tic~ de la Nación, M.tnUal del Jujsjo de Anirnm, or. cit., p. 165. 
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de restablecer el orden jurídico constitucional que fue desestabilizado por el indebido actuar de la 

autoridad y que afectó Ja esfera de derechos del particular, y, como una consecuencia de esto, obliga 

aJ restablecimiento de las garantías individuales vulneradas, por lo que, la fórmula de solución 

propuesta en el tillimo párrafo del artículo 105 de la ley en cita, analizada desde e..c;ta perspectiva, no 

debe generar confusión. 

No obstante, surge la pregunta, ¿por qué no se ha utilizado este incidente para solucionar conflictos 

que, dada su trascendencia, no ha sido posible ejecutarse por la vía ordinaria?. 

La respuesta a esta interrogant!!, en una forma muy particular, consideramos que se debe a Ja falta de 

equidad, con que se encuentra redactada esta figura. 

En efecto, si la intención del legislador fue la de proporcionar a los ciudadanos una solución justa, en 

aquellos casos de excepción, sujetos a consideración del quejoso, para que en aras del bien comdn, se 

permutasen sus derechos constitucionales por el pago de una indemnización, tasada en el importe de 

los daños y perjuicios, se cometió un grave error en cuanto a la forma de restitución se refiere, ya que, 

es un hecho por to<los conocido que, el juicio de amparo, como lo hemos venido analizando, tiene 

como objetivo genérico, el respeto irrt!Stricto a la Constitución, motivo por el cual, todas las accione.s 

civiles o de cualquiera 01ra naturaleza jurídica, que se generaron con la ejecución del acto que motivó 

el juicio de mérito qut:dan a salvo para hacerlos valer en la vfa que corresponda. 
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En consecuencia, TODOS LOS PARTICULARES QUE OBTUVIERON LA PROTECCION DE LA 

JUSTICIA DE LA UNION, UNA VEZ CUMPLIMENTADA SU EJECUTORIA, V ALIDAMENTE 

PUEDEN RECURRIR A RECLAMAR EL PAGO DE LOS DAÑOS Y PERJUICIOS QUE SE LES 

CAUSARON EN LA VIA CORRESPONDIENTE, (COMO ES EL CASO DE LA CIVIL EN LA 

QUE SE TIENE DERECHO A LA INDEMNIZACION POR ESTOS CONCEPTOS), MOTIVO POR 

EL CUAL, A POCOS PARTICULARES LES IMPORTA PERMUTAR EL RESPETO DE SUS 

DERECHOS FUNDAMENTALES POR EL PAGO DE LOS RUBROS QUE NOS OCUPA, 

SABIENDO DE ANTEMANO QUE, UNA VEZ OBTENIDO EL CUMPLIMIENTO DE SU 

EJECUTORIA, PUEDEN RECURRIR A RECLAMAR SU PAGO; POR LO QUE NO HA SIDO 

MUY ATRACTIVO EJERCITAR DICHO INCIDENTE. 

Consideramos que, si se induye.c¡e, dentro de esta figura, un pago por concepto de indemnización por 

violación a garantras individuales, ésta sería justa y equitativa, ya que, en la actualidad, repetimos, 

al recurrirse a la ejecución ordinaria, el quejoso obtiene: a) respeto de garantías individuales y, b) pago 

de daños y perjuicios, y en la ejecución substituta, sólo obtiene pago de daños y perjuicios, PERO EN 

NINGUN MOMENTO OBTIENE UNA INDEMNIZACION POR CONCEPTO DE SUS 

GARANTIAS INDIVIDUALES VIOLADAS. 

Más a\ln, si se considera como lo ha establecido la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación que 

"para los e/eclos dtl Amparo, ti perjuicio no debe tomarse en los tlnninos ~ la Uy Civü, o sea, 

como la privacidn de una ganancia lld1a, o como el mtnoscabo en ti paJrimonio, sino como 
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sin6núno de ofensa qiu se hact tn los derechos o intereses tk una persona" m, se podrían 

presentar casos en que se llegara a la conclusión, de que el afectado, sólo recibiera el pago 

correspondiente a1 daño. y no al perjuicio, entendido éste, como se prevé e.n el Código Civil Federal, 

que en líneas posteriores transcribo; obligando al panicular a que, si desea el pago por el concepto 

civilista recurra a otra vía distinta, no obstanle que es procedente esta indemnización con apoyo en el 

artículo 125 de la ley de amparo, en el que se refiere al perjuicio patrimonial, que se causa con la 

suspensión del acto reclamado. 

En este orden de ideas, debemos señalar que, acorde a la lógica jurídica un concepto "no puede ser 

y dejar de ser al mismo tiempo\ motivo por el cual, el significado de los conceptos "dai\o" y 

"perjuicio", debe ser homóloga para toda nuestra legislación, y de esta forma, evitar confusldn en 

nuestro marco jurídico, lo que se lograría si se considerara al respecto, ttnica y exclusivamente lo ya 

establecido en la propia ley objetiva civil en cita y que establece: 

"ARTlCVW 2108.- Se entiende por daños la plrdida o menoscabo sufrido en el paJrúnonio 

por la falta de cumplimiento de una obligaci6n". 

"ARTlCUW 2109.- Se repula perjuicio lapriraci6n de cualquier ganancia ltcita que debkra 

haber.se obtenido con el cumplimienJo de la obligaci4n ". 

111 Cilado por A.rellano G11.n:fa, Culo•, op. cit., pp. 884 y BBS. 
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Considerando que a un particular afectado no sólo se le causa una violación en la esfera jurídica de 

sus garantías Individuales e indirectamente un dai'Jo y un perjuicio físico ya apuntado; sino que, 

además, se le causa un dano moral, consideramos que se debe adicionar el artículo 1916 que al 

respecto dice "Por daflo moral se en.tietuh la afecJad6n que una persona sufrt en sus stnlimienJos, 

afedos, creencias, decoro, honor, reputadón, vida privada, configuración y aspedosflsicos, o bkn, 

en las consUúraci6n que tk s( mismo tienen los ckmás", agregándose lo siguiente: "Y EN EL 

TRAUMATISMO QUE SE CA.USE EN U PSIQUE DE UN QUEJOSO, POR U A.FECTA.ClON 

QUE SE 1/A.GA., POR US AUTORIDADES RESPONSA.BLES EN UN JUICIO DE AMPARO, A.L 

TRANSGREDIR SUS GA.RANTIA.S INDIVIDUA.LES, QUE SURGE EN EL MOMENTO DE LA. 

VIOUCION CONSTITUCIONAL Y, EN SU CA.SO, CUANDO TENGA. QUE SACRIFICAR SUS 

GA.R.ANTIA.S EN POS DEL BIEN COMUN, ATENTO A. W DISPUESTO POR EL ARTICUW 

105 DE U LEY QUE W REGLA.MENTA.". 

Por todo lo anterior y en vinud de que, nuestro espíritu como universitarios, nos motiva a proponer 

reformas fundadas en una realidad; con el objeto de mejorar el tecnicismo de la ejecución substituta, 

nos permitimos hacer las siguientes consideraciones: 

1.- El Incidente de reparación del daño, no del:.e dejarse al libre arbitrio del quejoso, ya que, si 

lo que se pretende es restablecer el orden jurídico constitucionaJ, que re.su lió violado, e1 cual 

no es posible satisfacerse por los conductos ordinarios, lógicamente nos encontramos ante un 

caso de excepción de orden pllblico, por lo que, la reforma deberá versar, en el sentido de 
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establecer esta circunstancia en una forma obligatoria, para ambas partes, circunscribiéndola 

a los casos de difícil o imposible reparación, UNICA Y EXCLUSIVAMENTE, previa 

detenninación que se haga por el juzgador, conforme tl las constancias de autos. 

Asimismo, para el caso espt:erfico de que las panes, una vez determinado que el caso es de 

difícil o de imposible reparación, no deseen utilizar esta figura; acorde a una de las finalidadc.s 

del amparo, consistente como ya lo hemos señalado, en la restitución del orden jurídico, quo 

resultó dañado por la forma en que se encontraba con anterioridad, se prevé un t~nnino de 

prescripción que deberá correr a panir del momento en que se determine, que la ejecución de 

la sentencia, es de difícil o imposible reparación, y ésta cause estado de firmeza, acorde a lo 

establecido por el artfculo 80 de la ley de amparo, atendiendo a la hennenéutica jurídica, que 

nos indica, que el restablecimiento del orden constitucional, debe de efectuarse, en una forma 

obligatoria en todos los casos, para que su afectación no se prolongue ad perpetuara. 

2.- En lo tocante al pago que debe hacerse al particular por concepto de la violación a sus 

garantías individuales, si bien es cierto que éstas, como lo señala el Maestro Noríega. no son 

susceptihles de ser valuadas en forma económica, también lo es que, conforme a los objl!tivos 

y finalidades que pretende el juicio de amparo, para que sus sentencias sean acatadas Y 

consecuentemente se restablezca el orden jurídico constitucional violado, debemos aceptar esta 

fórmula como un medio actual de solución de controversias, que de otra forma causan un 

perjuicio mayor, que el beneficio que se pr!.!tendc. 
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Ahora bien, e.'itamos conscientes que, el primer problema que se generará cuando aJguien 

reclame el pago por concepto de sus garantías individuales, será, precisamente su valuacldn, 

ya que, coincidiendo con et Maestro Noriega, éstas no son mercaderías. Sin embargo, y dada 

nuestra inexperiencia en el tema, hemos decidido aceptar, en u~a forma propositiva y no 

limitativa, la antigua fórmula que establecía el código civil para el Distrito Federal, para el 

pago del dafto moral, y para tal efecto señalamos que, el pago de los conceptos en comento 

puede hacerse en base a la tercera parte de! importe que arroje el pago del daño y perjuicio 

material. 

Es importante destacar que, esta propuesta, aparentemente es muy deficiente, sin embargo, si 

se considera que, hemos acudido a la ejecución substituta, porque no se quiere afectar el 

interés público, podemos considerar que, el dafto material y perjuicio es elevado y 

consecuentemente, el importe de la ten.:era paite a la que hemos aludido, también Jo será, 

significando así una solución más justa y equitativa, a la forma en que se encuentra 

actuaJmente. 

3.- En virtud de la forcna en que actualmente se vive en nuestro país con procesos de economía 

variable, y al ser las Entidades de Derecho Público, personas morales sujct<!!: <: la ley de 

egresos nacionales, es factible que, la autoridad iesponsable, se vea imposibilitada a pagar en 

el momento en que el juez lo requiera, ya que, debido a los lineamientos a través de los cuales 

se determina su ejercicio fiscal anual, es probable que no tenga contemplada esta siruacidn, 
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motivo por el cual, y atendiendo al principio de equidad contenido en la Constitución Federal, 

la propuesta se hace en et sentido de que la forma de pago se haga en base a los lineamientos 

expuestos e'1 el anículo 20 del Código Fiscal de la Federación, dando aviso de ésta 

circunstancia a la Secretaría de Hacienda y Crédito Nblico, Contralorla General de la 

Federación y a la H. Cámara de Diputados, para la inclusión de éste rubro en su próximo 

balance fiscal. 

4.- Por todo lo anterior, se puede solicitar que, a facultad del juzgador, se requiera a la Cámara 

Legislativa citada a que autorice el pago de los conceptos que nos ocupa, con cargo a la partida 

00023 del Presupuesto de Egr~os de la Federación denominada "Erogaciones No 

St.'Cloriz.ubl~", Ja cual tiene como uno de sus objetivos "Coadyuvar al cumplimienJo th las 

funciones que por mandaJo constüucianal corresponden al tilular dd E;Jtculiro Ftcúrol # is.i 

• ya que éste, conforme a lo expresado por el Capítulo 111 de la Constitución Polftica de los 

Estados Unidos Mexicanos, el jefe del Ejecutivo es la autoridad máxima y por tanto, el 

principal sujeto responsable de la obligación. 

S.- En virtud de la problemática que en la práctica puede presentarse en relación al pago de los 

conceptos señalados en relación al sujeto activo que deberá erogarlo, nos pt:rmitircmos hacer 

unas breves refledoncs en torno a la responsabilidad civil dd Estado en i;stos casos. 

U• 0rtc¡1 Pf1.arm, Fernando, Revi.a Proc:cao, No. 858, Ahril de 1993, pp. 16-19. 
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Confonne a lo señalado por el artfculo 1928 del C6Jigo Civil Federal Vigente, "El Estado 

tiene obllgaciJn de responder de los daños causados por sus funci'onarios en d ejercr'cio de 

las/unciones que les estln encomendadas. Esta responsabilúúu:l es subsidiaria, y s6lo podnf 

hacerse efectiva conJra el Estado cuando el funcionario direc:1mñen1e responsable no tenga 

bienes o los que tenga no sean suftcienJes paro responder del daño causado". 

Sin embargo, este precepto adolece de una serie de inconvenientes Como son: 

A.- Requiere de una condena previa que determine la responsabilidad subjetiva del 

funcionario. 

B.· Necesita de un principio de ejecución insufiCiente, pu~ sólo asf ~e podría determinar, 

en su caro, la insolvencia del funcionario. 

C.- Cuando no se puede identificar a1 funcionario, obviamente tampoco podrá 

condenársele, y menos dar inicio a la ejecución relativa. por lo cual no habrá 

posibilidad Mgtca, de derivar la rcsponsahilidad subsidiaria del Estado. La 

problemática en cuestión es tarllada y difícil de aplicar, de ahf que en la práctica, no 

sea comdn su utilización. 

La solución consideramos, es crear dicha ohligacidn como directa para e~ Estado frente al 
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particular, independientemente que pueda resolverse como dnlca, solidaria o mancomunada con 

el funcionario; y que se fa1.:ulte al mismo para que repita, si as( le conviene, contra el 

funcionario. 

Dehemos reconlar que, el Maestro Carrillo Flores, estudioso del conflicto, en varias 

oportunidades insistid en la necesidad de buscar la adecuada solución al problema, como se 

desprende de la lectura de su libro "La responsablltdad del Estado Mexicano". En él, nos 

menciona su autor: a) las 1¡icisiludes y los enonnes trabajos realiuu!os para obtener un 

principio de justicia para el particular daifado, b) como resulJaron infructuosos o 

ínsujicienJes los reclamos habidos, principalmenle debido a las penurias econ6micas 

oficiales, e) la fonna en que se logró ~se prindpio, aunque muy primitiwz, en la ley dt 

Depuración de Crtdilos a cargo del Gobhrtw Federo! de 1941, en la que st aulorúaba al 

EjecuJivo de la Uni6n, enlrt otros cosas, a reconocer las obligaciones no prescriJas a cargo 

del Gobierno Federal y a depurar dichas obligaciones, nudianJt ti procedimitnJo 

administralil··o descriJo en la propia /egisl.aci6n; nos rtlala tú las modijicaciotUs a esa ley 

y finalmente, la manera en que dej6 de tener ~igtncia. m 

Conforme a las ideas eitpresadas con amelad6n, se propone que el anículo 1928, lermine en 

su primer punto y seguillo, con el objelo de haci!r directa la responsabilidad del Estado, y que 

al anfculo 1927, se le agregue, de..c;pués de la palabra "empleados", el término de "funcionarios 

in Cfr. Carrillo F\ore1, Anloniu, Eaeud101 de Oercdtn Arlminjotmtj110 y Cnn•ljtucinQ!ll. UNAM, M~Lico, 19!7. rfl· 9-11. 
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p11b1icos", para que se Incluya, a los integrantes del mismo en la forma en que se especificara 

en líneas posteriores. 

Además, sería factible qu~. el Estado contratara un seguro, para tos posibles daños y perjuicios 

que pudiera ocasionar en el ejercicio de sus funciones. 

D.- Como ya ha quedado asentado, los conceptos de daftc> moral y perjuicio, en materia de 

amparo, son distintos a los establecidos por otra.<; materias, por lo cual, debemos 

homologarlos, en los términos propuestos, es decir, que la conceptualización del perjuicio, en 

toda nue.~tra legislación signifique lo mismo y que, a1 concepto civil del daño moral, se le 

agregue la afectación que se sufre en la psique del quejoso, primero, ante el ataque violento 

a sus garantías individuales y segundo, el dafto que se causa, cuando tiene que sacrificar sus 

derechos en pos del bien común y confonnarse con el pago de una indemnización monetaria. 

Es decir, debemos reformar nuestro engranaje jurídico, SIN GENERAR UNA 

PARCIALIDAD, ya que, tal y como se encuentra en estos momentos. la fónnula ecléctica 

contenida en la ejecución substituta, cstahl~e la superioridad del Interés Plihlico, de aquellos 

juicios en donde resulta un dai1o a la sociedad con el acatamiento de la ejecutoria, reduciendo 

Jos derechos fundamentales del quejoso, al pago de una simple indemnización monetaria, que 

en la mayoría de los casos se traduce en el pago del dai\o material; en algunos otros se logra 

incluir el perjuido. 
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Ahora bien. el objetivo de este trabajo. no es el de proponer un método para la valuación de algo que 

no tiene precio, por no encontrarse dentro del comercio. No obstante, lo que se persigue es un medio 

idóneo, para asegurar una indemnización justa y oponuna para que, una vez má..;, el Juicio de Amparo 

sea un medio protector y estabilizatlor de Ja problemática que presenta el individualismo con el 

estatismo social. 

Por tal motivo, y en virtud de que, el derecho es uno solo, pero dividido para su estudio y aplicación; 

al hablar de reformar el incidente de reparación del daño que nos señala la ley de amparo, debemos 

establecer que, con el objeto de hacer viable esta figura, la reforma no sólo debe abarcar al artículo 

que nos ocupa, sino que, como ya lo establecimos, debe comprender otros sectores de la legislación, 

motivos por los cuales, consideramos qu~ los artículos que deben ser reformados, en los términos 

señalados son Jos siguientes: 

LEY DE AMPARO 

TEXTO ACTUAL: 

ARTICULO 105 (Ultimo Párrofo).- El q1Ujoso podrd solicitar qU< se di por cumplida la 

ejecutoria median/e el pago de los daños y pt1juicWs que haya sufrido. EJjutt. dt DistriJo, 

oyen.do incidenJalmenle a las partes inlensadas, nsolvtrd lo conducente. En caso dt que 

proceda, determin.ard la forma y cu.anda de l.a restiJucidn. 
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REFORMA PROPUESTA: 

ARTICUW 105 (Parle Final).- Caanáo la restitución a /a que se re.rum el arlfculo 80 de 

esta ley 1ea dt difldl o tk únposible rtparación, a instancia de cualquiua tk las partes 

conJendienJcs, ti juer. de DistriJo, abn"rd el incüknJe de rtparaddn dt GaralllÚJS 

Individuales, Daños y Perjuicios, en donde se deberd contemplar ti dalio moral, para que, 

median/e el pago tk los misinos, se di por cumplida la ejecutoria. 

En la rtsoluci6n. qut se elide, se túbeni eonletur la.fijación clara y precisa dt la cuantía a 

la que ascúnden estos conceptos, consüürdndose que la afedaci6n qzu d quejoso sufrt con 

la p_rivad&n a sus duechos con.stitucionales es total y en pos dtl bietustar común. Los daños 

y peljidcios sufridas S< indemnlmrdn aconk al C6digo Civil Federo/. La r<paraclón de las 

Garantú:ts lndfrúluales, se efectuará en base al pago tú la ttrcera parte tkl monlo total que 

arrojen ti importe tú los conceptos qiu anJecetkn. 

l.afonna y lpoca lk pago, dtberdn establecerse aJendlemJo a los lineamknlos previstos por 

d artfculo 20 dd C6digo Fisc.al tk la FeMroción, cuando la fodemnizad6n no pueda Str 

cubierta por la o las auloridadts responsables en el ejercicio fisCJJJ en qiu se caus6 la 

violación de gamntlas. 

La tromüad6n lk este incúúnlt no cúbtrd lk ucecúr de trtln.ta dJas naturales a partir de 
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su fecha <k Iniciación. 

La acción para pedir la ejecución th un.a senJencia par esta vta, duro.ni dUz aillJs, con.lados 

destk tl dla en que ista caus6 ejecutoria, en cnso contrario, por el s6lo transcurso del 

tiempo, se considerard ejecutoriada por falla tú inlerlsjurúlico, restah/edlndose ti Con/rol 

ConstiJucional que nsulJ6 tra'nsgredido. 

CODIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMUN Y PARA TODA 

LA REPUBLICA EN MATERIA FEDERAL. 

TEXTO ACTUAL: 

ARTICULO 1916 (PRIMER PARRAFO).· Por daño 11UJml u entún<k la aftdaci4n qlU! una 

persona sufre tn sus senlimknlos, afectos, creencias, decoro, honor, rtpuladón, vida 

pn\•ada, configuración y ospedos j{sicos, o bien en la considerad6n que IÜ si misma tUtun 

los dem4s. 
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REFORMA PROPUESTA: 

ARTICUW 1916.- Pordafla maro! se entlendt la afectaci6n que una persoM sufr< tn sus 

stn.timienlos, afectos, creencias, decoro, honor, rtpuladón, vi.da. priYada, conjiguroddn y 

OS'pedos jlsicos, o bien, tn la consUkradón qut de sl misma thnen los demás, Y EN EL 

TRAUMATISMO QUE SE CAUSE EN LA PSIQUE DE UN QUEJOSO, POR LA 

AFECTACION QUE SE HAGA, POR LAS AUTORJDADES RESPONSABLES EN UN 

JUICIO DE AMPARO, tlL TRANSGREDIR SfJS GARANTIAS INDIVIDUALES, QUE 

SURGE EN EL MOMENTO DE LA VIOLACION CONSTITUCIONAL Y, EN SU CASO, 

CUANDO TENGA QUE SACRIFICAR SUS GARANTIAS EN POS DEL BIEN COMUN, 

ATENTO A W DISPUESTO POR EL ARTICUW 105 DE LA LEY QUE W 

REGLAMENTA. 

TEXTO ACTUAL: 

ARTICUW 1927.- El que paga ti dlJño cawado por sus sin'i<tnJts, empleados u o¡Hrarias, 

puetk r<pttir iU tUos lo que hubiere pagado. 
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REFORMA PROPUESTA: 

ARTJCUW 1927.- F1 que paga ti dallo causado por sus sirvienles, empleadas, operarios o 

FUNCIONARIOS PUBLICOS, puedt r<petir dt ellos lo qU< hubiera pagado. 

TEXTO ACTUAL: 

ARTICUW 1928.- El Estado tiene la obligaci6n dt mponder dt los da/los wusados porsus 

funcionarios en d ejercido ch las funciones que les estln encomendadas. Esta 

responsahüidad es subsidiaria, y s6/o podrá hacerse efedio¡a conJra e/. Estado cuando el 

funcionario directamenJe responsable no tenga bienes, o los que tenga no sean sujicitnlts 

para responder dd daño causado. 

REFORMA PROPUESTA: 

ARTlCUW 1928.- El Estado tiene la Obligaci6n dt r<spondtr dt los daños wusados por 

sus fundonarios en ti ejercicio de las funcioMs qiu les están tncomen.dad4s. 
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Como comentario final de este capítulo, nos permitimos señalar que, las reformas en comento, se han 

hecho, sin perjuicio de que esta conceptualización en materia legislativa, se pueda establecer en la 

propia ley de amparo, por praxis jur(dica y evitar confusiones en su ap1icación. 



165 

CONSIDERACIONES GENERALES. 

La obra pdblica, es uno de los medios que utiliza el Estado, para tratar de satisfacer necesidades 

colectivas dentro del marco de legalidad que, para tal efecto seHala nuestri legislacidn, cumpliendo de 

esta fonna con uno de tantos objetivos que tiene esta Institución. 

Paralelamente, cuando un particular se considera afectado en sus garantías individuales, por cualquier 

acto de autoridad, válidamente podrá acudir al Juicio de Amparo para el efecto de que se le restituyan 

sus derechos al estado en que se encontraban con anterioridad a la violación. 

Ahora bien, ¿qué sucede cuando el gobernado que se considera afectado con la construccidn de una 

obra pdbllca, en una forma que él considera ilegal; es protei;ido por la justicia ~e Ja Unión, y dentro 

del cumplimiento de Ja ejecutoria, en una forma indirecta se plantea la demolición de esta construcción, 

como una de )¡u acciones que deben llevarse a cabo para la restitución de derechos a la que hemos 

aludido?. 

Como ya quedó anteriormente precisado, I~ obras pliblicas, se llevan a cabo por mandato de alguno 

de los planes que se estatuyen para Ja realización del desarrollo global de nu~tro pafs, teniendo como 

objetivo principal, Ja satisfacción de una necesidad de la misma índole, por lo que su demoJición, alin 

cuando sea en apego al cumplimiento de una ejecutoria del Poder Judicial Federal, traería un grave 

daño a Ja sociedad toda vez que este tipo de construcciones se encaminan, entre o.tras acciones a Ja 
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integración de nuestro pafs al nuevo orden internacional, a través de la creación de una infraestructura 

básica, además, debido al proceso inflacionario que vive el Estado, dicha edificación se construirá de 

una forma o de otra, por ser necesaria para nuestro desarrollo, motivo por el cual, es imprescindible 

el lugar que ocupa la propiedad del quejoso. En esta virtud, los daños cilusados por la ejecución de 

una obra de esta naturaleza, se traducen en actos de difícil o de imposible reparación. 

Para casos similares a este, en donde existe una yuxtaposición de intereses pdblicos antagónicos entre 

sf, y que deben ser satisfechos por el Estado, en el afta de 1984, la ley de amparo estableció el 

Incidente de reparación del daño, a través del cual, se puede solicitar que se dé por cumplida la 

ejecutoria mediante el pago de danos y perjuicios. 

Sin embargo, la solucidn en cita, resultd ser tan atrevida que generd toda una serie de controversias 

en el mundo jurfdico, toda vez que, dentro de los argumentos más fuertes, figuró el del Maestro 

Alfonso Noriega Cantd, quien consideró que esta solución era ridCcula, porque la esencia del juicio de 

amparo ~ mantener la pureza de la Constitucidn y por ende, en este juicio, no deben intervenir 

cuestiones de Cndole econdmica, máxime, por que las garantfas individuales nunca podrán ser valuadas 

en dinero, siendo éstas un derecho subjetivo, no sujeto al régimen de mercaderla.'i. 

Sin embargo, alln cuando todas estas opiniones son muy acertadas, la realidad social, como lo hemos 

venido reiterando, exige métodos de solución que no tengan una rigidez tal, que el objeto que se 

pretende proteger quede desprotegido. 
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En este orden de ideas, consideramos que. si bien es cieno que las garantías indivldua1es no son 

indemnizables, también lo es que, atendiendo a uno de los objetivos principales que persigue el Juicio 

de Amparo, consistente en que se restablezca el orden jurídico constitucional violado, mediante la 

reparación de las garantfas individuales a través de la ejecución de sus sentencias, seglln se desprende 

de su artículo 113; es muy aceptable la solución que plantea el artículo 105 en su dltima parte, con el 

objeto de ser una alternativa de solución para restablecer el orden Constitucional. No obstante, esta 

figura debe de ser modificada, porque este incidente, en la forma en que se encuentra redactado 

actualmente, adolece de una serie de anormalidades que lo hacen poco wual. 

En efecto, al redactarse esta figura se olvidó por completo que, la indemnización a la que alude este 

precepto, EN TODOS LOS JUICIOS DE AMPARO, puede ser reclamada en la vía legal 

correspondiente, una vez obtenido el acatamiento de la ejecutoria, por lo que. a pocas personas les 

interesa que se les limiten sus derechos constitucionales. 

Además, esta figura, al ser de nueva creación, incluyó un espíritu civilista que, conforme a la temática 

del amparo y a la técnica jurídica de todo nuestro acervo legislativo, no contempló los lineamientos 

de llU aplicación en materia de amparo y la circunscribió a la materia citat.la en primer orden. 

Asimismo, no se especifica la forma y época de pa.go, circunstancia que, dada la forma de economía 

variable en que vivimos, debe ser regulada adecuadamente. 
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Finalmente, considerarnos que, una vez delimitados Jos parámetros sobre los cuales se deban pagar las 

garantías individuales y los dafios y perjuicios dentro de esta figura, un gran mlmero de asuntos que 

se tramitan a diario en todo el territorio nacional, podrán ser resueltos, conforme a derecho y por 

ende, se evitarán mayores perjuicios a nuestro pa(s, como es el caso deº las diversas obras pdblicas 

construidas ilegaJmente y que, no obstante el que sus propietarios o poseedores hayan obtenido la 

protección constitucional, las sentencias que así lo resolvieron, no hayan podido ejecutarse. 
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CONCLUSIONES. 

PRIMERA.- La obra ptlblica es la construcción material planeada, programada, presupuestada, 

financiada y en algunos casos construída por las autoridades competentes en cumplimiento de sus 

responsabilidades, para modificar et medio natural y crear el capital social fijo de el Estado Mexicano, 

con la finalidad de generar satisfactores que incrementen el bienestar general en todos sus tópicos, de 

acuerdo a su facultad discrecional con las aspiraciones del pueblo en general, en un conglomerado 

nacional que comprende todos los a.c;pectos de la vida del país, como resultado de un proceso creativo 

y ordenado que transforma los planes en realizaciones, dándoles arraigo en el terrritorio y propiciando 

su integración en sistemas, constituyendo asf la infraestructUra y el equipamiento nacionales. 

SEGUNDA.- Desde la antigüedad, las obras pllblicas en México han obedecido a motivos de interés 

pdblico, y el acto de autoridad que ordenaba su consuucción, se encontraba regulado por los diversos 

tipos de legislación que se desarrollaron en el devenir histórico de nuestro pueblo, financiándose, en 

la mayoría de tas veces, con aJcabaJas o impuestos que se instauraban para estos conceptos. 

TERCERA.· En el México actual, las obras pllblicas encuentran su fundamento en diversos 

ordenamientos jurídicos, como son los artículo 25, 26, 27 y 134 de la Constitución Política de los 
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Estados Unidos Mexicanos y en Leyes Secundarias. como la Ley de Planeaci6n. Ley de Obras Públicas 

su Reglamento, Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Públloo, Ley Orgánica de la 

Administración Púhlica Federal, Ley de Adquisiciones, Ley General de Bienes Nacionales, Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Ptlbllcos, Ley Sobre el Servicio de Vigilancia de 

Fondos y Valores, y, Ley Orgánica de la Contadurfa Mayor de Hacienda. 

CUARTA.~ El motivo por el cual se construye una obra pública en la forma y lugar en que se llevan 

a cabo, obedece a todo un complejo sistema de planeacidn y presupuestación, sustentado en la 

satisfacción de necesidades colectivas, basada en una serie de estudios, que abarcan desde la 

comprobación de la existencia de la necesidad hasta su factibilidad, analizando el impacto ambiental, 

social, cultural, económico y político de la región en donde se construirá y su trascendencia nacional, 

determinando asf el interés pllbllco de esta construcción. 

QUINTA.· Uno de los principales problemas a los que se enfrenta la administración pllblica en la 

construcción de obras del mismo género, es el de la adqulslción de los predios sobre los cuales serin 

construidas, toda vez que, en la mayoría de las edificaciones, especialmente en las de infraestructura 

mayor, tos acr~ort!S que las finandan (Banco Mundial y Banco Interamericano de Desarrollo), fijan 

tiempos de realización cspedficos, originando que, las autoridades a quienes se destina el crédito, no 

puedan cumplir en el plazo establecido, motivo por el cual, y para evitar la cancelación de los 
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préstamos, las autoridades en cita, ordenan a las ejecutoras materiales de la obra, que inicien la 

construcción de la misma, SIN QUE EL ESTADO HA YA RETOMADO SU PROPIEDAD 

ORIGINARIA, GENERANDO QUE, EN UN GRAN NUMERO DE CASOS, SE AFECTE A LOS 

PARTICULARES EN SU PROPIEDAD O POSESION, EN UNA FORMA ILEGAL. 

SEXTA.- Todo particular afectado en sus garantías individuales por la realización indebida de una obra 

pública, puede impugnar el acto que transgrede sus derechos fundamentales, por la vea del amparo 

indirecto, acción que lo faculta para solicitar la suspensión de los trabajos de construcción y, 

paralelamente, la protección de la Justicia de 1a Unión. 

SEPTlMA.- El Juicio de Amparo, es una de las máximas creaciones jurídicas, a nivel internacional, 

para proteger al particular en contra de los abusos del Estado, sin embargo, en la actualidad, considero 

que contiene una serie de fallas técnicas que dificultan su esencia protectora, entre las cuales destacan: 

A) La doble regulación de criterios jurisprudenciaJes, sobre un mismo hecho, acto o figura 

jur(dica, que origina un estado de incertidumbre del mismo género, a1 no existir un criterio 

definido y obligatorio en las resoluciones del Poder Judicial Federal. 
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B) La ambigüedad en la definición y aplicación de los conceptos "interé.c; pllblico" e "interés 

social". dando como resultado que, en algunos juicios de amparo, especfficamente cuando se 

reclama la construcción de una obra pública, el Poder Judicial Federal, al tratar de proteger 

los Intereses en cita, al negar la medida cautelar al quejoso, desproteja a la sociedad, toda vez 

que, en el supuesto de qui! se otorgue la protección Constitucional, deberán de restituirse la.e; 

cosa.o; al estado en que se eni:ontrahan con anterioridad, situación que conlleva a la demolición 

de la obra en comento, o hien, cuando al respetar las garantía.e; individuales por la vfa de la 

ejecución substituta, la sociedad debe pagar una cuantiosa suma al particular, por concepto de 

daftos y perjuicios. 

C) La inexistencia de la suplencia de la queja en materia administrativa, en cuanto a la 

denominación correcta de las autoridades responsables se refiere, toda vez que, dadti el amplio 

aparato burocrático, el promovente del amparo, en un gran númi:ro de situaciones. carece del 

nombre correcto de los entes de Derecho Público que lo afectan, trayendo como consecuencia, 

el sobrescimknto del juicio en que acn1.a, ante el rigor técnico de la Ley Reglamentaria que 

le impone esta obligación. 

D) El atraso que existe en el criterio clasificatorio para identificar los at..1os di: autoridad, toda vez 

que, en la actuaJidad, están basados en la facultad de imperio, situación que excluye 

tajantemente a los integrantes de la Administración Pública Paraestatal, no obstante que sus 

actos pueden causar una lesión en las garantías individuales del gobernado. 
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OCTAVA.· Con el objeto de consolidar el Juicio de Amparo en el espíritu bajo el cual fue concebido, 

se concluye: 

A) El restablecimiento de la facultad única de emisión de jurisprudencia de la H. Suprema Corte 

de Justicia de la Nación. 

B) La delimitación de los conceptos "interés público" e "interés social" y la obligacidn del 

juzgador para que, en el momento de admitir la demanda. de oficio, recabe TODAS LAS 

PRUEBAS QUE LO CONDUZCAN A DETERMINAR SI EL ACTO ES DE INTERES 

PUBLICO O NO LO ES, Y, EN BASE A LA INFORMACION OBTENIDA, VALORE SI 

EL DAÑO AL INTERES QUE PRETENDE PROTEGER SERA MAYOR, EN CASO DE 

DECLARARSE INCONSTITUCIONAL EL ACTO RECLAMADO. 

C) La creación de un cuerpo de peritos que coadyuven con el Poder Judicial Federal, toda vez 

que, ante Ja carencia de éste, se solicita el apoyo a la Administración Nhlica CentraJizada, 

situación que retarda la impartición de justicia. 

D) El aumento en las sanciones de los medios de apremio, de que puede valerse el Juez de 

Distrito, cuando las autoridades responsables, se niegan a Cntregar la información documental, 

solicitada por el quejoso o por el juzgador. 
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E) El incremento del mJmero de Juzgados de Distrito, para que los juicios de amparo indirecto, 

en su resolucidn y trarnitacidn, no se excedan de seis meses. 

NOVENA.- En virtud de ser la prueba, el elemento básico para determinar la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad de un acto, en los juicios de amparo en donde se demanda la ilegítima 

construcción de una obra pública, se considera que: 

A) La prueba de inspeccidn ocular, debe ofrecerse con Ja intervencldn de peritos. para el efecto 

de que el Juez de Distrito, pueda cerciorarse físicamente del grado de afectación, que resiente 

el predio en litis, en caso de que exista, además de contemplarse en ésta si existen indicios 

físicos, como personal, letreros o rdtulos en Ja maquinaria, que determinen quién es la persona 

física o moral que ejecuta la obra pública. 

B) La prueba testimonial es de capital importancia para acreditar el interés jurídico de los 

quejosos, sobre todo en aquellas zonas en donde la materia de legalidad de lt:;nencia de la tierra 

es incierta. 
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DECIMA.- El objetivo fundamental del juicio de amparo, es el de defender la pureza de la 

Constitución, y paralelamente, sus objetivos secundarios son: el restablecimiento del Orden Jurídico 

Constitucional violado y la protección y restitución de las garantías individuales del gobernado, 

motivos por los cuales, TODAS SUS SENTENCIAS DEBEN SER OBEDECIDAS SIN IMPORTAR 

EL COSTO. 

DECIMA PRIMERA.- En la actualidad, existen diversos juicios de amparo, como es el caso de 

aqul•llos en donde se reclama la indebida coristrucción de una obra pll.blica, en donde el acatamiento 

a la ejecutoria pronunciada, en los términos clásicos del Artículo 80 <le la Ley Reglamentaria, son de 

dificil o imposible restitución, toda vez que se ordena en forma indirecta, la demolición de la 

construcción en cita, y al no ser esto factible, en virtud del daño social que se causaría, la sentencia 

1arda mucho tiempo en ejecutarse. 

DECIMA SEGUNDA.- La Ley de Amparo, en el 1.Htimo párrafo de su Anículo 105, establece la 

ejecución substituta, como una medida complementaria de ejecución, sin embargo, considero peninen1e 

hacer las siguientes observaciones: 

A) La redacción de esta figura genera confusión en cuanto al objetivo que se pretende, toda vez 

que, a simple vista, se puede considerar que se ha desnaturalizado el Juicio de Amparo, al 
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autorizarse la comerciaJización de las garantías individuaJes. mediante el pago de daftos y 

perjuicios. 

B) La alternativa de solucidn que propone es inadecuada, ya que, los Conceptos de Indemnización 

a los que hace alusión, mediante los cuales se busca el restablecimiento del Orden Jurídico 

Constitucional violado, pueden reclamarse en vla distinta al Juicio de Amparo una vez 

ejecutada la sentencia que lo resuelve, por lo que resulta poco atractivo para los paniculares. 

C) Es incompleta, toda vez que, no se consideró que en la actualidad, al recurrirse a la ejecución 

ordinaria de las sentencias de amparo, mediante el ejercicio de las acciones correspondientes, 

el quejoso obtiene: a) respeto de garantías individuales, y, b) pago de dai\os y perjuicios; y en 

la ejecución substituta, sólo obtiene pago de danos y perjuicios, P.ERO EN NINGUN 

MOMENTO OBTIENE UNA INDEMNIZACION POR CONCEPTO DE SUS GARANTIAS 

INDIVIDUALES VIOLADAS. Más adn, en virtud de la tesis jurisprudencia! No. 1288 

emitida por la H. Suprema Corte de Justicia de la Unión, que aparece publicada en el 

Apéndice al Semanario Judicial Je la FcJeracidn, 1917·1988, Segunda Parte, Salas y Tesis 

Comunes, p. 2120, en donde se oonsiJera al perjuicio oomo sinónimo Je ofensa que se hace 

a Jos derechos o intereses de una persona y no como la privación de cualquier ganancia lícita 

que pudiera haber ohtenido, se podrían presentar casos, en que se llegara a la condusidn de 

que el afectado sdlo recibiera el pago correspondiente aJ da~o y no al perjuh:io, entendido és1e 

como se preve en el Código Civil Federal. 
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DECIMA TERCERA.- En virtud de considerarse que la ejecución substituta es un gran avance en 

materia Constituciona1, es pertinente hacer las siguientes observaciones: 

A) Dentro del incidente de reparación del dai\o, debe incluirse un pago por concepto de 

indemnización relativo a las garantías individuales que el quejoso sacrifica en pos del bienestar 

comlln. 

B) El pago indemnizatorio por concepto de garantías individuales, en una fonna propositiva, y 

no limitativa, se propone que sea la tercera parte del importe que arroje el pago de los daftos 

y perjuicios que se causaron al particular. 

C) El incidente de reparación del daño, no debe dejarse al libre arbitrio de las partes, debiéndose 

regular en forma obligatoria, limitándose a los casos de difícil o imposible reparación, previa 

determinación que se haga por el juzgador, acorde a las constancias de autos. 

D) Para el caso espcc(fico de que las partes, una vez determinado que el caso es de difícil o de 

imposihle reparacil,n, no deseen utilizar esta figura, y en virtud de que una de las finalidades 

del amparo, consiste en la restitución del orden jurídico que resultó dallado en la forma en que 

se encontraba con anterioridad, dentro de la ejecución substituta, debe preverse un término de 

prescripción, que dt!herá correr a partir del momento, en que se determine que la ejecución 

de la sentencia es de difícil o imposible restitución, acorde a las constancias de autos. 
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DECIMA CUARTA.- Con el objeto de evitar confUsión en la aplicación de nuestra legislación, y en 

virtud de que la lógica jurídica establece que un conc1..iito •no puede ser y dejar de ser a1 ml.:;mo 

tiempo", el significado de los conceptos "daño" y "perjuicio", debe ser homologado en nuestro marco 

jurídico, dentro de los artfculos 2108 y 2109 del Código Civil aplicable en materia coml1n para el 

Distrito Federal y en materia Federal para toda la República, en la forma en que para tal efecto se 

propuso en el Capítulo Cuarto de este trabajo de investigación. 

DECIMA QUINTA.- Considerando que a un particular afectado por et indebido actuar de las 

autoridades, no sólo se le causa una violación en la esfera jurídica de sus garantías individuales e 

indirectamente un daño y un perjuicio físico sino que, además, se le causa un daño moral, se 

concluye que debe adicionarse el artfcolo 1916 del Código Civil para el Distrito Fedt!ral y de 

aplicación supletoria en Materia Federal, agregándose un pago por concepto indcmniz.atorio relativo 

al traumatismo que se cause en su psique, en d momento de la violación constitucional. 

DECIMA SEXTA.- En virtud de que, con la ejtX:ución sustituta, se vuelve a afectar la psique del 

quejoso al tener que sacrificar la restitución de sus garantfas individual~ en pos del bienestar com!ln 

y conformarse con una indcmnización pecuniaria, se concluye que, dentro del Articulo 1916 del 

Código Civil, se agregue un pago por este concepto. 
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DECIMA SEPTIMA.· Con el objeto de delimitar la forma de pago dentro de este incidente y 

considerando que las Entidades de Derecho Pdblico, son personas moraJes sujetas a la ley de egresos 

nacionales, y que es factible que. la autoridad responsable, se vea imposibilitada a pagar la 

indemnizacion a la que se le condene por la ejecución substituta, en el momento en que el juez lo 

requiera, se propone que la forma de pago se haga en base a los lineamientos expuestos en el artículo 

20 del Código Fiscal de la Federación, dando aviso Je esta circunstancia a la SecretarCa de Hacienda 

y Crédito Público, Contralorfa General de la Federación y a la H. Cámara de DipuW:los, para la 

inclusión de este adeudo en su próximo balance fiscal. 

DECIMA OCTAVA.· En virtud de Ja problemática, que en la práctica puede presentarse en relación 

al pago de los conceptos senaJados, en relación al sujeto activo que deberá erogarlo, concluimos que 

se debe legislar a este respecto, con el objeto de crear una responsabilidad directa para que el Estado 

indemnice, en estos caws, y, si lo considera pertinente, repercuta en contra de sus funcionarios, 

sugiriendo, además, la contratación de una empresa aseguradora, con el objeto de de,,lindar esta 

obllgación. 
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